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RESUMEN EJECUTIVO 
 
Derecho aplicable al fondo de controversia en arbitrajes surgidos de  Tratados de 
Inversión 
 
Esta investigación titulada “DERECHO APLICABLE AL FONDO DE 
CONTROVERSIA EN ARBITRAJES SURGIDOS DE TRATADOS DE 
INVERSIÓN”, es realizada con la finalidad de contribuir a estudiantes y 
profesionales que incursionan en el ámbito económico del Derecho 
Internacional. Se encuentra constituida por cinco capítulos en el siguiente 
esquema. El primer capítulo “Cuestiones Preliminares” refiere a la organización 
estatal y las políticas e instrumentos económicos de negociación. El segundo 
capítulo “Aspectos Jurídicos de los Tratados Internacionales”, analiza estos 
instrumentos y sus efectos consecuenciales. El tercer capítulo “Inversión 
Extranjera en el Ecuador en el Marco de los Tratados de Inversión” refiere a las 
relaciones que se configuran jurídicamente con los inversionistas. El cuarto 
capítulo es el esquema de investigación de campo y el quinto capítulo versa 
sobre las conclusiones y recomendaciones como resultado de esta investigación. 
 
 
PALABRAS CLAVES 
 
1. DERECHO  
2. ARBITRAJE  
3. TRATADOS  
4. INTERNACIONAL  
5. INVERSION   
6. ECUADOR 
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ABSTRACT 
 
“Applicable la to the controversy in arbitration fund arising from investment treaties”, 
 
This research entitle “APLICABLE LA TO THE CONTROVERSY IN ARBITRATION FUND 
ARISING FROM INVESTMENT TREATIES”, is  performed in order to help students and 
professionals who venture into thr economic field of the economic  field of International Law. It is 
constituted by five chapters in the following scheme: The first chapter, “Preliminary Matters”, 
refers to the state organization and International Treaties”, discusses these instruments and their 
consequential effects. The third chapter, “Foreign Investment in Ecuador in the Framework of 
Investment Treaties”, refers to the legal relationships that are configured with investors. The fourth 
chapter is the outline of field reserach and the fifth chapter deals with the conclusions and 
recommendations resulting from this reserach. 
 
KEYWORDS: LAW / ARBITRATION / AGREEMENTS / INTERNATIONAL / INVESTMENT 
/ ECUADOR  
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INTRODUCCIÓN 
 
 Durante varios siglos el Ecuador y la generalidad de países latinoamericanos 
han visto como sus intereses y justas conveniencias son vulneradas bajo el alegato de 
la seguridad jurídica, el sometimiento a cuerpos legales internacionales o la simple 
indiferencia de los gobernantes de turno por hacer respetar los derechos de sus 
representados, tal es así, que países como el nuestro han palpado de primera mano la 
imposibilidad de poder ejercer sus derechos legítimamente constituidos por el simple 
hecho de que se ha legislado a favor de entes extranjeros y no del país.   
 
Vale decir que el Ecuador durante las últimas décadas prácticamente ha 
transitado sin rumbo alguno que pueda por lo menos aparentar que existe una salida a 
la crítica situación, tal es así, que por muchos años el país se constituyó en el campo 
perfecto para sembrar inversión extranjera y aprovechar hasta el último de sus 
potencialidades, sin que esto genere réditos para el pueblo ecuatoriano.  
 
Este hecho se debe básicamente a la estructura burocrática con la que se ha 
configurado el Estado ecuatoriano y que ha influenciado adicionalmente en las 
condiciones jurídicas lamentables en las que el país se ve envuelto cada vez que t iene 
que solucionar una controversia a nivel internacional con inversores de otros países, lo 
cual hace imperativo para los intereses de la presente investigación, desarrollar un 
análisis profundo y objetivo sobre lo que constituye la estructura del Estado, con la 
finalidad de detectar falencias y tratar de eliminarlas.  
 
Así también, es preciso establecer los nexos que relacionan la estructura del 
Estado en lo que respecta a su capacidad para manejar relaciones con agentes 
extranjeros y el ámbito de la negociación internacional, pues estos dos aspectos de 
complejidad absoluta son los que determinan la configuración de condiciones que 
validan las relaciones de inversión extranjera en países como el Ecuador, debiendo 
manifestarse que las mismas hasta la fecha lo único que han hecho es poner de 
manifiesto la preeminencia del capital por sobre los intereses sociales de los diferentes 
pueblos latinoamericanos.  
 
Habiendo determinado esta breve introducción a lo que será el tratamiento de la 
temática y problemática jurídica que se presenta en esta investigación,  cabe señalar que 
existe actualmente la clara posibilidad de estructurar en el Ecuador un marco jurídico 
que permita velar por la adecuada aplicación de las leyes y reglamentos, los cuales 
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serán emitidos atendiendo el tutelaje que requieren los diferentes sujetos que son 
regulados y sin favorecer intereses particulares o estatales.   
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CAPÍTULO I 
 
 
1. CUESTIONES PRELIMINARES 
 
 
1.1. GENERALIDADES 
 
Previo a generar una introducción sistemática sobre los componentes 
doctrinarios que dan lugar a la estructura general de la problemática jurídica que se 
trata en la presente investigación, es preciso hacer referencia a determinados puntos 
que plantean la idea general que constituye la misma, debiendo señalarse al efecto que 
es bien sabido para todos que las inversiones extranjeras que se llevan a cabo al 
interior de un país como el Ecuador, generan ingentes e importantes recursos sobre 
todo de carácter económico en beneficio del Estado y consecuentemente de su 
población, por lo que mantener un marco jurídico claro y políticas públicas idóneas 
nacionales e internacionales es imperativo para el aseguramiento de este tipo de 
acciones por parte de inversionistas privados o públicos de otros países, tal como 
sucede por ejemplo con la nueva Refinería del Pacífico, el Aeropuerto de Quito en 
Tababela, la Central Hidroeléctrica Toachi Pilatón, inversiones con capitales chinos, 
entre otras. 
 
A tal efecto, es válido recalcar que las normas jurídicas sobre las cuales se 
sustentan las distintas relaciones comerciales y de inversión en general, siempre han 
traído como efecto de coletazo la discusión encendida respecto de qué tipo de norma 
debe ser aplicada en los casos en que se presentan controversias entre el Estado y los 
inversionistas extranjeros, pues en este sentido, el Derecho Internacional marca o 
establece de manera imperativa la imposición de ciertas reglas pese a que el Estado 
como tal cuente con sus propias normas, aún en los casos en que las primeras sean 
contrarias o mantengan sentidos diferentes al referido ordenamiento legal del país de 
que se trate.    
 
Así entonces, se configura una situación jurídica muy grave para los Estados en 
donde sin discusión se encuentran representados los intereses populares y la esencia 
misma en este caso de la sociedad ecuatoriana, frente a los intereses del capital puro 
que por lo general ha sido capaz de mantener su hegemonía por sobre el estamento 
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anteriormente referido cuando se trata de controversias generadas por distintas 
discrepancias o inobservancia de las normas relativas a inversiones.  
 
En este sentido entonces, es válido destacar que la problemática a ser sustentada 
y tratada en la presente investigación, se remite directamente al análisis y 
discernimiento jurídico del conflicto de leyes aplicables a los arbitrajes internacionales 
con relación a las inversiones extranjeras en el Ecuador, ya que durante décadas el país 
ha visto como se vulneran derechos y garantías consagradas en el mismo Derecho 
Internacional y especialmente en las normas legales internas, dando como resultado un 
perjuicio económico muy grande y afectando en tal razón a los intereses 
principalmente de la población más vulnerable, sin que tal efecto obste de otro tipo de 
circunstancias perjudiciales para la generalidad de países de la región.  
 
Con relación a lo manifestado, cabe hacer referencia al cri terio que emite la 
tratadista Marta Gonzalo Quiroga en su obra “Orden Público y Arbitraje Internacional 
en el Marco de la Globalización Comercial”, en donde destaca que la autonomía de 
cada Estado en los diversos campos en los cuales tiene la capacidad de intervenir, por 
principio general siempre será superior a la actuación de cualquier agente extraño a su 
naturaleza, sea este nacional o internacional, lo cual genera una condición jurídico 
administrativa que no permite bajo criterio alguno establecer la posibilidad siquiera de 
injerencias externas como normas internacionales contrarias a su marco jurídico, 
políticas de Estado preconcebidas por órganos Internacionales como El Fondo 
Monetario Internacional, el Club de parís, entre otras de similares connotaciones.   
 
Las actuales condiciones económicas y políticas que imperan en las relaciones 
comerciales y de inversión en las cuales el Ecuador se encuentra involucrado ya sea 
directa o indirectamente con otros países del mundo, generan una enorme influencia en  
la vida de cada ciudadano y de la sociedad ecuatoriana como tal, puesto que las 
implicaciones que conlleva este tipo de ámbitos afecta a la gran mayoría de relaciones 
sociales e incluso el comportamiento individual de quienes componen un 
conglomerado humano, por lo tanto, el desarrollo del estudio que se ha planteado en 
esta investigación y que ha sido titulado como “DERECHO APLICABLE AL FONDO 
DE CONTROVERSIA EN ARBITRAJES SURGIDOS DE TRATADOS DE 
INVERSIÓN”, fácilmente puede ser justificado, en cuyo caso, no solo que recurre esta 
circunstancia sino varias adicionales que son referidas a continuación.  
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Las condiciones que dan lugar para que se desarrolle la presente investigación 
mantienen una relación directa con dos puntos esenciales para el funcionamiento  y 
desarrollo adecuado del Estado ecuatoriano, por una parte se encuentra la soberanía 
nacional y por otra, está el beneficio e intereses de la sociedad.  
 
En este sentido, es válido destacar que la soberanía nacional en cuanto tiene que 
ver a la capacidad estatal para regentar sus relaciones comerciales y de inversión bajo 
normas jurídicas constantes en su ordenamiento, se ha visto seriamente afectada debido 
a la mala aplicación o distorsión de normas relativas a tratados y convenios de los 
cuales el Ecuador es suscriptor, especialmente cuando estos tienen que ver con el 
ámbito de inversión y los intereses mismos de transnacionales, es decir, que la 
resolución de controversias queda bajo la competencia de organismos internacionales 
que no necesariamente garantizan una aplicación plena del derecho a favor de 
cualquiera de las partes, tomando en cuenta además que se sometido a arbitrajes 
internacionales conflictos o controversias que jurídicamente pueden y deben ser 
tratadas primero bajo la actuación de órganos jurisdiccionales nacionales. 
 
El segundo punto al cual se hacía referencia con anterioridad, es decir los 
intereses de la sociedad ecuatoriana, mantiene relación directa con la temática 
abordada en este estudio, puesto que la vulneración de la soberanía nacional con 
respecto a la capacidad para administrar justicia por sus propios medios en 
controversias de inversión extranjera, es susceptible de causar ingentes perjuicios 
económicos al país y consecuentemente afectar la inversión del Estado en proyectos de 
trascendental importancia para la población, tal es el caso de salud, vialidad, 
comunicaciones, entre otros. 
 
De manera complementaria a los criterios que se han propuesto en los párrafos 
precedentes, es importante tener en cuenta que cada ciudadano en e l país se encuentra 
sometido a una condición imperativa que dicta la obligación de generar alternativas 
que fomenten el desarrollo del mismo, en cuya coso, es formular un estudio que verse 
en este caso sobre la problemática que configura para el Estado, el  marco jurídico  y 
para la sociedad, el hecho de que el país se halle sometido a normas internacionales de 
inversión contrarias a lo que dicta la Constitución y se vulnere tanto la soberanía como 
la capacidad del Estado para dirimir sobre sus propios asuntos. 
 
Por otra parte, también constituye un factor justificativo para el desarrollo de la 
presente investigación, desarrollar un análisis doctrinario y jurídico sobre las 
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implicaciones legales que acarrea en el ámbito ecuatoriano, la sujeción o adherencia 
del Estado a los diversos convenios o tratados internacionales de los cuales es 
suscriptor, pues se debe tener en cuenta que no todo es malo y por lo tato, de esta 
premisa nace la necesidad de analizar objetivamente las implicaciones del Derecho 
Internacional para los intereses del Ecuador y de la sociedad.   
 
 
1.1.1. Antecedentes 
 
Los mecanismos de creación que dan lugar a la estructuración del Derecho 
interno de un país, mantienen u ofrecen amplias similitudes con aquellos a los cuales 
se recurre en el Derecho Internacional, sin embargo de lo cual, mientras en el primer 
caso se busca generalmente mantener variables que favorezcan los intereses sociales y 
consecuentemente el desarrollo y fomento del Estado como tal, en el segundo caso no 
siempre resulta favorecido el Estado, ya que en este caso entran en juego ciertos 
factores de características muy complejas que fácilmente pueden llevar a una 
vulneración de los derechos de los países suscriptores del tratado o convenio de que se 
trate, tal es el caso de la seguridad jurídica para inversiones, terrorismo, espionaje, 
estabilidad económica, entre otros de similar naturaleza.  
 
Hechos como los señalados en el párrafo que antecede, constituyen los 
principales motivos o dan lugar a las condiciones jurídicas para que se generen 
conflictos entre el Derecho Internacional y el Derecho Interno de un determinado país, 
en cuyo caso, vale decir que el problema de las relaciones configuradas entre estos dos 
ámbitos y sus respectivos conflictos han sido analizados desde la perspectiva de la 
doctrina y la academia con suficientes fundamentos de causa y en torno a visiones 
distintas, lo cual hace que la factibilidad de desarrollar un análisis de la temática 
mantenga un nivel muy elevado.  
 
En este sentido, se han mantenido diversas posturas para tratar de resolver las 
controversias generadas, sin embargo, la referida doctrina adoptado como las más 
importantes tres posiciones claramente definidas entre sí y que buscan explicar esta 
problemática tan recurrente en la actualidad cuando las relaciones internacionales se 
encuentran cambiando con tanta rapidez debido a la injerencia de muchos factores.  
 
Las posiciones a las cuales se hacía referencia en los párrafos que anteceden son 
las detalladas a continuación:  
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El derecho internacional y el derecho interno son órdenes jurídicos distintos y 
separados, sin relación entre ellos, y sin posibilidad, por lo tanto, de que se produzca 
entre ellos un conflicto, del orden que sea; esta es la Teoría Dualista, cuyo principal  
representante es Triepel, la desarrolló plenamente en su obra “Derecho Interno y 
Derecho Internacional”. 
 
El Derecho Internacional y el Derecho Interno, no pueden ser más que partes 
del mismo sistema de Derecho, porque el Derecho es uno, hay una construcc ión 
jurídica universal, que puede adoptar formas distintas según su objeto; pero dado que 
el individuo es el destinatario último de la norma jurídica, poco importa que la 
aplicación de la norma se realice directamente como en el caso del Derecho Interno, o  
indirectamente, atribuyendo una titularidad ficticia al Estado. Esta postura ha sido 
desarrollada y sustentada principalmente por Kelsen, cuyo sistema piramidal de normas 
lleva a colocar en la cúspide la norma hipotética, el punto final de imputación, a partir 
del cual se desarrolla el sistema del Derecho Internacional, que se prolonga hacia la 
base de la pirámide, por el sistema normativo interno.  
 
La tercera posición determina la configuración de una relación directa entre el 
Derecho Interno y el Derecho Internacional.   
  
Desde una perspectiva general, la breve explicación doctrinaria que se ha 
planteado con relación al tema de los conflictos generados entre el ordenamiento 
jurídico interno de un Estado y el Derecho Internacional y que será ampliada en e l 
desarrollo de la investigación, constituye el antecedente adecuado sobre el cual se 
sustenta la realización de este trabajo, debiendo manifestarse de manera 
complementaria que desde el ámbito específico de la problemática, la investigación 
parte de los hechos que atraviesa actualmente el país con relación al tema de la 
intervención arbitral del CIADI en el caso de OXY contra el Estado ecuatoriano en 
donde claramente se han vulnerado diversos derechos que le asisten al país y se socava 
la soberanía nacional a través de la inobservancia de las normas legales aplicables al 
caso. 
 
 En este orden de ideas, es preciso manifestar que la problemática que ha sido 
referida y estructurada desde el punto de vista jurídico, acarrea una serie de 
circunstancias especiales que mantienen relación directa con dos aspectos claramente 
definidos entre sí, por una parte se encuentra el de lineamiento teórico o doctrinario, es 
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decir, aquel en virtud del cual se han planteado criterios y estudios relativos a la 
temática no solo a nivel nacional sino también en el entorno jurídico internacional de 
la región. 
 
 De manera complementaria a este aspecto y como segundo punto, se presenta el 
cúmulo de circunstancias legales de orden constitucional en donde se establecen así 
mismo, los parámetros que respecto de la legislación constitucional ecuatoriana se han 
configurado con la finalidad de asumir la problemática en cuestión.  
 
 De lo manifestado anteriormente, se desprende la necesidad imperativa por 
desarrollar un análisis integral sobre los factores constitutivos que dan origen a la 
problemática sobre la que versa esta investigación, en cuyo caso, la misma ha de 
enfocarse o desarrollarse atendiendo las siguientes directrices:  
 
- Estructurar un marco jurídico que delimite adecuadamente la injerencia de los 
tratados de inversión en las relaciones Estado – Inversionistas que mantiene el 
Ecuador, respetando su soberanía, normativa legal y los intereses de la 
sociedad. 
 
- Identificar la estructura jurídica de las normas de inversión internacionales  a las 
cuales el Ecuador se ha suscrito, con la finalidad de que se fijen las falencias y 
aciertos de las mismas con relación al marco jurídico nacional.  
 
- Analizar la problemática que actualmente atraviesa el Ecuador con relación a 
los Tratados de Inversión y la injerencia de los mecanismos de mediación y 
arbitraje para la solución de controversias.  
 
- Comparar las disposiciones que la legislación ecuatoriana establece sobre las 
relaciones jurídicas del Estado con inversionistas extranjeros para el caso del 
Derecho aplicable al fondo de las controversias que se presenten y que surgen 
de tratados de inversión, en cuyo caso, serán analizadas las legislaciones de 
Chile, Venezuela y Colombia con la finalidad de aprovechar las ventajas 
obtenidas en esos ordenamientos jurídicos así como rechazar las condiciones 
negativas que los han afectado.  
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- Realizar un estudio de campo que determine la visón de los expertos en materia 
de Derecho Internacional, solución de Conflictos de Inversión y garantías 
constitucionales sobre el tema planteado en la presente investigación.  
- Probar que en la actualidad se vulneran derechos y garantías propias del Estado 
ecuatoriano cuando este se somete a la injerencia de normas jurídicas 
internacionales que favorecen únicamente al capital económico.  
 
 
1.2. EL ORDEN ESTATAL 
 
Partiendo de los criterios que se han planteado en los párrafos precedentes, vale 
decir que el análisis del orden público en el arbitraje se nos muestra ciertamente 
desalentador si tomamos como referencia la indeterminación existente al respecto en el 
marco jurídico-científico del ius público y privado.  
 
Por tal motivo, es imprescindible definir los aspectos concurrentes que 
intervienen directamente en la estructuración de la problemática analizada, en donde 
cabe manifestar que está básicamente la delimitación jurídica del orden público como 
uno de los más difíciles, donde al respecto por ejemplo la tratadista Marta Quiroga se 
ha referido manifestando que “…no hace falta decirlo para saberlo, basta con 
experimentarlo, el orden público constituye el tema más angustiante de la Teoría 
General del Derecho Internacional Público”. (2001, pág. 33)  
 
En este sentido, nos encontramos con la parte menos estudiada en el campo 
jurídico, muchos han sido los intentos por definirlo desde diferentes ópticas analíticas 
del Derecho Internacional, pero no se ha podido determinar de forma clara y precisa la 
naturaleza del concepto de orden público representado en la doctrina y en la práctica .  
 
En materia Arbitral, los Tribunales deben prever el orden público susceptible de 
invalidar el laudo en cada caso concreto, ya que su indeterminación lo ubica en estado 
de desamparo al no poder unificar un criterio que ayude a armonizar las normas 
imperativas y de orden público. (Quiroga, 2001) 
 
Al observar la relatividad conceptual y material a la que nos enfrentamos, no 
será nuestro propósito el de reabrir el debate dogmático relativo al orden público, ni de 
sostener en esa exigüidad los conceptos que puedan ser trasladados al Arbitraje, por ser 
pocos claros y de naturaleza intrínsecamente cambiante en el espacio y en el tiempo,  
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pese a la comodidad que representaría trabajar con criterios ya definidos, pero estos 
preceptos no pueden distraernos de nuestro objetivo, que es una aplicación e 
interpretación práctica del arbitraje privado internacional, ya que esta institución del 
arbitraje también mantiene su propio dinamismo jurídico – conceptual y práctico, 
producto del cambiante mundo de la globalización. 
 
La naturaleza del orden público ocupa todo el régimen del derecho, el arbitraje 
es solo una ramificación de esta materia y por lo tanto sus particularidades terminan 
imponiéndose a las escasamente dispuestas en ese sistema, esta manifestación se 
sostiene al parafrasear que todas las normas del orden público son imperativas pero no 
todas las normas imperativas son de orden público (2001)mostrando desconcierto 
conceptual en las normas imperativas que son difícilmente ident ificables y menos aún 
en el derecho internacional, por eso nuestro enfoque lo haremos en la esencia del orden 
estatal y no en las normas materiales imperativas, al ser uno de nuestros objetivos el 
determinar, si el orden estatal influye en el ámbito arbitral o la  hegemonía del derecho 
internacional se impone al derecho interno?.  
 
Esta interrogante lo dilucidaremos a la luz de los acontecimientos científicos y 
políticos que  circunscriben las relaciones en el comercio internacional.  
 
Otro de los elementos cruciales para valorar la importancia del orden estatal en 
materia arbitral es la soberanía de los pueblos, para ello es necesario revisar las teorías 
que alrededor de este fundamento se han vertido y que han suscitado extensos debates, 
uno de ellos es el que la soberanía radica en el pueblo o en la nación, a esta analogía el 
gran filósofo Rousseau sostiene que esta reside de manera indivisible en la nación y 
que no es otra cosa que una comunidad política  anterior y superior al Estado,  pero 
para Schmitt, la soberanía no está siempre manifestándose, la soberanía está oculta en 
períodos de normalidad y se manifiesta durante la excepción. En la historia occidental 
a los pueblos se los ha definido como un conjunto de individuos que viven bajo un 
mismo dominio estatal, mientras que para el pueblo alemán, es la relación del conjunto 
de individuos vinculados con el Estado, (Marshall, 2010), estas concepciones otorgan a 
un Estado las facultades para disponer políticamente de leyes y normas, que le 
permitan armonizar las relaciones entre sus ciudadanos, de estos con el Estado y de 
este con los ciudadanos de otros Estados, de esa forma los estados modernos cubren 
jurídicamente todas sus relaciones para prever controversias que puedan desencadenar 
en guerras de naciones.(2010) 
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1.3. ESTRUCTURA DEL ESTADO 
 
Los Estados mantienen estructurado su territorio en diferentes estilos, 
dependiendo estos de su cultura, de su economía, de su ubicación geográfica, de su 
ideología política y de su historia misma, para ello han optado a través de sus 
gobiernos, imponerse un modelo de administración que les permitiese convivir 
pacíficamente bajo el paraguas de un marco constitucional imperativo en todo su 
territorio, es decir, en la jurisdicción de su soberanía, pero estos procesos modernos 
que la globalización ha insertado  en las normativas internas, ha obligado someterse a 
una legislación internacional y a la vez, depender de una estructura que esta fuera de su  
territorio, este dinamismo jurídico internacional ha hecho que los Estados se reúnan 
para legislarse en comunidad y poder proteger sus intereses internos.  
 
El Ecuador a partir de la promulgación de la Constitución de la República del 
2008, se inició un proceso esencial de cambio de estructura del Estado que implica no 
solo reformar el ámbito jurídico sino también una transformación institucional y 
cultural del mismo, esto, previo al haber transitado administrativamente por sistemas 
conservadores, liberales, dictatoriales y democráticos  con experiencias políticas y 
económicas que provocaron un terrible caos social como las destituciones y muertes de 
presidentes de la República, el mal manejo financiero del Presupuesto General del 
Estado, la corrupción campante de la administración pública, la impunidad de los 
delitos institucionales entre otros, fueron tejiendo una estructura pública ambigua, 
carente de confianza,  haciendo que ese sueño de Estado que nació con la Revolución 
Francesa fue desilusionado para sus ciudadanos, viciado y descontrolado por esos 
gobiernos de turno.  (Baca, 2010). 
 
Esta Constitución del 2008, reivindica a ciertos sectores de la sociedad que 
estuvieron excluidos de la administración, eso ameritó transformar toda una estructura 
estatal, dejar de lado la tradicional y única forma de dividir al Estado en tres funciones, 
el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial, para pasar a cinco funciones que son la 
Función Ejecutiva, Función Legislativa, Función Judicial y Justicia Indígena, Función 
de Transparencia y Control Social y Función Electoral, poderes cuya relación es de 
coordinación y no de subordinación con el fin de ser un sistema de pesos y contrapesos 
que limita el poder, generando un nuevo constitucionalismo, con nuevas teorías del 
derecho que sobrepasan a la tradicional teoría pura del derecho, donde sus principios 
que enmarcan su preámbulo pretenden una forma de convivencia ciudadana para 
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alcanzar el buen vivir, cuya sociedad debe respetar la dignidad de las personas, 
comprometerse con la integración latinoamericana y ser solidaria  con todos los 
pueblos de la tierra, pasando de la estructura social de derecho a la estructura 
constitucional de derechos. (2010) 
 
Otro de los principios de esta reforma instituida en la nueva Constitución de 
Montecristi es el poder público, que se distribuye en el poder Nacional, el poder 
Estatal y el poder Municipal, esta estructura que representa los nuevos preceptos del 
constitucionalismo garantiza que los actos de los poderes del Estado estén controlados 
por los principios de la constitucionalidad y no a la legalidad de sus actos, es decir , que 
la Constitución es garante y última instancia de cualquier materia jurídica más allá de 
lo que digan leyes orgánicas u ordinarias,  incluso sobre los Tratados y Convenios 
Internacionales. 
 
Esta nueva filosofía jurídica, no se ha desprendido en su tota lidad de la anterior 
estructura, sino que ha implementado un nuevo horizonte interpretativo de la 
juridicidad, buscando cambiar  la idiosincrasia de sus ciudadanos y extranjeros que 
viven en el país con los mismos derechos y obligaciones.(Baca, 2010) 
 
A pesar de ser considera una Constitución garantista de derechos, debemos 
advertir algunos elementos de ambigüedad que podría contraponer conflictos como los 
que a continuación vamos analizar: 
 
- Ya no se considera a la Constitución como por generaciones se estudió en las 
aulas de derecho, según la pirámide Kelseniana, sino como un centro de 
irradiación e impregnación a todos los órganos del Estado.  
 
- Ya  no  está  parar  defender  a  la sociedad  frente  a  la discrecionalidad o 
Arbitrariedad del poder político, pues sus preceptos refuerzan las funciones del 
presidencialismo, que tiene como potestad el manejar exclusivamente la política 
monetaria, crediticia, cambiaria del país.  
 
- No se permite el desarrollo progresivo de los derechos,  solo amparado en el 
cumplimiento estricto de la Constitución, para lograrlo se requiere la 
satisfacción de los derechos sociales de todas las personas.  
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 Este proceso de cambio estructural es el resultado de movimientos históricos, 
que han exigido, que estos derechos sean tutelados y materializados, por lo tanto creer 
que estos cambios son el resultado de tendencias políticas específicas y no están 
ancladas a las estructuras estatales o de gobierno, porque son anteriores al mismo 
Estado. (Echeverría, 2009) 
 
 Como ya se manifestó anteriormente, la organización del Estado ecuatoriano 
desde el punto de vista constitucional se encuentra estructurada en torno a la 
operatividad e injerencia de cinco las funciones señaladas y que para  los efectos 
académicos son analizadas sucintamente a continuación:  
 
 
 
1.3.1.  Función Ejecutiva 
 
Esta constituye una de las funciones más importantes en la administración o 
manejo de un Estado, sobre todo en un país como el Ecuador en donde su régimen de 
administración está basado en la figura de un marco o institucionalidad presidencial  
como máxima autoridad con potestades que incluso pueden ser equiparadas a la de la 
Función Legislativa. 
 
La esfera ejecutiva a la cual se hace referencia tiene por fin esencial el actuar en 
base a la promoción y satisfacción de las necesidades relativas a los ciudadanos, así 
como el fomento, bienestar y progreso del conglomerado social, para lo cual, se le ha 
conferido en unos casos y arrogado en otros una amplia serie de competencias 
fundamentalmente de carácter administrativo que se centran de manera directa en el 
ámbito gubernamental o de alta dirección estatal.  
 
En este sentido, la Función Ejecutiva ha sido considerada por un sinnúmero de 
autores como la primera en importancia dentro de la organización estatal, ya que 
debido a su naturaleza cumple con funciones que inevitablemente absorben el destino 
de los otros poderes del Estado mediante la capacidad administradora que le es 
consustancial en base a los preceptos determinados por la normativa legal vigente.  
 
En términos generales, esta función del Estado tiene por finalidad asegurar el 
adecuado funcionamiento del sector público con respecto a las obligaciones que 
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mantiene con la sociedad civil, para lo cual, enmarca el desarrollo de sus actividades 
en los parámetros precisos que emanan de un cuadro de normativas legales.  
 
Para tal efecto, se lleva a cabo la realización de diversos actos jurídicos de 
naturaleza individual, que son aplicados a tal o cual ciudadano designado de manera 
específica por las disposiciones que se encuentran contenidas en la Ley y que ha de 
cumplir con las funciones encargadas bajo la condición de funcionario público o 
autoridad nacional. 
Complementariamente a lo manifestado en los párrafos precedentes, se torna 
válido y necesario hacer referencia en este sentido a lo que plantea la doctrina el jurista 
Carlos Cruz, quien en su obra Manual de Educación Cívica determina que la Función 
Ejecutiva no se limita a una simple ejecución ya que importa o implica prerrogativas 
bastante más amplias debido a que allí caben todos los actos jurídicos que no tienen un 
carácter general e impersonal, muchas decisiones de política interior y todos los actos 
diplomáticos se encuentran en ella.  
 
Centrando el análisis en un enfoque específico de la organización estatal 
ecuatoriana, es imperativo hacer una breve alusión a los principios orgánicos que 
establece la Constitución vigente del país sobre la Función Ejecutiva, para lo cual, se 
propone a continuación el siguiente esquema de estudio jurídico sobre las 
disposiciones constitucionales correspondientes al tema tratado.  
 
La cabeza de gobierno y la que en general preside el manejo de la Función 
Ejecutiva ecuatoriana recae sobre la autoridad de la Presidenta o Presidente de la 
República, cuyas competencias le confieren la calidad de Jefe de Estado y de Gobierno 
conjuntamente con la responsabilidad de la administración pública, tal como lo 
establece el artículo 141 del régimen constitucional vigente en la actualidad. 
 
Para los fines operativos de esta instancia de organización estatal, la constituyen 
institucionalmente la Presidencia y Vicepresidencia de la República, los respectivos 
Ministerios de Estado y otros organismos necesarios para garantizar el cumplimiento 
de las diversas atribuciones que la Ley le confiere en el ámbito de la rectoría, 
planificación, ejecución y evaluación de las diferentes políticas públicas de carácter 
nacional y los planes que sean concebidos para ejecutarlas.  
 
Debido a ciertos parámetros tanto de naturaleza cultural como de seguridad 
nacional, la máxima autoridad de esta función del Estado debe estar regentada por un 
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ecuatoriano de nacimiento, que haya cumplido como mínimo los treinta y cinco años 
de edad a la fecha en que fue inscrita su candidatura, encontrarse en el pleno goce de 
sus derechos políticos y no encontrarse inmerso en alguna de las inhabilidades que 
establece el marco constitucional.  
 
El periodo de labores que se le otorga al Jefe de Estado es de cuatro años y 
podrá ser reelecto por una sola vez en base a los términos que fija la normativa 
consagrada para dicha circunstancia.  
 
Adicionalmente a los aspectos señalados, se establecen ciertas disposiciones 
tendientes a limitar el ejercicio del Poder Ejecutivo, tales como periodos de tiempo, 
inhabilidades, ausencia de la autoridad, entre otros de similares características.  
 
Por otra parte, el esquema constitucional vigente también señala diversos 
parámetros en base de los cuales se fijan el alcance e injerencia de las carteras de 
Estado que se encuentran supeditadas al imperio de la Presidencia de la República, 
hecho que implica necesariamente una capacidad legal de la máxima autoridad del país 
para nombrar y remover los ministros que lo representan en el ejercicio de sus 
funciones. 
 
 
1.3.2. Función Legislativa 
 
Esta función es definida generalmente como la capacidad con la que cuenta el 
Estado para producir normas de aplicación universal y con el carácter de obligatorias 
conducentes a regular el comportamiento tanto de los ocupantes como no ocupantes de 
los cargos públicos y la totalidad de relaciones que se presentan entre ellos.  
 
Cabe destacar que la característica más relevante de este poder se encuentra 
radicada en la organización institucional que está conformada a su vez, por 
representantes directos de la voluntad soberana del pueblo que son elegidos o 
designados mediante elección popular.  
 
El ámbito constitucional ecuatoriano determina que la titularidad de la Función 
Legislativa se encuentra ejercida por la Asamblea Nacional,  integrada como había sido 
referido anteriormente por asambleístas que son elegidos para un periodo de cuatro 
años en el cargo. 
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A diferencia de otros países, este poder del Estado se encuentra organizado en 
base a un organismo unicameral con sede en el Distrito Metropolitano de Quito y bajo 
condiciones excepcionales puede llevar a cabo reuniones en cualquier lugar del 
territorio nacional. 
 
La integración de la Asamblea Nacional se sustenta  en base a las siguientes 
asignaciones de curules: 
 
- Quince asambleístas nacionales. 
 
- Dos asambleístas elegidos por cada provincia y uno más por cada doscientos 
mil habitantes o fracción que supere los cincuenta mil de acuerdo a los datos 
poblacionales arrojados por el último censo nacional.  
 
- La Ley determinará la elección de asambleístas de regiones, distritos 
metropolitanos y de la circunscripción del exterior.  
 
De igual forma que en el caso del ejercicio de funciones en el Ejecutivo, la 
normativa constitucional determina ciertos requisitos de carácter general como la 
nacionalidad ecuatoriana y el haber cumplido con la mayoría de edad para acceder a la 
candidatura que sustenta la elección de asambleísta en cualquiera de sus condiciones y 
el goce de los derechos políticos, con lo cual, se busca establecer limitantes para el  
ejercicio de este tipo de cargos públicos.  
 
Por otra parte, ya que la Asamblea Nacional se constituye como el organismo 
regente de la Función Legislativa, esta juega un papel de trascendental importancia en 
la vida administrativa del Estado ecuatoriano y por lo tanto, las atribuciones y deberes 
que debe cumplir generan un impacto directo en el desenvolvimiento y desarrollo de la 
sociedad. 
A tal efecto, las atribuciones más importantes que desempeña el órgano 
legislativo son la de posesionar al Presidente y Vicepresidente de la República, la 
declaración de incapacidad física o mental que inhabilite el ejercicio de los cargos 
referidos anteriormente, conocimiento de los informes anuales que presente el 
Presidente de la República respecto de su gestión, partic ipar en el proceso de reforma 
constitucional, entre otras de similar connotación.  
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Sin  embargo de lo manifestado en el párrafo que antecede, una de las funciones 
más importantes y por la cual la Asamblea Nacional es más conocida a nivel social, es 
la de expedir, codificar, reformar, derogar leyes o interpretarlas de modo generalmente 
obligatorio, tal como lo estipula el numeral 6 del artículo 120 de la Constitución y el 
Código Civil, a lo cual se suma la capacidad de fiscalizar las operaciones, programas, 
proyectos y en general, cualquier actividad que se desarrollo en torno al interés público 
de los ecuatorianos. 
 
En términos generales, la capacidad legislativa con la que cuenta la Asamblea 
Nacional determina directamente el rol que dicho organismo mantiene en la 
administración del Estado y le confiere un nivel de relevancia equiparable al de la 
Función Ejecutiva, puesto que, en el ámbito de dictar o reformar leyes existe un trabajo 
conjunto entre ambos poderes que se encuentra establecido en varios cuerpos 
normativos, y que por las implicaciones que dichas competencias acarrean, se torna 
crucial para los intereses de la nación implementar medidas que faculten una 
compatibilidad integral en el ejercicio de sus funciones.  
 
 
1.3.3.  Función Judicial 
 
En términos generales, este poder del Estado es concebido por la doctrina 
jurídica y política como la organización superior de carácter institucional y público que 
de conformidad al ordenamiento jurídico establecido en la Constitución y las Leyes, 
tiene a su cargo la administración de justicia en la sociedad, para lo cual se vale de la 
aplicación de normas legales destinadas generalmente a la resolución de conflictos o 
contiendas judiciales.  
 
En este sentido se pronuncia también el tratadista argentino Fernando de las 
Casas, quien manifiesta que el Poder Judicial es el conjunto de órganos que tiene 
atribuida la realización de la función estatal consistente en resolver mediante la 
aplicación del Derecho, los conflictos que surjan entre los ciudadanos y entre és tos y 
los poderes públicos. 
 
Es importante destacar que la noción y calificación de Poder hace referencia al 
ámbito de la capacidad pública  entendida como la atribución de competencias 
derivadas de la organización estatal que se perfecciona en el conjunto  de órganos e 
instituciones, tal como sucede en el caso del Poder Judicial ecuatoriano que está 
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conformado en base a una amplia serie de organismos como juzgados, tribunales, entre 
otros, los mismos que ejercen la potestad jurisdiccional del Estado y que por principios 
de diversa naturaleza se encuentran caracterizados por la imparcialidad y autonomía de 
sus actuaciones, así como por diversos elementos que en su conjunto configuran la 
estructura general del esta función del Estado.  
 
A tal efecto, se torna preciso hacer referencia a dichos elementos debiendo 
señalarse que la generalidad de estudiosos del tema, establecen como los más 
importantes, tres parámetros claramente definidos entre sí que parten desde la 
perspectiva orgánica, pasando por el ámbito de funcionalidad, hasta llegar a la 
independencia de los órganos relativos a la judicatura.  
 
En cuanto se refiere al elemento que implica una naturaleza orgánica, vale decir, 
que el Poder Judicial se encuentra configurado como un conjunto de capacidades y 
competencias fundamentales arrogadas exclusivamente a la ejecución del Estado 
mediante la aplicación de una normativa legal determinada.  
 
Por otra parte, el aspecto de la funcionalidad considerada como uno más de los 
elementos inherentes al Poder Judicial establece los mecanismos propicios para que las 
capacidades y competencias mencionadas en el párrafo precedente, sean ejecutadas de 
manera adecuada y atendiendo los intereses primarios de la sociedad en general y de 
cada uno de sus ciudadanos, aplicando en tal virtud, el ordenamiento jurídico vigente a 
los casos que lleguen a su conocimiento y a individuos concretos que se hallen 
sometidos al imperio de dicha normativa, con lo cual, se busca perfeccionar en la 
práctica el principio jurídico procesal de Juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.     
 
El tercer elemento al que se hacía alusión anteriormente, versa sobre la 
independencia correlativa al ejercicio de las competencias y capacidades propias de los 
diversos organismos jurisdiccionales, constituyéndose debido a  su naturaleza en un 
factor esencial para el orden constitucional y la administración de justicia.  
 
Para José Granizo jurista ibérico y autor de la obra Análisis sobre el Poder 
Judicial en España, la independencia de esta función es considerada como la más 
relevante en el ejercicio de las competencias jurisdiccionales del Estado, ya que sus 
implicaciones al ser bien ejecutada en el proceso o sustanciación de cualquier tipo de 
contienda sometida al conocimiento y arbitrio de la autoridad competente, genera 
beneficios ampliamente positivos para la sociedad y establece las condiciones 
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adecuadas para garantizar la estabilidad jurídica que requiere un país como el Ecuador 
en aras del desarrollo que persigue con su sistema.  
 
Adicionalmente, sostiene que la independencia judicial puede ser alcanzada 
únicamente en base al miramiento y respeto integral de tres premisas básicas, estas 
son, la necesidad propiamente dicha de independencia para el ejercicio claro de las 
competencias jurisdiccionales, la inamovilidad de las autoridades jurisdiccionales con 
el afán de generar un marco de estabilidad tanto en la situación laboral del funcionario 
como en la sustanciación de los procesos litigiosos y el esquema de selección de 
autoridades que persigue asegurar una independencia en la toma de decisiones 
realizadas por la autoridad respecto de un caso específico que llegue a su 
conocimiento. 
 
Entre los principios más notorios que sustentan la operatividad e influencia de 
este poder del Estado en la sociedad ecuatoriana, se encuentran el de la independencia 
respecto de otros poderes que ya ha sido referido con anterioridad, el de la autonomía 
administrativa, económica y financiera, en virtud del cual, esta función cuenta con la 
plena asistencia legal para implementar los procesos de independencia institucional y 
garantizar así mismo, la ejecución de proyectos, planes o iniciativas conducentes a la 
efectivización de la prestación de su principal competencia, esto es, la administración 
de justicia mediante el juzgamiento de causas y la ejecución de sus decisiones. 
 
Es preciso señalar que la conjunción de estos principios y aquellos que 
sustentan la estructura general de la Función Judicial en el Ecuador, tienen por objeto 
establecer las condiciones propicias para que la administración de justicia se constituya 
en un derecho y garantía susceptible de ser alcanzada por todos y cada uno de los 
ciudadanos ecuatorianos y extranjeros que se encuentran sometidos al imperio de la 
legislación nacional. 
 
 
1.3.4.  Función Electoral 
 
Uno de los mecanismos más importantes con el que cuenta la sociedad a nivel 
mundial para garantizar el efectivo desarrollo de sistemas democráticos, se 
circunscribe a la configuración y desarrollo de procesos electorales encaminados a 
determinar bajo parámetros de legalidad, la designación de autoridades con 
atribuciones y deberes relativos al manejo de un determinado Estado.  
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Partiendo de esta premisa, la naturaleza y esencia misma de esta nueva Función 
del Estado ecuatoriano y que se encuentra sustentada bajo la injerencia constitucional 
desde el año 2008 con la Constitución de Montecristi, se enmarca dentro de la 
capacidad del Estado para garantizar el transparente acceso e intervención de actores 
políticos a los procesos decisionales que se realizan por medio de elecciones.    
 
Así también, sus competencias facultan el control y la medición de legitimidad 
arrogada a los actores políticos que logran concretar la misma mediante el proselitismo 
respecto del desarrollo de un determinado proceso electoral, y traslada la referida 
legitimidad otorgada por el pueblo al ejercicio de funciones propias de las diferentes 
estructuras institucionales del sistema político.  
 
Es importante destacar que hoy en día el sistema jurídico que controla y regula 
las actividades estatales en todos sus ámbitos, establece una reestructuración muy 
profunda que definitivamente ha influido en la institucionalidad general de diversas 
entidades como el caso de la legislatura, el sistema judicial o el sistema electoral, al 
cual se hace referencia más adelante y que por la connotación pública que mantiene, es 
capaz de generar un impacto muy profundo e influyente en la vida política, económica 
y social del Estado ecuatoriano.  
 
En este sentido, se torna válido hacer referencia a las directrices 
constitucionales que han sido estipuladas para tal efecto por la Asamblea Nacional 
Constituyente que dio origen al régimen que impera hoy en día, en donde, se determina 
como primer punto que la institucionalidad electoral en el país se encuentra sustentada 
por la calidad supra institucional de Función del Estado, llegando a ser denominada 
como Función Electoral y equiparándola por lo tanto, con otros poderes del Estado 
como el Ejecutivo, Legislativo o el Judicial. 
 
La relevancia que acarrean las disposiciones constitucionales que versan sobre 
el tema tratado, genera una conmoción institucional que no necesariamente debe ser 
asumida como un factor negativo en la administración estatal, por el contrario, la 
correcta ejecución de las competencias atribuidas a esta función del Estado y que 
confluyen con las atribuciones constitucionales de otros poderes, implican beneficios 
notables para el bienestar social en cuanto se refiere a la capacidad que la comunidad 
tiene para organizarse. 
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En este sentido, el artículo 217 de la Constitución ecuatoriana señala que la 
Función Electoral tiene por objeto prestar las condiciones necesarias para que el 
ejercicio de los derechos políticos expresados mediante el sufragio así como los 
relativos a la organización política de la ciudadanía, se hallen plenamente garantizados, 
hecho que se hace extensible no solo al acatamiento integral de la normativa  legal, sino 
también a la eficacia en la ejecución de las diversas actividades organizativas que se 
relacionan con el desarrollo de un proceso electoral, esto es, contratación para la 
impresión de papeletas electorales, capacitación ciudadana, capacidad logística, 
vigilancia, conteo, entre otras de similares características.    
 
El cumplimiento adecuado de los factores que han sido mencionados 
anteriormente, ciertamente son asumidos por el estado ecuatoriano y par dicha 
obligación se determina a nivel constitucional que esta función del Estado se encuentra 
conformada por dos entes muy importantes en el ejercicio puro de la democracia, estos 
son el Consejo Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso Electoral, órganos que 
tendrán sus sedes respectivas en el Distrito Metropolitano de Quito pero con una 
jurisdicción de carácter nacional.  
 
Por otra parte, con la finalidad de dar cumplimiento integral a los objetivos que 
por ley le son arrogados a este poder estatal, el artículo 217 de la Constitución 
establece también, que la autonomía abarca los ámbitos administrativo, financiero y 
organizativo, y, el desarrollo de sus competencias estará regentado por la aplicación de 
diversos principios como la independencia, publicidad, transparencia, equidad, 
interculturalidad, celeridad, género, entre otros.  
 
En cuanto se refiere a la estructura orgánica de esta función, es válido recalcar 
que se encuentra integrada por el Consejo Nacional Electoral, el mismo que lo 
conforman cinco consejeras o consejeros principales y cinco suplentes que en el 
ejercicio de sus funciones durarán un periodo de seis años.  
 
De entre sus miembros son elegidos el Presidente y Vicepresidente del 
mencionado Consejo y sus funciones se circunscriben a un periodo de tres años, sin 
que la Constitución establezca o no la posibilidad de ser reelectos en el cargo, sin 
embargo, de la carencia de una disposición al respecto se colige que este es un derecho 
a ser ejercido por cualquiera de los miembros que se postulen a la dignidad.  
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Una vez que hayan sido determinadas las autoridades del Consejo, la Presidenta 
o Presidente se constituye en el representante de la Función Electoral y su operatividad 
general es sometida a los designios que se contemplen en la Ley respectiva, con cuya 
vigencia se busca regentar la organización, funcionamiento y jurisdicción de los 
diferentes organismos electorales descentralizados.  
 
Cabe señalar que la normativa constitucional establece como requisitos 
fundamentales para acceder a la designación de consejero, que el ciudadano se 
encuentre en el goce de sus derechos políticos y que tenga la ciudadanía ecuatoriana.  
 
Entre las funciones más relevantes que son cumplidas por el Consejo Nacional 
Electoral, pueden ser mencionadas las siguientes:  
 
- Organizar, dirigir, vigilar y garantizar, de manera transparente, los procesos 
electorales, convocar a elecciones, realizar los cómputos electorales, proclamar 
los resultados, y posesionar a los ganadores de las elecciones.  
 
- Designar los integrantes de los organismos electorales desconcentrados.  
 
- Controlar la propaganda y el gasto electoral, conocer y resolver sobre las 
cuentas que presenten las organizaciones políticas y los candidatos.  
 
- Garantizar la transparencia y legalidad de los procesos electorales internos de 
las organizaciones políticas y las demás que señale la ley, entre otras.  
 
- Presentar propuestas de iniciativa legislativa sobre el ámbito de competencia de 
la Función Electoral, con atención a lo sugerido por el Tribunal Contencioso 
Electoral. 
 
Para el cumplimiento de estas y las demás funciones que le son encomendadas 
bajo parámetros constitucionales y legales a la Función Electoral, es necesario que el 
Estado ecuatoriano y la sociedad en general adopten medidas tendientes a fomentar la 
cultura democrática de la población, sobre todo de aquellos ciudadanos que gozan del 
derecho al sufragio, ya que este, es considerado como el principal y más relevante 
instrumento para el ejercicio puro de las garantías emanadas de la referida democracia.    
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A tal efecto, la introducción de una nueva figura institucional tanto en el orden 
jurídico, como político y administrativo del país, implica una intervención profunda 
del Gobierno, con la finalidad de establecer mecanismos factibles en su aplicación y 
eficientes en los resultados que se logren conseguir en la adaptación de este nuevo 
esquema de manejo público y el desarrollo adecuado de las competencias arrogadas a 
esta función. 
 
 
1.3.5. Función de Transparencia y Control Social  
 
La adaptación de esta figura en el esquema constitucional ecuatoriano 
constituye una de las novedades más notorias a ser destacadas en el análisis de la 
administración pública del país, puesto que en virtud de la injerencia que la sustenta, 
se confiere a la sociedad un importante instrumento para participar de manera activa en 
el manejo del Estado, partiendo en este sentido, de la premisa básica que le otorga al 
pueblo la calidad de mandante y primer fiscalizador del poder público.  
 
Por lo tanto, se configura como un acierto de alta valía por parte de la Asamblea 
Constituyente del año 2008, haber establecido con rango de garantía constitucional el 
derecho a la participación de la ciudadanía, ya que por medio de la misma, se torna 
factible ejecutar un control que viabilice la transparencia en las diferentes actuaciones 
de funcionarios y entidades del Estado y establece las condiciones adecuadas para 
generar un desarrollo sostenido y equitativo de cada ecuatoriano.  
  
Respecto de lo manifestado en el párrafo que antecede, el artículo 204 de la 
Constitución señala que “…la Función de Transparencia y Control Social promoverá e 
impulsará el control de las entidades y organismos del sector público, y de las personas 
naturales o jurídicas del sector privado que presten servicios o desarrollen actividades 
de interés público, para que los realicen con responsabilidad, transparencia y equidad; 
fomentará e incentivará la participación ciudadana; protegerá el ejercicio y 
cumplimiento de los derechos; y prevendrá y combatirá la corrupción. La Función de 
Transparencia y Control Social estará formada por el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General del 
Estado y las superintendencias. Estas entidades tendrán personalidad jurídica y 
autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y organizativa”. 
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En cuanto se refiere a la organización administrativa de esta función del Estado, 
es válido señalar que los representantes que forman parte del sistema general, ejercerán 
sus funciones por un lapso de cinco años y tendrán fuero de Corte Nacional de Justicia, 
así mismo, serán susceptibles de enjuiciamiento político por parte de la Asamblea 
Nacional. 
 
Cabe señalar que en el caso de presentarse un enjuiciamiento de este tipo y de 
procederse a la respectiva destitución del o los funcionarios de que se  trate, se debe 
llevar a cabo la realización de un nuevo proceso de designación basado en los 
parámetros legales que para dicha circunstancia se establecen en el respectivo 
ordenamiento, con lo cual, se deja insubsistente la antigua práctica de que el Congreso 
o en su defecto, la actual Asamblea Nacional pueda designar estos cargos, es decir, 
efectuar los reemplazos que sean del caso, tal como lo estipula el artículo 205 de la 
Constitución del Estado. 
 
Entre los requisitos para ejercer este tipo de cargos, pueden mencionarse el de la 
ciudadanía ecuatoriana, el goce integral de los derechos políticos y el cumplimiento de 
un concurso público de oposición y méritos en los casos que proceda, con postulación, 
veeduría e impugnación por parte de la ciudadanía.  
 
La conjunción de competencias relativas a la Función de Transparencia y 
Control Social, determinan de manera inequívoca la necesidad de una organización 
supra institucional que configure la creación de una instancia de coordinación, con la 
finalidad de efectivizar el desarrollo de sus actividades y generar el mayor provecho 
posible para los intereses de la sociedad.  
 
En este sentido, se elegirá de entre todas las entidades u organismos que 
constituyen esta función del Estado ecuatoriano, un Presidente o Presidenta de la 
misma que durará en dichas funciones un año, con el objeto de regentar adecuadamente 
el cumplimiento de las siguientes funciones:  
 
- Formular políticas públicas de transparencia, control, rendición de cuentas, 
promoción de la participación ciudadana y prevención y lucha contra la 
corrupción. 
 
- Coordinar el plan de acción de las entidades de la Función, sin afectar su 
autonomía. 
25 
 
 
- Articular la formulación del plan nacional de lucha contra la corrupción.  
 
- Presentar a la Asamblea Nacional propuestas de reformas legales en el ámbito 
de sus competencias. 
 
- Informar anualmente a la Asamblea Nacional de las actividades relativas al 
cumplimiento de sus funciones, o cuando ésta lo requiera.  
 
Como ya fue manifestado anteriormente, la Función de Transparencia y Control 
Social debido a la importancia que genera en el espectro público del país, se encuentra 
estructurada en base a la intervención de diferentes organismos con la finalidad de 
asegurar un acceso general de la sociedad al ámbito de las atribuciones  propias de esta 
función y regentar a la vez, procesos más minuciosos de control y fiscalización, en 
base al aprovechamiento de las potencialidades y experiencia propia de cada uno de los 
dichos organismos.   
 
1.4. MEDIOS DE CONTROL 
 
En el concierto internacional de las relaciones comerciales, es y será necesario 
encontrar medios que les permitan confiar la administración del control, ya sea este 
jurídico o extra judicial, es por eso, que con la globalización, los avances tecnológicos 
y los cambiantes polos económicos, en el mundo existen una infinidad de medios 
alternativos de control que aúpan en sostener un clima armonioso en las relaciones 
internacionales. 
 
 
1.4.1. Evolución Histórica 
 
Los medios alternativos de solución de conflictos han sufrido un 
redescubrimiento en sus formas, ya que en diferentes instituciones estos han existido 
desde épocas antiguas, es el caso de la conciliación por ejemplo, se halla en las formas 
tribales, para avanzar históricamente afincándose en los consejos de familia, clanes o 
reunión de vecinos y han ido evolucionando según como los conceptos del Estado se 
han desarrollado y es allí donde parte el primer punto de reflexión, cuales son los 
límites del Estado en su accionar? y, quien debe administrar la justicia?, para esto  el 
profesor Luis Alarcón señala tres posiciones que deben observarse:  
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“La teoría del monopolio estatal judicial, sostiene que la administración de 
justicia es un servicio público que de manera exclusivo brinda el estado, por tanto, de 
forma irremediable los particulares deben someter a ella todas sus controversias.  
 
La teoría de la judicatura como actividad únicamente privada, considera que la 
justicia debe ser administrada por particulares y no por el estado, de modo que los 
particulares deben arreglar sus conflictos de acuerdo a su propia necesidad y criterio 
por ellos mismos, o acudiendo a la intervención de un tercero.  
 
La teoría de la alternativa jurídica-estatal y privada, estima que es posible la 
existencia paralela tanto de la administración de justicia por parte del estado, así como 
justicia privada a través de los medios alternativos de solución de conflictos”  (Alarcón, 
2010) 
 
Estas tres teorías, dos de ellas radicales y una intermedia, muestran la 
proyección jurídica que el Estado da a los medios de solución de conflictos y una de 
ellas propone como medio de solución de conflictos la negociación a la mediación y al 
arbitraje. 
 
Nuestro país ha constitucionalizado los medios de control alternativos de 
solución de conflictos, como la mediación, el arbitraje, la conciliación extra judicial 
como vía previa al proceso judicial y a la conciliación aun en un mismo proceso 
judicial: 
 
 
1.4.2. Definiciones 
 
La NEGOCIACIÓN, Según el diccionario de la lengua española, la palabra  
negociación proviene del latín negotiatio que significa acción y efecto de negociar. A 
juicio del autor Alarcón, “la negociación es un proceso de comunicación dinámico, en 
mérito del cual dos o más partes tratan de resolver sus diferencias e intereses en forma 
directa a fin de lograr con ello una solución que genere mutua satisfacción de 
intereses”, (2010, pág. 2) Estas diferencias deben ser resueltas por las partes 
aprovechando los distintos valores que cada una de ellas asigna a la toma de 
decisiones. 
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Existen ciertas características o tips institucionales y estructurales de las 
situaciones de negociación que facilitan el compromiso de las partes para acceder 
cuando en el proceso de la negociación se halle entrampado en un punto muerto y son 
los siguientes: 
 
- Secreto contra publicidad. 
 
- Negociaciones entrecruzadas. 
 
- Negociaciones continuas. 
 
- Agenda restringida 
 
- La posibilidad de compensación.  
 
La MEDIACIÓN para la Organización Mundial de Propiedad Intelectual, es 
ayudar a las partes a solucionar su controversia de manera mutuamente satisfactoria. 
Cualquier acuerdo al que lleguen las partes se formaliza en un contrato.  
 
Por otro lado el autor Pinkas Flint define a la mediación como una variante del 
proceso de negociación. Si bien aplica a esta las mismas reglas generales, difiere de la 
negociación en que entra en escena un tercero denominado mediador. El rol del 
mediador es el de un facilitador, quien recoge inquietudes, traduce estados de ánimo y 
ayuda a las partes a confrontar sus pedidos con la real idad. En su rol, el mediador 
calma los estados de ánimos exaltados, rebaja los pedidos exagerados, explica 
posiciones y recibe confidencias.  
 
Para el autor Gerard Couturier, sostiene que es un procedimiento de 
investigación completo, que conlleva a proponer recomendaciones precisas para 
solucionar un conflicto. 
 
Al igual que en la conciliación, al mediador lo escogen las partes o un tercero, 
atribución que debe confiársele a una persona con habilidades intrínsecas de resolución 
y de gran calidad moral, que permita ser un puente entre las partes para establecer 
acuerdos que complazcan a los impugnantes.  
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Por otra parte constituye un sistema intermedio de solución de conflictos entre 
la conciliación y arbitraje, una puja adicional que permitirá a las partes inmersas hallar 
en familia, y de manera directa, la solución que no ha sido posible aun materializarse, 
el mediador no impone nada ni limita la iniciativa de las partes para lograr por sí 
misma la solución de los conflictos.  
 
La CONCILIACIÓN implica  la colaboración  de un  tercero neutral a quien las 
partes ceden cierto control sobre el proceso pero sin delegar en él la solución del 
conflicto, solo en el papel de guía que les permita clarificar y delimitar los puntos 
controvertidos. 
 
Otra concepción la hace el autor Manuel Alonso García, al considerar a la 
conciliación como una forma de solución de conflictos, en virtud de la cual las partes 
contrastan sus argumentos ante un tercero, que no propone ni decide, pero intentará 
llegar a un acuerdo que elimine la posible contienda judicial. Este autor además 
sostiene que: “los conciliadores no interpretan el derecho ni las normas, sino que le 
corresponde ponderar y equilibrar los intereses contrapuestos de las partes, lo que hace 
que sus resultados no tengan el carácter decisivo de una sentencia”.  
 
Por tanto diremos que la conciliación es una forma de solución de una 
controversia que acelera su terminación definitiva a través de un acuerdo de las partes, 
asistidas por un tercero el conciliador, respecto de derechos que no tienen carácter de 
indisponibles y, al ser un acto que carece de toda formalidad lo convierte  en una 
herramienta flexible por la amplia libertad conservada al conciliador que tenga su 
propia metodología para lograr el éxito que se ha propuesto al iniciar su labor. 
 
El ARBITRAJE es un método de solución de controversias en virtud de la cual 
las partes acuerdan someter la solución de determinados conflictos que hayan surgido o 
puedan surgir entre ellas respecto  a una determinada relación jurídica a la decisión, de 
uno o varios terceros (arbitro), la forma de escoger al tercero también es de mutuo 
acuerdo de las partes. 
 
El arbitraje es un sistema de solución de conflictos en que la voluntad de las 
partes se somete a la voluntad de un tercero, siempre en el arbitraje existirá un pacto o 
convenio expreso entre los contratantes en el sentido de que someterán sus voluntades 
a la convicción y al pronunciamiento de un tercero, con el compromiso de cumplir con 
lo que él disponga 
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El diccionario jurídico de Cabanellas, define al arbitraje como “toda decisión 
dictada por un tercero, con autoridad para ello, en una cuestión o asunto que las partes 
han sometido su decisión y que tiene que cumplirse obligatoriamente”. 
 
Por otro lado, el arbitraje comparte con el sistema judicial la característica de 
ser adversarial y adjudicativo, el tercero (árbitro) no acompaña a las partes en buscar 
solución a los conflictos, si no que impone mediante un laudo una sentencia impositiva 
para las partes.(Alarcón, 2010) 
 
 
1.5. NEGOCIACIÓN INTERNACIONAL 
 
Con la globalización, las relaciones comerciales entre países adquirieron un 
nuevo marco conceptual de negociaciones, donde los productores, comercializadores y 
compradores se adhieren a los tratados que sus países suscriben para eliminar barreras 
al comercio, como único fin el de beneficiarse mutuamente de los mercados.  
 
Hay varios tipos de negociación, pero para el autor Arturo Cepeda las cinco 
siguientes son las más destacadas: 
 
- Negociación con confrontación. 
 
- Negociación subordinada. 
 
- Negociación mediante inacción. 
 
- Negociación colaborativa. 
 
- Negociación razonada. 
NEGOCIACIÓN CON CONFRONTACIÓN  
 
La negociación con confrontación es un enfrentamiento donde se quiere 
imponer una posición, en este tipo de negociación siempre habrá un ganador y un 
perdedor, todo lo que gana uno lo pierde otro.  En los últimos años la forma de negociar 
desde los mismos gobiernos ha sido en un ambiente hostil, donde impera la 
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confrontación permanente y para subsistir en ese medio se debe de aplicar las mismas 
técnicas. 
 
Esta confrontación inevitablemente genera enemigos, porque siempre existirá 
un ganador y un perdedor, el ganador obtiene lo que quiere, pero el perdedor buscará 
encontrar la oportunidad para tomar revancha, si el negociar bajo esta modalidad se lo 
hace indiscriminadamente, los enemigos comerciales serán tantos que será con el 
tiempo difícil sostener comercio en los mercados.  (D'Agostino, 2010) 
 
 
NEGOCIACIÓN SUBORDINADA 
 
Esta negociación consiste en supeditar nuestros intereses a los de la contraparte,  
replantea las metas a un nivel inferior de lo esperado inicialmente, con el propósito de 
evitar confrontaciones y con el tiempo retribuirse utilidades.  
 
 
NEGOCIACIÓN MEDIANTE INACCIÓN 
 
Esta negociación mediante inacción trata de no negociar. Llegados a un punto 
insalvable, se decide apartar de la negociación o aplazarlo.  
 
 
NEGOCIACIÓN COLABORATIVA 
 
Esta negociación tiene la característica de buscar llegar a un acuerdo entre  las 
partes que beneficien ambas, siendo como resultado ganador - ganador. 
NEGOCIACIÓN RAZONADA 
  
Se busca la solución de cuestiones de fondo más que la obtención de 
concesiones por la contraparte.(García V. , 2010) 
 
Entiéndase  por negociación internacional a la que intervienen partes de 
diferentes países, es decir que movilizan sus mercancías en mercados  exteriores. La 
negociación internacional de tipo comercial, se enfoca en empresas que proviene de 
países diferentes y  buscan acuerdos de comercialización de bienes y servicios en 
países distintos al del proveedor del bien o servicio. Entre estos acuerdos se pueden 
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nombrar: compraventa internacional, acuerdo con un intermediario o alianza 
estratégica. 
 
En la negociación internacional intervienen factores muy diferentes a los que se 
manejarían en una negociación local; en primer lugar las partes deben negociar sobre 
un marco legal distinto, en el mejor de los casos las partes optan por recurrir a entes 
internacionales; en segundo lugar las diferencias en el entorno económico son también 
muy significativas, por tanto es muy importante que las negociaciones se realicen de 
manera asimétrica, es decir, tomando en cuenta las diferencias entre las partes y por 
último las diferencias en el entorno comercial las cuales modifican la negociación 
internacional en tres áreas: la toma de contacto, la adaptación de las propuestas y el 
margen de negociación. (Universidad ICESI, 2011) 
 
La página web de Ecuador Actual, cita al diario Folha de Sao Paulo Brasil, al 
transcribir un análisis de la situación económica del Ecuador y describe que con un 
5.5% será la segunda economía más dinámica de Sud América entre 2011 y 2013, en la 
misma publicación menciona que Perú se situará en un promedio anual del (6,4%) 
durante el período analizado, de igual manera Chile estará en tercer lugar con el 
(5,4%), seguido de Colombia y Bolivia (ambos 5%), Argentina (4,9%), Uruguay 
(4,6%), Guayana (4,5%), Surinam (4,5%), México (3,9%), Paraguay (3,2%) y 
Venezuela (3,2%), siendo Brasil el que más bajo crecerá en un (2.4 %). En este mismo 
análisis hacen un comparativo con los países asiáticos como China, que ostenta un 
crecimiento del (8.5%), Indonesia (6,4%), India (6,4%), Turquía (5,2 %), Malasia 
(4,9%), Rusia (3,9%), Tailandia (3,4%), Suráfrica (3,1%), y Polonia (2,7%). Al ser 
Perú y Ecuador los dos países latinoamericanos con el mejor comportamiento 
económico, se prevé que la tasa llega a 25.4% del PIB. (Ecuador Actual, 2013)  
 
 
1.6. FORMAS DE NEGOCIACIÓN 
 
Las negociaciones han sido el elemento central en los procesos de conflicto, por 
lo tanto hay una variedad de técnicas que son aplicadas en distintas corrientes, pero sin 
duda la que más ha prevalecido es la técnica de ganar-ganar y alrededor de esta 
filosofía se van desarrollando un serie de problema de toda índole, emocionales, falta 
de información, egos encontrados, falta de pensamiento sistémico y otros no permiten 
que esta solución ideal sea la que predomine en las negociaciones. (Martín, 2009) 
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Para comprender esta técnica de ganar-ganar, es necesario conocer las otras 
técnicas que son usadas por las partes para llegar acuerdos amistosamente, como las 
ganar-perder, perder-ganar, perder-perder. 
 
Ganar - Perder: Cuando una de las partes persigue por todos los medios ganar -
ganar, está perjudicando a la otra parte, se puede ver en la competencia desleal, que 
permite el desprestigio del otro por ejemplo.  
 
También la encontramos en negociaciones en las cuales se trata de desmoralizar 
a la otra persona, quien se ve más como un contendor que como un negociador. 
También se pueden usar técnicas de manipulación para conseguir sus objetivos, lo que 
puede ser perjudicial para la relación de negocios. 
 
Perder – Perder: Aquí la parte afectiva hacen eco constante de la negociación, 
como la rabia y el ego, hacen a las partes competir por márgenes de pérdida que al 
final los dos terminan desprestigiados en concierto internacional.  
 
Perder – Ganar: Es un tipo de negociación donde una de las partes cede perder 
sus intereses para lograr en un futuro recuperarlos, está forma es aplicada en muy raras 
ocasiones pero sin duda se dan en los grandes intereses comerciales internacionales.  
 
Ganar – Ganar: Es solo en esta forma de negociación ganar-ganar en donde se 
consigue la mejor solución, las partes en este caso están comprometidos desde el 
principio en llegar a este tipo de solución, su intención es encontrar puntos afines que 
permitan sincronizar sus mutuas necesidades. (Barba, 2011) 
 
Según el autor Barba estas formas de negociación son solo una muestra de cómo 
en el concierto internacional se negocian  los acuerdos, a estas figuras se pueden añadir 
las amenazas o las simulaciones, como medio para ocultar sus propias estrategias o 
para descubrir las de la otra parte. (Barba, 2011) 
 
Con la presencia de los árbitros en esta negociación se busca obtener en el 
proceso de la negociación un criterio neutral-objetivo, que sea equitativo-ecuánime, y 
que represente a las partes idoneidad en el manejo del tema en controversia, sin que 
exista influencia de ningún sentido hacia las personas que se les confía el arbitraje.  
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Dentro del proceso arbitral existe una gran gama de  estratificaciones que van 
desde algo con unas reglas muy simples y una gran libertad de actuación y decisión, 
hasta algo muy normatizado y con escaso margen de actuación de las partes, cuando 
este último es el escogido por las partes, se somete a un tribunal muy parecido al 
judicial, con la única diferencia que el juez es escogitado por los litigiosos, ya que su 
laudo debe procurar las necesidades y/o deseos de las partes en lo máximo que resulte 
posible y con el mínimo sacrificio posible.(Martín, 2009) 
 
Cuando la controversia se ha trabado y es imposible para las partes lograr un 
acuerdo que satisfaga sus pretensiones,  acudir a los diferentes medios de solución de 
conflictos, bajo el amparo de las premisas que anteriormente se enunciaron, es el único 
medio posible para dicha solución en un ambiente pacífico para las partes , estos 
medios según el mismo autor Martín,  deben estar dispuestos en 4 premisas que les 
permitan saldar inquietudes económicas y jurídicas producto de las negociaciones y 
son las siguientes: 
 
- Diálogo. 
 
- Rol y Ecuanimidad. 
 
- Laudo Arbitral. 
  
- Ética. 
 
1.- Diálogo.- El diálogo, que debe ser cooperativo, debe zanjarse entre las partes y el 
árbitro debe poseer las características de efectivo y positivo, según el autor Miguel 
Ángel Marín lo informal y flexibilidad del razonamiento debe mostrar la bondad o los 
defectos de las respectivas posiciones, ya que a través de esas condiciones se puede 
alcanzar una decisión mutuamente satisfactoria para las partes.(2009) 
 
2.-  Rol y Ecuanimidad.- Ya habíamos manifestado la necesidad de otorgarle al árbitro 
total independencia de las partes, sea esta económica o emocional, debe valorarse la 
imparcialidad en todos los aspectos, observando siempre algunos factores que 
intervienen subjetivamente en el árbitro, como fijar los montos que percibirá por 
honorarios,  a esto existen algunas formas que existen en esta materia para logran un 
acuerdo, pero que no lo vamos analizar por no ser parte de esta investigación, pero si 
fijar como principio la proporcionalidad económica del contrato en conflicto.  
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3. Laudo Arbitral.- Al producto final del arbitraje se lo denomina como laudo arbitral, 
que es el documento que vuelca la decisión del asunto que le plantearan las partes.  
 
El laudo debe cumplir algunas pautas, como el que debe ser presentado en el plazo 
prescrito, debe ser preciso, cierto y final, debe resolver todas las cuestiones sometidas 
a decisión. No debe dar lugar a actuaciones posteriores del árbitro, a no ser que las 
partes así lo hayan acordado.  
 
4. Ética.- En la actuación del tercero o árbitro, se debe proteger ciertos principios 
éticos que aseguren la ecuanimidad del proceso en su accionar, cumpliendo ciertos 
códigos establecidos universalmente para la selección de los terceros y que son:  
 
“a. no tenga relación personal (amistosa o familiar), financiera, de negocios, con una 
de las partes. 
 
b. no posea ningún interés pecuniario en el resultado de la controversia.  
 
c. no sé de algún entendimiento privado u obligación con alguna de las partes, sobre el 
tema en cuestión. 
 
d. no demuestre o posea alguna preferencia y/o prejuicio en favor de lo argumentado o 
de alguna de las partes”. (Martín, 2009) 
 
Todas estas formas ameritan un examen minucioso de que se va a lograr con la 
negociación, cuales son los objetivos y cuáles van a ser los réditos económicos que se 
llegaría a percibir, con ese preámbulo la estrategia es inamovible respecto al proceso 
litigioso, donde las partes en un marco de voluntad flexible siempre estarán vigilantes 
a que sus intereses prevalezcan, así lo refirió el autor Gozaíni en su libro formas 
alternativas para la resolución de conflictos. (Gozaíni, 2005) 
 
 
 
 
1.7. POLÍTICAS E INSTRUMENTOS ECONÓMICOS EN LAS 
NEGOCIACIONES 
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Habíamos ya revisado que uno de los elementos sustanciales en los conflictos 
contractuales de arbitraje en los tratados de inversión, es la materia económica, siendo 
que desde los mismos conceptos de inversión, se puntualiza al capital como eje de los 
convenios, así lo refiere la autora Mónica Jiménez, al sostener que: “… la década de 
1990, tendían a definir la noción de inversión vinculado al concepto de la noción de 
capital o al establecimiento de una empresa local”, (Jiménez & saldarriaga, 2010), pero 
que según la misma autora en la actualidad, este concepto adoptado una definición más 
amplía, el mismo Tribunal del CIADI, que no tiene definido este vocablo como parte 
de la doctrina y jurisprudencia, sostuvo que, en el laudo del caso Salini c. Marruecos, 
conocido como el test Salini, disponer de cuatro caracteres que disponen de ciertas 
condiciones a la inversión y que son las siguientes:  
 
“1.- Una contribución en dinero y otros activos susceptibles de valoración económica;  
 
2.- Cierta duración; 
 
3.- Un elemento de riesgo, y; 
 
4.- Una contribución al desarrollo del Estado receptor de la inversión.”(Jiménez & 
saldarriaga, 2010, págs. 149-155) 
 
Estos elementos hacen notar la influyente posición que toma el capital sobre 
cualquier otro elemento, a pesar que el mismo CIADI, en el tribunal del caso Phoenix 
c. República Checa, modificó ciertos principios generales  del caso test Salini, 
específicamente el cuarto criterio, al manifestar que se tenía que adoptar un enfoque 
menos ambicioso, quedando en su redacción final como: “una contribución a la 
economía del Estado receptor”; pero a pesar de no tener bien definido todavía al 
vocablo inversión y no contradecir con los principios del Derecho Internacional, se 
encontraron con la disyuntiva de no inferir con la normativa interna del país receptor o 
de favorecer a las inversiones de mala fe, bajo ese análisis, el mismo Tribunal de 
Phoenix agrego dos criterios a los del test Salini, siendo: i) que la inversión se realice 
de conformidad con las normas del Estado  receptor, y; ii) que la inversión sea bona 
fide. (2010, pág. 153). 
 
Se puede advertir que la constante en los miembros del Tribunal CIADI, es 
definir a exactitud el término inversión y en sus análisis doctrinales y 
jurisprudenciales, se hace notar la importancia del capital objeto de la inversión, como 
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el más importante elemento de protección por no decir el único que se debe valorar al 
momento de ejecutar la cláusula arbitral.  
 
Por otro lado el Mercosur ha presentado un proyecto ambicioso para fomentar la 
productividad y el libre comercio en la región, donde parte de este proyecto es hacer 
que todos sus miembros amplíen sus coberturas en el arbitraje, con esto se estaría 
construyendo un nuevo mecanismo de solución de conflictos cuyo marco jurídico 
garantice a los capitales de inversión su estabilidad financiera, aunque el  esquema de 
arbitraje en sus conceptos ideológicos-teológicos del Mercosur es muy distinto al del 
CIADI, con esas diferencias los Estados miembros insisten en nombrar como sus 
representantes a los tribunales arbitrales ad-hoc del Mercosur a los mismos que los 
tiene acreditados en el CIADI, así lo explica el autor  Néstor Borjas(2012), aunque 
acotó, que han sido pocas las controversias surgidas en el seno del Mercosur.  
 
Pero en cuanto a los principios naturales del arbitraje como la buena fe en el 
cumplimiento de los tratados, que no implica únicamente  la honestidad de los actos de 
ejecución y su apego formal a la letra de los textos, sino la idoneidad de la actividad de 
las partes para dar cumplimiento a los fines y objetivos de las normas convencionales 
acordadas, ya que desarrolla una interpretación finalista o teológica de trascendental 
importancia para los Estados parte al exigirles que la actividad arbitral se enfoque al 
estricto cumplimiento de los fines comunes, hace que las inversiones extranjeras no se 
cubran de incertidumbres jurídicas, al contrario garanticen estabilidad y seguridad a 
sus capitales.(Borjas, 2012) 
 
Una de las nuevas políticas que avalan los principios de la Región Andina en 
materia arbitral son las inversiones con calidad social y ambiental, así lo  suscribieron 
en Chile más de cuarenta mandatarios de América Latina, el Caribe y la Unión Europa, 
al comprometerse en una alianza para el desarrollo sustentable de las naciones, donde 
la mandataria argentina Cristina Fernández  manifestó que es una nueva época para 
América Latina y el Caribe, la unidad es el camino para el desarrollo declaró en una 
entrevista para el diario el País. Pero para los mandatarios Europeos como el 
Presidente de la Comisión Europea Juan Manuel Borroso, hubo el pedido de frenar el 
proteccionismo y promover la liberalización, en el mismo sentido la primer ministro de 
Alemania Ángela Merkel pidió tener mercados abiertos en el sentido de libre comercio 
sin proteccionismo y pidió acelerar el libre comercio con Mercosur (Lantos, 2013) 
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Esta nueva visión de dar prioridad al desarrollo social, la salud, la educación y 
la promoción de crecimiento económico sostenido e incluyente, garantizando al mismo 
tiempo una sociedad inclusiva, justa y equitativa, serán el motor para el desarrollo 
sostenible, manifestaron los mandatarios en el documento firmado  en Santiago de 
Chile, pero claro, no se precisó cuáles serían las herramientas  que se aplicarían para 
alcanzar ese objetivo (2013, pág. 12), los efectos que en el futuro se podrían observar 
en los nuevos sectores de inversión, como la educación, salud, en el desarrollo social 
de los países receptores, sin duda alguna reformarán los principios del arbitraje, dado 
que en la actualidad los sectores que mayor inversión extrajera reciben son los de 
recursos naturales como la minería, petróleos, hidroeléctricas, producción de bienes y 
servicios entre otros. 
 
 
1.7.1. Políticas Económicas 
 
Para implementar una política económica, los países valoran muchos factores, 
pero para analizar el tema de esta materia como es el arbitraje, revisaremos los ejes que 
se estudian desde el sector inversionista hacia los estados receptores, para lo cual se 
dan una serie de investigaciones del mercado económico, político y hasta ideológico, 
antes de confiar sus capitales a estos países, una de ellas es que deben ser políticas 
firmes y claras,  sustentadas en pilares como una consolidación fiscal, reformas 
estructurales, reindustrialización entre otros elementos cruciales para la estabilidad de 
estos capitales. 
 
En esa línea todos los Estados denominados en vías de desarrollo, los que más 
requieren de estas transacciones, necesitan de inversión extranjera para dinamizar la 
economía local y esmeran esfuerzos gubernamentales, para lograr convertir sus 
mercados en atractivas plazas de comercio, para ello se legisla en pro de estas 
inversiones y se garantiza internacionalmente su estabilidad y seguridad de los 
capitales, el Ecuador  en ese contexto ha buscado la forma de mostrar a los 
inversionistas estabilidad jurídica, luego de que el Presidente de la República Rafael 
Correa denunció su permanencia en el CIADI,  por considerar que sus laudos eran 
injustos para los estados y a favor de los capitales norteamericanos  y, como 
alternativas para la resolución de diferencias inversionista -Estado Ecuador estaría 
previendo dos opciones.  
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Primero, algunos de los nuevos contratos firmados con empresas petroleras 
prevén la solución de conflictos en el Centro de Arbitrajes y Mediación de Santiago de 
Chile bajo las reglas de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional. Segundo, la creación de un sistema de intermediación sobre las 
inversiones extranjeras directas, promoviendo nuevos tribunales regionales para la 
solución de controversias.(ICTSD, 2009) 
 
Con esta acción política pero de trascendencia jurídica, al Ecuador se le ha 
ubicado como uno de los países que menos inversión extranjera ha recibido en el año 
2012, respecto a los países vecinos, las inversiones americanas en el primer semestre 
del año 2012 bajaron en un 22.07% en relación al año 2011 (Foros Perú, 2009), para 
concluir el año fiscal 2012, la inversión extranjera directa fue de $335,8 millones de 
dólares y, las nuevas inversiones apenas llegaron a $10,8 millones, montos realmente 
pequeños en relación a lo que ha ingresado en Colombia y Perú. (ICTSD, 2009) 
 
Por tanto, según datos oficiales del Banco Central, podemos entender, que las 
políticas públicas en materia económica no están incentivando este motor productivo 
de la IED, ya que en el año 2011 el Ecuador recibió $567 millones, $232 millones 
menos que en el período fiscal 2012, en contraste con Colombia que recibió $13.224 
millones y el Perú $7.659 millones, según analistas económicos la inseguridad jurídica, 
por las constantes reformas tributarias y laborales, la poca innovación tecnológica 
entre otras, son los factores que han alejado nuevos capitales para la inversión. Por ello  
los gobiernos de los más diversos signos ideológicos, se empeñan en aplicar políticas 
que atraigan tales inversiones facilitando los trámites para hacer negocios y con reglas 
claras y estables que generen confianza en los países. (El Hoy, 2013) 
 
 
1.7.2.  Relaciones Internacionales 
 
 Con la finalidad de garantizar una comprensión integral de la temática y 
problemática que se trata en esta investigación, se torna preciso también hacer 
referencia a los parámetros legales y el ámbito general sobre el cual se sustentan las 
relaciones internacionales tanto entre los diferentes Estado como entre estos y las 
Empresas transnacionales a nivel comercial.  
 
 De esta forma, es importante tener en cuenta que para determinar un adecuado 
marco de relaciones a nivel político, económico, cultural, en el comercio y otras 
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actividades que se llevan a cabo a nivel social alrededor del planeta, el Derecho y la 
Diplomacia en los diferentes países deben generar una perspectiva basada en los 
aspectos históricos que resultan imprescindibles para abordar lo que implica 
actualmente el Derecho Internacional y el nexo existente entre los diferentes actores 
que dan lugar a este, de tal modo que se atienda primigeniamente a su origen y la 
marcada evolución de la cual ha sido objeto a lo largo de la historia humana, con la 
finalidad de aprovechar integralmente el conocimiento que ha sido adquirido y 
comprender el estado en el cual hoy en día se encuentra e incluso la situación que a 
futuro pudiera presentarse.  
 
 En este sentido, el tratadista colombiano Edmundo Farías ha sostenido que la 
formación con el transcurrir del tiempo respecto de los distintos grupos humanos 
políticamente estructurados y organizados e independientes entre sí, ha dado paso a la 
posibilidad de que se configuren principios y directrices de carácter jurídico tendientes 
a establecer regulaciones para las relaciones generadas entre los referidos grupos y 
constituyendo en este caso un núcleo normativo de aplicación imperativa para todos 
quienes se someten al mismo. 
 
 La evolución de las relaciones intergrupales alrededor del mundo con el 
transcurrir del tiempo dio paso a la estructuración de los Estado tal como se los 
concibe en la actualidad, y esto a su vez, generó lo que en doctrina jurídica se conoce 
con el nombre de Derecho Internacional Clásico y los primeros intentos por regular las 
relaciones interestatales en los diferentes ámbitos a los que hubiere lugar.    
 
 A tal efecto, vale decir que el Derecho Internacional tiene su origen a partir de 
que los primeros grupos humanos con capacidad para auto -determinarse establecen 
relaciones estables basadas en el respeto por los intereses mutuos  y el apego a las 
condiciones en las que se dan las mencionadas relaciones.   
 
 Ya en el análisis de la estructura relativa al Derecho Internacional 
contemporáneo, cabe señalar que el mismo acarrea en su aplicación y desarrollo una 
impresionante complejidad marcada principalmente por sistemas económicos y 
políticos que crean o dan lugar a su vez a necesidades nuevas constantemente. 
 
 Dicha complejidad parte básicamente de la expensa lista de controversias y 
problemas que requieren ser resueltos con la mayor inmediatez posible, pues los 
efectos de cualquiera de los mencionados inconvenientes implica necesariamente una 
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afección directa a los intereses del Estado como tal, de la sociedad que este tutela y de 
cada individuo perteneciente a este.  
 
 
1.8. VOLUNTAD DE LAS PARTES Y EL EFECTO DE LAS 
DISPOSICIONES CONVENCIONALES 
 
La constante búsqueda de los países para lograr el progreso de sus pueblos bajo 
los diferentes modelos económicos, con ideologías y presupuestos diferentes, han 
coincidido en sus objetivos, que las Inversiones Extranjeras Directas IED, son un 
elemento de importancia vital para el desarrollo de sus economías, por tanto, el 
principio de la voluntad de las partes debe ser entendida como la facultad que tienen 
las partes de elegir el derecho que regulará sus relaciones  contractuales de carácter 
internacional y frente a este escenario se presentan dos tendencias, por un lado el 
inversionista con el capital dispuesto a invertirse y por otro, el Estado necesitado de 
ese capital para reactivar su economía,  esta analogía comercial, presenta 
oportunidades y beneficios a las partes, siendo solo su voluntad la que prevalecerá al 
momento de decidir,  de ser positiva la inversión en ese Estado, habrá que elegir la 
jurisdicción competente para el hipotético caso de encontrar controversias en la 
ejecución del convenio.(Pinedo, 2011) 
 
 
1.8.1. Concepto de Voluntad 
 
Existen varios tratadistas que han estudiado el fenómeno de la voluntad, 
estudiándolo desde sus orígenes hasta los efectos que causan sus acciones, 
jurídicamente este principio no se diferencia de la libertad natural que tiene todo ser 
humano, pero hasta donde o cuando se debe de aplicar la voluntad?, para eso 
encontramos algunas definiciones de lo que es la autonomía de la voluntad, 
encontrando que doctrinalmente es considerada como la filosofía jurídica, que no es 
otra cosa que toda obligación reposa esencialmente sobre la voluntad de las partes, 
según León Duguit, sostiene que: 
 
“la autonomía de la voluntad es un elemento de la libertad general, es la libertad 
jurídica y es, en suma, el poder del hombre de crear por un acto de voluntad una 
situación de derecho cuando este acto tiene un objeto lícito”. (Pinedo, 2011) 
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Por otro lado el autor Diez Picazo y Gullón, refiriéndose a la autonomía 
privada, señalan que ésta “es el poder de dictarse a uno mismo la ley o el precepto, el 
poder de gobernarse a uno mismo… puede igualmente conceptuarse como el poder de 
la persona para reglamentar y ordenar las relaciones jurídicas en las que se es o ha de 
ser parte. La autonomía privada es la libertad individual”(El principio de la autonomia 
de la voluntad y , 2011)  
 
Por tanto podemos decir que la voluntad es la acción que generan los actos y 
que tiene el poder de gobernarse individualmente, siempre en el marco del derecho, o, 
es el poder que crea relaciones jurídicas y se expresa a través de l acto jurídico, 
entendiéndose por acto jurídico al instrumento usado por la autonomía de la voluntad, 
cuya materialización se desarrolla en los contratos.  
 
Pero estos mismos autores advierten, que no debe confundirse a la autonomía de 
la voluntad con la libertad general, o que se la deba entender únicamente en el ámbito 
contractual, es decir, convertido en ley para los contratantes, ya que ambos se inter 
relacionan y bajo el análisis del liberalismo económico, se sostiene que las partes son 
las que ponen en riesgo sus recursos e inversiones, por tanto, son ellas quienes pueden 
pactar el límite de esta voluntad siempre que no se contraponga con la moral pública,  
pero siempre todo acto jurídico generará efectos ya que es desarrollado por el ser 
humano, en ese orden, la manifestación de la voluntad regulará los derechos mediante 
acuerdos de voluntades que adquieren fuerza de ley para las partes(Pinedo, 2011) 
 
Nuestro ordenamiento jurídico, en el libro IV del Código Civil, en el artículo 
1453 expresamente dispone que: “las obligaciones nacen, ya del concurso real de las 
voluntades de dos o más personas, como en los contratos o convenciones; ya de un 
hecho voluntario de la persona que se obliga…”(Asamblea Nacional, 2012), podemos 
decir que la voluntad es un elemento de vital importancia en las inversiones 
extranjeras, porque se convierten en el alma de la relación contractual.  
 
 
1.8.2. Efectos de las Decisiones 
 
Toda manifestación de voluntad expresada en un contrato, convenio, tratado u 
otro instrumento que intervengan dos o más partes, motivará efectos, que podrán ser 
positivos o negativos dependiendo de los resultados,  así hemos revisado que la 
decisión del gobierno de Ecuador  de denunciar su permanencia en el CIADI, pudo 
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haber afectado en la comunidad internacional de los inversionistas su intención de 
invertir en el país, por tanto, sea en actos naturales como en jurídicos la acción del ser 
humano generará efectos que los vamos a revisar en los siguientes enunciados.  
 
Al ser la controversia arbitral el tema de esta investigación, analizaremos los 
principales efectos que producen las inversiones extranjeras directas en el país  receptor 
y empezaremos manifestando:  
 
a) los montos de esa inversión, porque dependerá de si son altos estos capitales, 
podrían afectar el precio de la moneda nacional.  
 
b) El lavado de dineros que provienen de actividades ilícitas, a través de empresas o 
sociedades ficticias de otros países.   
 
c) La relación per-cápita, que por cada 1% de inversión en relación al PIB, el PIB per -
cápita aumenta en 1%.   
 
d) el uso de la innovación tecnológica hace que las empresas domésticas mejoren sus 
tecnologías.  
 
e) la balanza de pagos, se siente afectada al momento que las inversiones son sacadas a 
su país de origen generando un problema de carácter macroeconómico.  
 
f) la competitividad no depende únicamente de producir a bajos costos los bienes, sino 
toda una red de servicio como rapidez, mercadeo, entre otros. (Ruiz, 2011) 
 
Estos entre otros, son los efectos que generan en una economía local las 
inversiones extranjeras directas, pero en qué punto se genera la controversia que obliga 
a las partes acudir a un tribunal arbitral?, esta interrogante lo absuelve la periodista 
María Elena Montory, al considerar que los sectores de mayor inversión son los sitios 
de explotación de los recursos naturales y que alrededor de estos se generan una serie 
de conflictos propios de la territorialidad, como:  
 
El impacto ambiental, las zonas más afectadas son las de la población 
vulnerable. Por eso los investigadores coinciden en la necesidad de hacer que la 
política pública y privada confluyan en una gobernanza ambiental que permita el éxito 
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de los desarrollos territoriales rurales, favoreciendo la disminución de la desigualdad y 
propiciando la sustentabilidad ambiental.  
 
La no utilización de la mano de obra del sector, crean brechas que impiden 
construir una dinámica territorial positiva  
 
El no dialogar sobre los efectos de la inversión con la comunidad,  los acuerdos 
generalmente los suscribe el Estado, a pesar de que en la constitución se prevé la figura 
de la consulta, generalmente los pueblos locales no intervienen en los beneficios de 
estos acuerdos. (Montory, 2012) 
 
Un factor decisivo para que las inversiones foráneas sean sustentables para los 
territorios, dice la periodista Montory, es si estas se concretan bajo el modelo de 
enclave o de cluster. “El primero se refiere a dinámicas de extracción de recursos que 
limitan la integración de emprendedores locales, dominando los espacios 
institucionales. Los enclaves utilizan poca mano de obra local, por lo que el territorio y 
su gente casi no tienen cómo beneficiarse de los proyectos, sobrellevando costos 
ambientales, sociales y económicos. En cambio, al modelo de cluster implica la 
articulación amplia del proyecto con actores locales, tales como mano de obra, 
proveedores, instituciones gubernamentales, universidades y asociaciones, bajo lógicas 
de competencia y colaboración” (Montory, 2012, pág. 33).  
 
Esto provocaría mayor productividad de las empresas que se encuentran 
afincadas en la zona, incentivaría la innovación y el emprendimiento, los efectos 
económicos y sociales suelen ser positivos.  
 
 
1.9. DERECHO COMPARADO 
 
En nuestra región el tratamiento de las inversiones extranjeras, viene 
experimentando factores económicos, jurídicos, sociales y políticos de tal envergadura, 
que se han dinamizado las economías locales dentro del marco de la globalización, 
cuyos capitales exigen condiciones mínimas de estabilidad y seguridad jurídica de los 
países receptores, dado que, algunos países de la región se los ha calificado como 
Estados que carecen de sistemas aptos que proporcionen seguridad, entre ellos están 
Venezuela, Bolivia, Ecuador, ya que en su ordenamiento jurídico interno, han 
subordinado el poder judicial al poder administrativo y muchas veces hasta el mismo 
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poder legislativo sujeto al poder ejecutivo, esta percepción internacional de 
desconfianza ha disminuido las inversiones extranjeras directas, dada la habitual y 
patológica desviación en el cumplimiento de la ley dentro de estas naciones. 
(González, 2010) 
 
Por estas razones, los Estados buscan mostrarse atractivos a estas inversiones, 
garantizándoles un tratamiento conforme a un estándar mínimo internacional y evitar 
ser evaluados negativamente en el rango de riesgo país, en esa intención busca legislar 
acorde a los requerimientos internacionales exigidos para las inversiones extranjeras.  
 
En nuestro país, el Ecuador, se han realizado algunos esfuerzos por crear un 
ambiente jurídico de seguridad que garanticen las inversiones extranjeras, insertando 
en la Constitución de la República el artículo:  
 
“Art. 339.- El Estado promoverá las inversiones nacionales y extranjeras, 
establecerá regulaciones específicas de acuerdo a sus tipos… Las inversiones se 
orientarán con criterios de diversificación productiva, innovación tecnológica, y 
generación de equilibrios regionales y sectoriales. 
La inversión extranjera directa será complementaria a la nacional, estará sujeta 
a un estricto respeto del marco jurídico y de las regulaciones nacionales…”(Asamblea 
Constituyente, 2008) 
 
En concordancia con el artículo 416, numeral 12 de la misma carta magna, se 
dice que el Estado fomentará un nuevo sistema de comercio e inversión entre los 
Estados, que se sustente en la justicia, la solidaridad, la complementariedad, la 
creación de mecanismos de control internacional a las corporaciones multinacionales y 
el establecimiento de un sistema financiero internacional, justo, transparente y 
equitativo. Rechaza que controversias con empresas privadas extranjeras se convier tan 
en conflictos entre Estados, es decir, el Ecuador ha dispuesto en su marco 
constitucional promover y proteger al extranjero como a la inversión, pero a la vez 
protegiendo su soberanía con un respeto a los tratados y convenios internacionales.  
 
Pero el Ecuador con o sin influencia del exterior siempre ha tenido una 
normativa jurídica que proteja a las inversiones extranjeras, así tenemos que en el año 
de 1976 se promulgó la Ley de protección de representantes o agentes de empresas 
extranjeras, que regulaba las relaciones de las inversiones con el Estado, esta derogada, 
pero hace hincapié en el caso de existir cualquier disputa contractual serán los 
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tribunales y juzgados locales quienes resolverán. Tenemos también la Ley de 
regulación económica y control del gasto público 1983, derogada.  
 
La Ley del régimen monetario y del Banco del Estado, que normaba el ingreso 
de dichas inversiones pero que también esta derogada.  
 
La Ley de mercado de valores 1998, derogada. La Ley de extranjería de 1971, 
derogada. Podemos seguir enumerando las normas que se expidieron con el fin de 
garantizar a los inversionistas que sus capitales quedaran resguardados jurídicamente, 
tal como  la Ley de régimen tributario interno de 1989 o la Ley de promoción y 
garantía de inversiones 1997, ambas derogadas.  
 
La que está vigente es la Ley de Arbitraje y Mediación que se publicó el 14 de 
diciembre del 2006 y se realizó la última reforma el 9 de marzo del 2009, pero en su 
contenido es muy similar a la dispuesta en el Reglamento de arbitraje de la Comisión 
de las Naciones Unidas para el derecho mercantil internacional (CNUDMI), cuyo fin es 
la armonización y unificación del derecho mercantil, facilitando el comercio 
internacional, tomando en cuenta la existencia de diferentes ordenamientos jurídicos y 
niveles de desarrollo entre las partes contratantes de los distintos negocios comerciales 
que se celebran, para lo cual, el 21 de junio de 1985, la CNUDMI creó una ley modelo 
sobre arbitraje comercial internacional, cuyo texto consiste en regular todas las etapas 
del proceso arbitral, desde el acuerdo de arbitraje hasta el reconocimiento y la 
ejecución del laudo arbitral y refleja un consenso mundial sobre los principios y 
aspectos más importantes de la práctica del arbitraje internacional .(Donoso, 2011) 
 
En ese contexto vemos que la Ley de Arbitraje y Mediación en su Art. 42 , hace 
un reconocimiento expreso a la aplicación de reglamentos como el de la CNUDMI, así, 
el mismo artículo en su inciso segundo, establece lo siguiente:  
 
“Toda persona natural o jurídica, pública o privada, sin restricción alguna es 
libre de estipular directamente o mediante referencia a un reglamento de arbitraje todo 
lo concerniente al procedimiento arbitral, incluyendo la constitución, la tramitación, el 
idioma, la legislación aplicable, la jurisdicción y la sede del tribunal, la cual podrá 
estar en el Ecuador o en país extranjero”. (Asamblea Nacional, 2009) 
 
Al hacer el análisis comparativo correspondiente, lo primero que podemos 
encontrar entre el Reglamento de Arbitraje de la CNUDMI y la Ley de Arbitraje y 
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Mediación ecuatoriana es el hecho de que, como se ha mencionado anteriormente, el 
ámbito de aplicación del reglamento es en aquellos casos en que se ha pactado por 
escrito la voluntad de las partes de regirse a éste, mientras que la Ley de Arbitraje y 
Mediación es la que rige sobre el arbitraje, también convenido por las partes por 
escrito, que se lleve a cabo dentro del territorio ecuatoriano, sobre aquellos aspectos 
que no están al arbitrio de las partes. (Donoso, 2011) 
 
Un segundo elemento que podemos encontrar entre el Reglamento de Arbitraje 
de la CNUDMI y la Ley de Arbitraje y Mediación ecuatoriana es el hecho de que dicho 
Reglamento sugiere un modelo de cláusula compromisoria, lo que no sucede con la 
Ley. Dicho modelo de convenio arbitral sugiere que el texto contenga la declaración 
expresa de que los litigios que surjan a raíz del contrato relativo, su incumplimiento, 
resolución o nulidad, deberán ser resueltos en conformidad con el reglamento. Además, 
sugiere se establezca la autoridad nominadora, el número de árbitros, el lugar del 
arbitraje y el idioma.(2011) 
 
Un tercer punto es la notificación, la CNUDMI manifiesta que se entiende que 
ha habido dicha notificación, cuando la comunicación ha sido entregada ya sea en 
persona o en la residencia habitual del notificado, o en su lugar de trabajo o dirección 
postal y que los plazos empiezan a decurrir a partir del segundo día de la notificación, 
mientras que para el arbitraje ecuatoriano no hace referencia, pero en el régimen 
procesal civil se dispone de plazos y términos.(2011) 
 
Un cuarto punto es  la representación de las partes, puesto que para la CNUDMI 
basta la sola presentación de un escrito simple con la referida información, mientras 
que para el arbitraje nacional como requisito se requiere de la presentación de una 
procuración judicial o mandato en escritura pública, esta incongruencia puede generar 
un conflicto entre el Reglamento y la normativa interna.(2011) 
 
Un quinto punto es la Designación de árbitros, tanto el Reglamento de la 
CNUDMI como  la Ley de Arbitraje y Mediación sugieren que, si las partes no han 
definido el número de árbitros (uno o tres), se entiende que serán tres. Así, con 
respecto a la designación de árbitros, ambas normas establecen un procedimiento 
específico, que se aplica según el caso. Para el Reglamento, el nombramiento de 
árbitros en casos de arbitrajes independientes que pueden ser nacionales o 
internacionales, podrá ser realizado con la ayuda de una autoridad nominadora, 
mientras que la Ley de Arbitraje y Mediación se manifiesta que para el caso de que 
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exista dificultad por falta de acuerdo para la designación de árbitros, ésta pueda ser 
realizada por el director del centro de arbitraje más cercano al domicilio del actor. 
(2011) 
  
Un sexto y último punto hace referencia a los procedimientos, por un lado el 
reglamento hace notar en su artículo 14 que habrá una audiencia antes de las 
constitución del árbitro único o del presidente del tribunal y que esta deberá repetirse, 
si se trata de los demás árbitros quedará al criterio de estos si se repite o no, mientras 
que en la Ley no existe audiencia alguna antes de la constitución del tribunal, la 
primera audiencia que establece el artículo 22 es el de la sustanciación y la segunda de 
conocimiento o lectura del laudo. (Donoso, 2011) 
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CAPITULO II 
 
 
2. ASPECTOS JURÍDICOS DE LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES 
  
 
2.1. GENERALIDADES 
 
El arbitraje como institución tiene sus fuentes en la doctrina, luego en la ley y la  
jurisprudencia, generando una verdadera alternativa a la solución de los conflictos, 
pero esta estructura tiene sus orígenes desde los inicios bíblicos, al encontrar que la 
figura de un tercero neutral, actuaba como mediador en las disputas del grupo, tal  
como lo encontramos en la Ley del Talión, cuando observamos que la persona en 
conflicto renuncia a solucionar sus disputas con sus propias manos, así fue 
evolucionando este sistema alternativo de justicia, otorgando arreglos pacíficos y de 
rápido veredicto(García, 2008). 
 
Por otro lado, al analizar y estudiar al Derecho Romano que es el precursor de 
nuestra legislación y el de muchos otros países, vemos que en la Ley de las 12 Tablas y 
el Derecho Pretoriano se valoró la mediación de forma expresa, al disponer en esta 
normativa el contenido orgánico y jurídico del arbitraje, regulándose las funciones y 
responsabilidades de los árbitros, así como el carácter del laudo arbitral y sus 
características, al respecto el autor Fernando Vidal Ramírez, sostiene que:  
 
“el arbitraje es anterior a la organización formal de la administración de la 
justicia, y que en su origen no constituyó una alternativa si no que fue un medio de 
solución de controversias anterior a la autoridad estatal. Así pues exponiendo el 
régimen procesal de la época clásica hace referencia al arbitraje como una función 
juzgadora, un iudicium, ajena a un imperium magistratual y basada únicamente en el 
officium de particulares llamados a desempeñarse como árbitros  según un contrato, 
según el cual acordaban someter la cuestión controvertida a la decisión de un particular 
o un árbitro” (Vidal, 2003, pág. 10) 
 
Así lo expone el autor Vidal (Manual del derecho arbitral), que la mediación fue 
un medio de solución de controversias y no una alternativa de la administración de 
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justicia,  donde el tercero neutro era una persona de reconocida solvencia moral, eran 
nombrados por las partes  o escogidos de una lista que tenía el magistrado para cada 
litigio, es decir eran delegados de la autoridad estatal, investidos del iurisdictio, ya que 
los  autorizados para  dictar sentencias eran los jueces y los únicos dotados de 
imperium y ejercían la iurisdictio en representación del estado, eran los magistrados. 
Con el devenir de los tiempos y los estados se convertían en naciones, el rol de los 
árbitros fue quedando únicamente como conciliadores. 
 
Pero en la actualidad, los estados modernos han optado por incorporar al 
arbitraje dentro de su normativa jurídica, por los resultados que generan sus laudos y el 
corto tiempo empleado para zanjar las diferencias entre las partes,  es así que nuestra 
Constitución Política en su artículo 190 también ha previsto al arbitraje y mediación 
como un procedimiento para la solución de conflictos:  
 
“Art. 190.- Se reconoce el arbitraje, la mediación y otros procedimientos 
alternativos para la solución de conflictos. Estos procedimientos se aplicarán con 
sujeción a la ley, en materias en las que por su naturaleza se pueda transigir.  
 
En la contratación pública procederá el arbitraje en derecho, previo 
pronunciamiento favorable de la Procuraduría General del Estado, conforme a las 
condiciones establecidas en la ley”.(Asamblea, 2008, pág. 98)  
 
Por tanto el arbitraje y la mediación como medios alternativos de solución de 
conflictos establecidos por la Constitución y la ley, constituyen una forma de este 
servicio público, según lo sostiene el autor Giovani Criollo(2009), al manifestar que 
“el servicio público es una función del estado que responde a necesidades cuya 
atención se considera un imperativo en el funcionamiento de un Estado moderno.”, por 
tanto, la solución de la conflictividad social, es una necesidad fundamental de los 
integrantes de una sociedad que debe ser satisfecha con la finalidad de que la 
desintegración social no sea cada vez mayor.  
 
El buen vivir que ampara el estado ecuatoriano como política pública, se ha 
convertido en un imperativo social, siendo uno de los fines el buscar alternativas más 
económicas en tiempo, dinero y esfuerzo, que viabilicen de mejor manera la solución 
de las conflictos sin acudir a los tribunales de justicia, aplicando el principio de 
solidaridad, donde prevalezca el interés general sobre el particular.(Criollo) 
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2.2. CONCEPTO DE TRATADO INTERNACIONAL  
 
Los conceptos vertidos alrededor de los tratados internacionales tienen diversas 
tendencias, en ese contexto analizaremos algunas de varios autores y empezaremos 
señalando a la autora Trejo quien define como: 
 
“un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el 
Derecho Internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos 
conexos y cualquiera que sea su denominación particular”(Trejo, 2006, pág. 8) 
 
Este concepto resalta la primacía del Derecho Internacional sobre la misma 
carta magna, lo que implicaría un atentado a la violación de la soberanía de un estado, 
aunque nuestra Constitución claramente señala en su artículo 419, que la ratificación o 
denuncia de los tratados internacionales requerirá la aprobación previa de la Asamblea 
Nacional, es decir. 
 
Por otro lado el autor Julio Barberis en su libro Tratado Internacional, cita al 
jurista Hart quien define en los siguientes términos: 
 
“el derecho internacional es un derecho primitivo y consiste sólo en un conjunto 
de reglas primarias de obligación que no están estructuradas como sistema por ninguna 
regla de reconocimiento”(Barberis, 2010, pág. 11) 
 
Para este autor Barberis (2010), el derecho internacional es solo un compendio 
de normas que tienen que irse ajustando a las circunstancias de los tiempos, ya que 
debería entendérsele antes de la segunda guerra mundial y después de esta, los 
escenarios trastocaron los conceptos y provocaron el origen de un nuevo orden de 
tratados internacionales, por tanto el autor desconoce que dentro del derecho 
internacional haya fuentes del derecho.  
 
En otra conceptualización el jurista mexicano Vázquez, sostiene que los 
tratados deben ser únicamente escritos: 
 
“el tratado constituye un acuerdo de voluntades  entre sujetos de la comunidad 
internacional, con  el objeto de crear, modificar o extinguir  una relación jurídica entre 
ellos” (Vázquez, 1983, pág. 30) 
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Para el jurista Vázquez los tratados regulan el comportamiento  recíproco de los 
participantes en dicho convenio, siendo que la única forma de garantizar respeto a los 
puntos acordados en los tratados será cuando estos sean escritos y motivados.  
 
Al observar los diferentes conceptos que se vierten alrededor de este tema, 
vemos las tendencias que sostienen los juristas respecto a la necesidad de normar a los 
tratados internacionales, justamente por la diversidad ideológica y culturas diferentes 
de los estados, se ha contribuido a que existan muchos nombres para designar a los 
tratados,  esta precisión ha originado que se legisle en el contexto internacional una 
normativa indivisible, unitaria, donde todos los estados se  sometieran a sus 
disposiciones y así nace en Viena (Austria) el 23 de mayo de 1969 la Convención de 
Viena y entra en vigencia el 27 de enero de 1980, que en su artículo 2 define al tratado 
como:  
 
“Un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el 
derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos 
conexos y cualquiera que sea su denominación particular.”(Wikipedia, 2012) 
 
La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados respeta expresamente 
el uso de este instrumento que los Estados partes puedan suscribir, en primera instancia 
solo se reguló las relaciones entre Estados, pero el 21 de marzo de 1986  se regula las 
relaciones Estado – Organizaciones Internacionales, sentada la razón de que los 
tratados deben ser escritos, en la práctica casi no se dan los acuerdos verbales, pero si 
se llegasen a dar, la misma Convención dispone que no intervendrá afectando el valor 
jurídico de los mismos.  
 
 
2.3. FORMAS DE TRATADOS INTERNACIONALES  
 
Todo Tratado Internacional deberá sujetarse a las formalidades y solemnidades, 
dependiendo la importancia  de la materia, se exige solemnidad en la forma de 
prestación del consentimiento. Esta solemnidad se exige a través de la ratificación, 
término que ha ido evolucionando, ya que tradicionalmente era un acto del soberano 
que ratificaba lo suscrito por un mandatario o su representante, pero a partir del siglo 
XIX, la ratificación se configuró como un mecanismo de control del poder legislativo 
sobre el poder ejecutivo, de este modo se garantiza que los gobiernos no podrán 
52 
 
obligarse con otros Estados en determinadas materias previo la autorización del 
legislativo. (2012) 
 
Otra de las formas más simples es la agreements o notas reversales, que son 
acuerdos internacionales cuyo proceso de suscripción incluye solamente una etapa de 
negociación y la firma, materializándose comúnmente en varios instrumentos,  
  
Dependiendo de la materia y de las obligaciones creadas hay que diferenciar a 
los Tratados-Ley y Tratados-Contratos, los primeros establecen normas de aplicación 
general que jurídicamente se encuentran jerárquicamente por encima de las 
Constituciones de los Estados firmantes, los segundos, se refieren a un intercambio de 
prestaciones de las partes contratantes,  en esa línea los tratados pueden clasificarse en:  
 
- Tratados Comerciales. 
 
- Tratados Políticos. 
 
- Tratados Culturales. 
 
- Tratados Humanitarios. 
 
- Tratados sobre Derechos Humanos o de otra índole. 
 
- Tratados Comerciales. 
  
 
2.3.1. Tratados Comerciales 
 
El mundo está en una constante evolución, las necesidades de los países no son 
las mismas que hace 30 años, el mercado se ha convertido en un escenario altamente 
competitivo, donde las empresas ya no deben únicamente posicionarse como fuerza en 
el mercado nacional, sino que debe prepararse para enfrentar a bloques comerciales 
muy fuertes, donde la estrategia es agruparse geográficamente y proteger sus 
economías y productos, haciendo uso de los tratados comerciales y legislando como 
bloque para evitar conflictos internacionales.(Montesdeoca, 2009), así se ha ido 
formando una serie de organizaciones con el fin de precautelar los intereses 
económicos de las empresas y de los Estados.  
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Entre las organizaciones creadas para este fin podemos mencionar a el GATT, 
OMC, UE, TLC, ALCA, MERCOSUR, ALBA, APEC entre otras,  estas organizaciones 
día a día están firmando nuevos tratados o legislando a favor de sus economías.(2009) 
Los tratados comerciales pueden ser suscritos de dos formas, la primera entre –
Estados y la segunda entre Estado- Organizaciones Internacionales, este tipo de 
acuerdos han llevado a la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, 
a sistematizar los principios relativos  a la responsabilidad de los Estados, dado que, 
como principio internacional, la fraternidad entre los estados  debe imperar en todas las 
relaciones de los Estados(Brian, 2011, págs. 37-45),  
 
La duración de los Tratados depende de la materia y de su objetivo, 
diferenciándose entre Tratados de duración determinada y Tratados de duración 
indeterminada; Tratados abiertos y cerrados. Estos últimos no admiten nuevos 
miembros, por lo que su admisión implica la celebración de un nuevo tratado.  
 
En el Ecuador para fines del año 2008, se firmaron 2.676 Tratados Bilaterales 
de Inversión, de estos el 18% con países de América Latina y el Caribe, (Suárez, 2010) 
 
 
2.3.2. Tratados Políticos 
 
Los Tratados Políticos que hoy suscriben los Estados, están preservados por la 
Carta Internacional de los Derechos Humanos, específicamente por  el Protocolo 
Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del 16 de 
diciembre de 1966 y, el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte , del 15 de diciembre 
de 1989, porque debemos recordar que en el Derecho Internacional se marcó un hito 
después de la segunda guerra mundial, donde todos los preceptos  jurídicos se 
enmarcaron en relación a la Carta Internacional de los Derechos Humanos, siendo 
estos, reconocidos como Derechos de Primera Generación y se refieren a los  derechos 
que fueron consagrados en los ordenamientos jurídicos internos e internacionales, entre 
sus mandatos dispone que el Estado debe limitarse a garantizar el libre goce de estos 
derechos, organizando la fuerza pública y creando mecanismos judiciales que los 
protejan.(Naciones Unidas, 2007)  
Entre otros de los preceptos que rigen los derechos civiles y políticos, son los 
derechos que protegen las libertades individuales de la infracción injustificada de los 
54 
 
gobiernos y organizaciones privadas, siendo considerados por la ley como derechos de 
privilegio para todos los ciudadanos; en el mismo pacto se reflexiona la proclama de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos como: 
 
“ ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de 
que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, 
promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y 
libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su 
reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los 
Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su 
jurisdicción.”(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1948, págs. 5-6) 
 
Este mandato de privilegio para el ser humano, impone a todos los Estados 
miembros el someterse a una normativa jurídica común, legislar protegiendo a sus 
ciudadanos interna y externamente y, si para ello es necesario suscribir tratados pues se 
los tendrá que firmar, nuestro país como miembro suscriptor de las Naciones Unidas , 
está  sometido a estas disposiciones, en ese contexto a firmado tratados políticos como 
Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
destinado a abolir la pena de muerte, que fue aprobado  y proclamado por la Asamblea 
General en su resolución No. 44/128 del 15 de diciembre de 1989; El Protocolo 
facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de 
niños en los conflictos armados, que fue aprobado y proclamado por la Asamblea 
General en su Resolución No.  A/RES/54/263 del 25 de mayo de 2000, entró en vigor 
el 12 de febrero de 2002; El Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y 
otros tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes o Castigos, que entro en vigencia el 22 
de Junio del 2006; El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de la 
Personas con Discapacidad, entró en vigencia el 3 de mayo del 2008, (MERCOSUR, 
2010), entre otros. 
  
Pero también ha resuelto unilateralmente otorgar asilos políticos, aplicando en 
estricto apego al Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, como es el caso del 
fundador de WikiLeaks, JulianAssange, pero se dieron otros no tan famosos, ya que 
casi nunca el Ecuador negó un pedido de asilo, que fueron generalmente solicitados en 
las épocas de dictadura, 1963 y 1966 y de 1972 a 1976 (El Comercio, 2012). 
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2.3.3. Tratados Culturales 
 
El Ecuador con la Constitución de Montecristi, dio un cambio en la forma de 
conceptualizar la cultura, generó una identidad, fortaleció el patrimonio, incentivó  la 
cultura, así lo ha señalado en la Sección cuarta de Cultura y ciencia en los artículos 
siguientes: 
 
“Art. 21.- Las personas tienen derecho a construir y mantener su propia 
identidad cultural, a decidir sobre su pertenencia a una o varias comunidades culturales 
y a expresar dichas elecciones; a la libertad estética; a conocer la memoria histórica de 
sus culturas y a acceder a su patrimonio cultural; a difundir sus propias expresiones 
culturales y tener acceso a expresiones culturales diversas.  
 
No se podrá invocar la cultura cuando se atente contra los derechos reconocidos 
en la Constitución.  
 
Art. 377.- El sistema nacional de cultura tiene como finalidad fortalecer la 
identidad nacional; proteger y promover la diversidad de las expresiones culturales; 
incentivar la libre creación artística y la producción, difusión, distribución y disfrute 
de bienes y servicios culturales; y salvaguardar la memoria social y el patrimonio 
cultural. Se garantiza el ejercicio pleno de los derechos culturales.”(Asamblea, 2008, 
págs. 22-167) 
 
Sin duda alguna la Constitución de Montecristi, en armonía con la misma Carta 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, estableció en su articulado las 
disposiciones de protección a la cultura, mismas que ya las protegió Naciones Unidas 
en su Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tal como lo 
describe en su  artículo 3, “Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos 
económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto”, (Ejecutivo, 1964), 
por tanto el Estado Ecuatoriano carga con la responsabilidad de proteger jurídicamente 
estos derechos y para ello la administración de justicia interna ha normado su 
protección, como se puede apreciar en jurisprudencia Constitucional, al revisar la 
Resolución del Tribunal Constitucional, en su acápite quinto: 
 
“…conservar el patrimonio natural y cultural de la nación y respetar los 
derechos de los demás"- "El Estado garantiza a todos los individuos, hombres o 
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mujeres que se hallen sujetos a su jurisdicción, el libre y eficaz ejercicio y el goce de 
los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales enunciados en las 
declaraciones, pactos, convenios y más instrumentos internacionales vigentes. "Los 
derechos y garantías consagrados en esta Constitución son plenamente aplicables e 
invocablesante cualquier Juez, Tribunal o Autoridad Pública".(Tribunal Constitucional, 
1999) 
 
Por tanto, todo tratado cultural que el Ecuador se halle suscrito, deberá estar 
amparado en la normativa Constitucional e internacional, protegiendo estos derechos.  
 
 
2.3.4. Tratados Humanitarios 
 
Este tipo de tratados nace básicamente por las acciones bélicas de los Estados, 
estas guerras propiciaban tratos inhumanos a los prisioneros, violaciones constantes a 
sus derechos, siendo el derecho consuetudinario quien regulaba los procederes de las 
milicias, en el año de 1949 se celebran los Convenios de Ginebra, dejando por escrito 
las normas que se deben aplicar en caso de conflictos armados.(Comité Internacional 
Geneve, 2010). 
 
La historia de la humanidad ha sido una constante lucha hegemónica de  
poderes, las guerras han servido únicamente para demostrar la fuerza bélica de las 
naciones y posicionar su presencia en el concierto internacional, pero a un costo 
terriblemente inhumano, millones de seres humanos ultrajados, mutilados, violados  
otros desplazados de sus territorios y millones de muertos sin una razón que justifique 
esta crueldad, por tanto era imperante una legislación que regule estos hechos, una 
normativa que someta a todos los Estados acatar normas de respeto a la vida humana , 
pero aún no se han detenido y a pesar de existir estos tratados aún falta mucho para 
lograr este objetivo. 
 
La mediación en este campo ha sido preponderante, en el país vecino de 
Colombia, se ha visto una lucha armada de décadas enfrentadas entre la guerrilla de las 
FARC y el Estado Colombiano, sin encontrar una solución que extinga este conflicto, 
el Presidente Venezolano Hugo Chávez ha manifestado su intención de participar como 
mediador en esta lucha, sin producir resultados favorables, pero si con trascendencia 
efectiva en la negociación con las FARC para liberar secuestrados, (El comercio, 
2013); 
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Así también encontramos la intervención del Estado de Egipto actuando como 
mediador en el enfrentamiento que mantiene Israel con Palestina, logrando que las 
partes declaren el alto al fuego luego de 8 días de enfrentamiento, (El Comercio, 
2012). 
 
 
2.3.5. Tratados de Derechos Humanos 
 
Estos Tratados han sido los más estudiados y reflexionados, por  lo que la 
mayoría de países del mundo han incorporado a sus Constituciones preceptos de 
control y de sanción sobre los Derechos Humanos, siendo estos inherente a todos los 
seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen 
nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. (Naciones 
Unidas, 2008) 
 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos es considerada como la  
piedra angular en la historia de los derechos humanos,  esta Declaración fue 
proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución No. 217 
A (III) el 10 de diciembre de 1948 en París, como ideal común por el que todos los 
pueblos y naciones deben esforzarse en cumplirla, establece, por primera vez, unos 
derechos humanos fundamentales que deben protegerse, ha sido traducida a 360 
idiomas (2008). 
 
Todos los tratados internacionales son importantes, pero en especial los  5 que se 
han referido en esta investigación, han tomado una relevancia vital en las relaciones de 
los Estados y por tal motivo, están expuestos a controversias bilaterales o 
multilaterales, por eso la necesidad de incorporar a estos pactos la institución del 
arbitraje, que de manera pacífica solucionen sus  desacuerdos.  
 
 
2.4. RÉGIMEN NACIONAL SOBRE TRATADOS INTERNACIONALES  
 
Cuando se celebran Tratados, Contratos, Acuerdos o Pactos internacionales, se 
los hace bajo el imperio de la legislación internacional, Siempre considerando dos 
principios fundamentales: pacta suntservanda y primacía del derecho internacional 
frente al derecho interno, nuestra legislación a dispuesto como norma suprema a la 
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Constitución Política de la República y por eso antes de firmar un tratado, la Asamblea 
Nacional debe aprobarla o improbarla, así lo ha dispuesto en los artículos 147 y 419,  
buscando evitar conflicto interpretativo en la supremacía de la Ley,  (Loayza, 2012). 
 
La Convención de Viena suscrita en el año de 1969, ha llegado a precisar, 
incluso, la imposibilidad de invocar el derecho interno como excusa para no aplicar un 
tratado, excepto cuando esa violación es manifiesta y se refiere a normas 
fundamentales, entre las que deberían de incluirse, en primer lugar, las de orden 
constitucional, para el autor René Esquinca en su artículo de las fuentes del Derecho, 
sostiene que: 
 
“aceptar la validez de esos tratados, (inconstitucionales)sería, en cierto modo, 
premiar la mala fe de la otra parte, que no dejaría de darse cuenta de que la conclusión 
del acuerdo se realiza en una forma irregular, pero incluso un tratado concluido 
regularmente puede llegar al punto en que una parte tenga la posibilidad jurídica de 
considerarlo no obligatorio.”(Esquinca, 2005), lo que está en paréntesis y negrilla es 
mío. 
 
Para el autor Esquinca, la primacía de los Tratados sobre el ordenamiento 
interno es un compromiso para las partes, cuando manifiesta  que el derecho interno no 
podrá ser excusa para no observar las obligaciones contraídas con la otra parte.  
 
En el mismo contexto, la jurista mexicana Elma Trejo, en su libro los tratados 
internacionales como fuente del derecho interno (2006) sostiene que los tratados 
internacionales, la costumbre internacional y los principios generales de derecho son 
fuentes autónomas y que las decisiones judiciales, la doctrina son medios auxiliares 
que asisten a las fuentes  autónomas para su mejor aplicación. 
 
Por tanto, es necesaria la observancia de las fuentes del derecho al momento de 
suscribir un tratado, siendo riguroso en la aplicación de las disposiciones 
constitucionales, ya que incumplirlas provocaría reclamos, que vía Arbitraje y 
Mediación podrían menoscabar la confianza  internacional del Estado contraventor, con 
todos los efectos políticos-económicos que dicha acción proyectaría. (Trejo, págs. 12-
16) 
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2.4.1. Incorporación del Derecho Internacional Común o General 
 
No existe ninguna referencia en el texto constitucional al Derecho Internacional 
Común o General, expresión que se debe comprender en dos partes, la primera, el 
Derecho Internacional Consuetudinario y, la segunda, los principios generales de 
Derecho, tomada esta clasificación de las normas fundamentales del orden jurídico 
internacional, tales como el principio del libre consentimiento, de acuerdo con el cual 
ningún Estado se encuentra obligado a celebrar un tratado, si lo hace , es por su 
soberana voluntad (Pfeffer, 2013) 
 
En la Asamblea Constituyente de Montecristi en el año 2008, por varios meses 
se debatió de manera muy impetuosa la consagración del nuevo marco  constitucional, 
siendo los temas de la Función Judicial y de la administración de justicia las que más 
reformas promovió,  dentro de la cual se hace referencia a los medios alternativos de 
solución de conflictos, entre ellos el arbitraje.  
 
Adicionalmente, se realizaron reformas al marco de las relaciones 
internacionales, como el crear nuevas normas para la suscripción y ratificación de 
tratados internacionales, particularmente aquellos que contemplen instancias arbitrales 
internacionales para la solución de diferencias entre el Estado y los particulares, siendo 
así que el Art. 190 se ha convertido en la norma más importante de la nueva 
Constitución en lo que respecta del Arbitraje, a pesar que en el artículo 191 de la 
Constitución Política de 1998 ya disponía algo similar, por tanto no fue novedad en 
Montecristi la incorporación de este artículo. (Andrade, 2009). 
 
Por otro, debemos señalar que el método utilizado por la legislación ecuatoriana 
para delimitar la transigibilidad de disputas, es el de la exclusión, siendo el Código 
Civil quién determina qué materia no puede ser objeto de transacción, (2009, pág. 5) 
 
 
2.4.2. Incorporación del Derecho Internacional Convencional 
  
Nuestra normativa constitucional no obedece al sistema de transformación de 
los tratados en leyes internas para su vigencia, sino que se aplica un régimen de 
incorporación, esto es, que la Asamblea Nacional aprueba los tratados siguiendo los 
trámites de una ley, pero ni este acto ni ningún otro relacionado con la puesta en 
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vigencia del tratado, tiene el carácter de ley. Dicha vigencia se realiza mediante un 
decreto promulgatorio que se publica en el Registro Oficial. 
 
La Constitución distingue claramente a los tratados, siendo así que el artículo 
147 alude a los convenios internacionales y el artículo 419 cita 8 numerales que la 
Asamblea Nacional debe observar y analizar para aprobarlos, si la materia del tratado 
no está contemplada en dichos numerales se notificará únicamente para su 
conocimiento y se publicará en el Registro Oficial para su vigencia. 
 
La Constitución en el Art. 425, redacta con precisión el orden jerárquico de 
aplicación de las normas, cita a la Constitución misma como soberana sobre las demás, 
luego en segundo orden están los tratados y convenios internacionales, imponiendo la 
supremacía constitucional sobre los tratados internacionales, pero, previo a su vigencia 
deben estos, ser aprobados y ratificados por la Asamblea Nacional.  
 
Por tanto el procedimiento interno de la aprobación de los tratados es 
plenamente coincidente con la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, 
cuando ésta preceptúa que no se puede invocar el Derecho Interno como justificación 
del incumplimiento de un tratado.  
 
 
2.5. CONSTITUCIONALIDAD 
 
La Constitución de la República del Ecuador, ha sido muy específica al 
manifestar expresamente la supremacía constitucional sobre las demás normas, incluso 
sobre los mismos tratados y convenios internacionales y para prever entrar en pugna 
con los preceptos del Derecho Internacional, especialmente con los dos principios el 
pacta suntservanda y la primacía del derecho internacional frente al derecho interno, 
ha dispuesto un procedimiento legislativo de aprobación, pr ior  a su publicación en el 
Registro Oficial, por tanto, la  disposición de estructurar como norma suprema a la 
Constitución de la República no ha generado objeciones con la normativa 
internacional.  
 
Al investigar el tema nos hemos percatado que no se han esgrimido 
discrepancias respecto a que algún tratado haya generado inconstitucionalidad en el 
pacto y para solventar esta aseveración revisaremos un dictamen  de la Corte 
Constitucional que se pronunció en estos términos:  
61 
 
 
“Naturaleza jurídica, alcances y efectos del control constitucional de los 
tratados internacionales…la Constitución de la República. En aquel sentido la propia 
Carta Fundamental consagra en su artículo 417 que: "Los tratados internacionales 
ratificados por el Ecuador se sujetarán a lo establecido en la Constitución (...)", 
correspondiéndole suscribir o ratificar aquellos tratados u otros instrumentos 
internacionales al presidente de la república. En aquel sentido, el apego al texto 
constitucional de estos instrumentos internacionales y de la normativa en ellos 
contenida debe ser evidente y cualquier vulneración de esta normativa con el texto 
constitucional comportará una causal para demandar la inconstitucionalidad de dicho 
instrumento o, a su vez, no permitirá que el mismo pueda ser ratificado por parte del 
presidente de la república. 
 
Está plenamente justificado el control constitucional dentro de la vida jurídica 
de cada uno de los Estados; aquel control se hace extensivo también al ámbito del 
Derecho Internacional, y en la especie a los tratados, acuerdos y convenios 
internacionales, ya que si bien aquel mecanismo de control se ha producido para 
limitar el poder de los órganos tradicionales que lo detentan (ejecutivo, legislativo y 
judicial), las temáticas abordadas dentro de un instrumento internacional tienden a 
contener derechos que les asisten a los particulares de un Estado suscriptor. En nuestro 
medio la principal fuente de legitimidad en la suscripción de un tratado o convenio 
internacional está dada por el respeto a las normas constitucionales.  
 
El tratado, convenio o acuerdo, como en el caso concreto, para alcanzar su 
validez completa tiene que ser celebrado y ratificado solemnemente, para lo cual 
requiere un proceso previo, y este es el control formal de la constitucionalidad previa, 
considerando que: "Un punto esencialmente delicado es el de la constitucionalidad de 
los tratados y más instrumentos internacionales. En primer término su negociación, 
suscripción, ratificación y entrada en vigencia, tiene que seguir las normas 
constitucionales, pues de otro modo serían formalmente inconstitucionales”. (Corte 
Constitucional, 2011) 
  Con este dictamen, se ratifica que efectivamente la normativa constitucional en 
ningún momento se contrapone con la normativa del derecho internacional, no existen 
los elementos que pudiesen presentar pugna entre estas dos regulaciones, ya que la 
Corte ha sido muy objetiva al reconocer que para la aprobación y ratificación de un 
tratado se deberá solicitar a esta jurisdicción un análisis material de los contenidos del 
convenio, esta sindéresis propone ubicar a la Constitución como norma exclusiva de 
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protección soberana de los derechos, con la finalidad de evitar que tribunales 
supranacionales resuelvan disputas que, aparentemente deberían ser resueltas por el 
mismo Estado, pero sin embargo, si una disputa es sometida a arbitraje internacional en 
virtud de un contrato, de una ley o de un  tratado, el estado estaría cediendo o 
trasladando su jurisdicción privativa para resolverla.  (Andrade, 2009) 
 
El mismo autor Cadena (Reflexiones sobre el arbitraje en la nueva Constitución 
ecuatoriana, págs. 8-10), refiere que el arbitraje en la mayoría de sistemas jurídicos 
tiene tanto un sustento legal como un contractual, observando además que en el 
Ecuador las normas secundarias reconocen al arbitraje como una jurisdicción 
convencional para la solución de conflictos; pero esta disposición prohíbe al Estado 
Ecuatoriano suscribir tratados internacionales en los que se  ceda jurisdicción soberana 
a instancias de arbitraje internacional, para ello transcribimos el informe de mayoría de 
la Mesa No. 9 de la Asamblea Constituyente de Montecristi 2008 y que el autor Cadena 
lo reproduce en su artículo:  
 
“El Artículo... recoge una aspiración de gran respaldo nacional, consecuencia de 
los abusos que han deteriorado la soberanía jurídica del Ecuador. En forma expresa, 
dicha norma prescribe que no se podrá celebrar convenios o tratados internacionales 
que obliguen al Estado ecuatoriano a ceder jurisdicción a instancias de arbitraje 
internacional en materia contractual o comercial.  
 
Históricamente, en el Ecuador se han suscrito tratados que se han considerado 
como lesivos para los intereses del país, por cuanto trasladan la jurisdicción y 
competencia en casos de controversias originadas por relaciones contractuales o 
comerciales suscritas con empresas transnacionales, a instancias supranacionales de 
arbitraje, en las que, al parecer, los Estados son puestos al mismo nivel que una 
compañía comercial.” (Andrade, 2009, pág. 8) 
 
La Constitución de la República prohíbe ceder jurisdicción soberana a 
instancias de arbitraje internacional, pero no se ha establecido en el texto 
constitucional una definición de jurisdicción soberana, sin embargo, según los 
principios procesales ecuatorianos, la jurisdicción es el poder de administrar justicia, 
que consiste en la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia 
determinada, potestad que corresponde a los magistrados y jueces instituidos por las 
Leyes, por lo tanto, la participación del Estado debería ser entendida siempre como 
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soberana, libre de toda influencia externa, en ese marco la inclusión de este término 
“soberano” estaría redundado.(2009) 
 
 
2.6. PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
 
El principio de legalidad aplicado a las controversias sujetas al arbitraje, es la 
expresión jurídica de los elementos que asisten en la voluntad de las partes, siendo que 
los intervinientes se someten a ser escuchados, inquiridos y  concertados en la 
búsqueda pacífica de una solución que satisfaga sus pretensiones,  esta búsqueda, cubre 
de legalidad al acto mismo del arbitraje, ya que ninguna de las partes puede 
comparecer sin antes haber suscrito un contrato de mediación. (Corredor, 2005) 
 
Es por eso que en todo proceso arbitral, la voluntad de las partes adquiere una 
connotación y unas características muy bien definidas y casi hasta ilimitadas en 
relación a la regulación de las materias sometidas al arbitraje, entendiéndose por  
autonomía de la voluntad de las partes, a la plena facultad o potestad que tienen las 
personas para regular y resolver sus derechos, intereses y obligaciones, mediante el 
ejercicio de su libertad de pensamiento, actuación y de su libre albedrío realizado a 
través de acuerdos, contratos, convenciones y procesos, siempre que se trate de 
derechos e intereses disponibles y que esa autonomía no sea contraria a la ley, al orden 
público, a la moral ni a las buenas costumbres, por tanto este principio autonómico es 
consustancial al proceso arbitral, ya que el árbitro o los árbitros que integren el 
Tribunal Arbitral, además de ser rigurosamente designados o nombrados por las partes 
con absoluta libertad en cuanto a su escogencia y selección, éstos van a actuar en dicho 
proceso, mediante la expresa, plena y definitiva delegación que de su voluntad le 
otorgan las partes, para resolver de manera expeditiva e inapelable, cualquier disputa o 
controversia sobre sus intereses y derechos en conflicto. (Arbitraje y Mediación, 2005). 
 
Otro elemento que se debe valorar en el principio de la legalidad, es que los 
árbitros como jueces particulares designados, no tienen más facultades ni atribuciones, 
que las que las partes le hayan fijado y señalado en relación al derecho aplicable y a las 
normas procedimentales ya prefijadas para regir el proceso arbitral; Un laudo Arbitral 
está investido de legalidad cuando ha sido resuelto conforme a derecho, su 
concordancia plena con las leyes positivas que la partes fijaron para resolver o dirimir 
el fondo del problema debatido, terminamos diciendo que los actores del proceso 
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arbitral árbitros y partes, en su accionar conjunto con una autoridad horizontal y no 
vertical llena a esta institución de legalidad y legitimidad.(Corredor, 2005) 
 
Por tanto está plenamente justificado el control constitucional dentro de la vida 
jurídica de cada uno de los Estados y aquel control se hace extensivo también al ámbito 
del Derecho Internacional y en la especie, a los Tratados y Convenios Internacionales, 
ya que si bien aquel mecanismo de control se ha producido para limitar el poder de los 
órganos tradicionales que lo detentan ejecutivo, legislativo y judicial, las temáticas 
abordadas dentro de un instrumento internacional tienden a contener derechos que les 
asisten a los particulares de un Estado suscriptor. En nuestro medio, la principal fuente 
de legitimidad a la hora de la suscripción de un tratado o convenio internacional debe 
estar regida por las normas constitucionales.  (Ejecutivo, 2010)  
 
 
 
2.7. RETROACTIVIDAD 
 
La retroactividad de la Ley como uno de los principios más elementales que 
rigen la aplicación de la ley es su irretroactividad, que significa que esta no debe tener 
efectos hacia atrás en el tiempo; sus efectos solo operan después de la fecha de su 
promulgación. 
 
El autor Silva (2008), en su artículo cita a Pedro Lombardo, estudioso del 
Derecho Canónico, quién manifiesta que la naturaleza jurídica del principio de 
irretroactividad de la ley, para que sea retroactiva, debía tener unas razones muy 
especiales que ameritaran tal efecto extraordinario; para estos estudiosos del derecho 
canónico, la irretroactividad era considerada como derecho divino y la retroactividad 
como  derecho humano.  
 
Este principio de irretroactividad nace en el derecho romano y se extiende luego 
por el mundo, convirtiéndose en un principio de aplicación de la ley aceptado 
universalmente; es decir, válido en todos los tiempos y en todos los lugares.  
 
Para el mismo Silva la irretroactividad de la Ley tiene 3 interrogantes,  en 
primer lugar, cuál es su fundamento; en segundo lugar, cuál es su esencia y, en tercer 
lugar, cuál es su finalidad. Así puede darse un concepto nítido sobre la naturaleza 
jurídica del principio de irretroactividad.  
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2.7.1. Fundamento de la Irretroactividad 
 
Al fundamento se lo debe entender como la base sobre la cual se asienta  una 
realidad jurídica del principio de irretroactividad y que no es otra cosa que la  
necesidad de dar estabilidad al ordenamiento jurídico ya que por conveniencias se 
legislaba sobre hechos pasados, favoreciendo el presente, cuyo efecto era pernicioso 
para el sentido de la justicia.(Silva, 2008) 
 
Para el autor Valencia Zea, el efecto retroactivo está prohibido por razones de 
orden público, las personas confían en la ley vigente y conforme a ella celebran sus 
transacciones y cumplen sus deberes jurídicos.  
 
“Dar efecto retroactivo a una ley equivale a destruir la confianza y seguridad 
que se tiene en las normas jurídicas. Además especialmente cuando se trata de la 
reglamentación de toda una institución jurídica, existe verdadera imposibilidad par a 
regular el efecto retroactivo”.(Valencia, 1989, pág. 189) 
 
En nuestro Código Civil, en el Título Preliminar Art. 7,- dispone “…que la Ley 
no dispone sino para lo venidero: no tiene efecto retroactivo; y en conflicto de una ley 
posterior con otra anterior, se observarán las reglas siguientes: 18a. - En todo contrato 
se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración”. 
 
9a. Todo derecho real adquirido según una ley, subsiste bajo el imperio de otra 
nueva; 
 
18a.- En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo 
de su celebración; 
 
19ª. Los actos o contratos válidamente celebrados según una ley, podrán 
probarse, bajo el imperio de otra, por los medios que aquella establecía para 
justificarlos; pero la forma en que debe rendirse la prueba estará sujeta a la ley vigente 
al tiempo en que se rindiere;  (Congreso Nacional, 2012, págs. 9-10) 
 
Con este antecedente legal que expresamente reza en nuestro ordenamiento 
jurídico, se observa la imposibilidad en la aplicación de la Ley retroactivamente,  pero 
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en los contratos de inversión, las partes tienen el derecho del principio de la voluntad, 
es decir, en materia arbitral, el ordenamiento interno no regula estas controversias, sino 
que son los contra vinientes quienes imponen su voluntad al momento de ejercer 
justicia. 
 
La Convención del CIADI, en el artículo 42 del texto convencional establece 
que “…1° El tribunal decidirá la diferencia de acuerdo con las normas de derecho 
acordadas por las partes. A falta de acuerdo, el tribunal aplicará la legislación del 
Estado que sea parte en la diferencia, incluyendo sus normas de derecho internacional 
privado, y aquellas normas de derecho internacional que pudieren ser aplicables.  
 
2.º El tribunal no podrá eximirse de fallar so pretexto de silencio u oscuridad de 
la ley. 
 
3. º Las disposiciones de los precedentes apartados de este artículo no impedirán 
al tribunal, si las partes así lo acuerdan, decidir la diferencia ex aequo et 
bono”(Vásquez, 2006, pág. 25)  
 
El mismo CIADI en su articulado ha dispuesto la voluntad de las partes como 
un bien supremo en el procedimiento del arbitraje, de no haber expresado las partes su 
voluntad, será la normativa interna la que deberá aplicarse con estricta observancia del 
derecho internacional. 
 
 
2.7.2. La esencia de la Irretroactividad 
 
La irretroactividad al ser un principio universal, ha permitido que todas las 
legislaciones del mundo dispongan en su legislación interna este precepto, es así que 
en el caso de los inversores, se exige que estos efectivamente hayan consentido en 
someterse a los procedimientos instituidos por los centro de Arbitraje y Mediación, de 
esta forma, en el caso de la Convención del CIADI no basta la mera ratificación por 
parte del Estado receptor y del Estado del que es nacional el inversor, sino que tal 
voluntad deberá expresarse por escrito, pudiendo restringirse a determinadas materias; 
La fecha del otorgamiento del consentimiento ha de ser anterior al momento en que se 
inicia el procedimiento arbitral ante el Centro de Arbitraje y su perfeccionamiento 
lleva consigo como efecto básico la irretroactividad. (Vásquez, 2006) 
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2.7.3. La finalidad de la Irretroactividad 
 
La irretroactividad como principio es uno de los soportes en los contratos de 
inversión, porque crea confianza en los inversionistas, ya que para generar seguridad 
jurídica, esta medida técnica se convierte en un principio de aplicación más que de 
interpretación, siendo que la interpretación y aplicación  son operaciones para lo 
venidero, no debe confundirse que este principio opera solo para el derecho privado 
excluyendo al derecho público, porque sirve al individuo pero también a la 
colectividad,  incluso con mayor fuerza ya que entre su atributos está el ser de carácter 
social. (Soler, 2012) 
 
La irretroactividad es un principio que reza con la relación jurídica, la cual es 
siempre intersubjetiva, ya que los beneficios o perjuicios no recaen sobre las cosas si 
no que exclusivamente recaen sobre las personas, que son los sujetos activos y pasivos 
en todo negocio jurídico y nunca sobre las cosas. Es por ello que el principio de 
irretroactividad no se contradice con la necesidad de reformar procedimientos, que 
impidan el desarrollo normal del dinamismo jurídico, ya que en materia Arbitral los 
procesos y las normativas estarán a la observancia de la voluntad de las partes 
contratantes. (Silva, 2008). 
 
 
2.8. ALCANCE MATERIAL Y TEMPORAL DE LA RETROACTIVIDAD  
 
Si analizamos la carta de la Convención de Viena, en su artículo 28 sobre  
Derecho de los Tratados, establece:  
 
“las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de ningún 
acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de la entrada en vigor 
para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salvo 
que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro modo”.  
 
Observamos en este artículo la consagración formal del principio de la 
irretroactividad de la aplicación de las normas internacionales, considerada como 
principio general del Derecho Internacional y que su fundamento se encuentra en la 
necesidad de seguridad jurídica que debe amparar a todas las situaciones o derechos 
adquiridos en virtud de la norma antigua o con anterioridad a la aparición de una 
norma. Se trata de un principio de prudencia legislativa con el  que se intenta evitar que 
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los cambios en el Derecho o las nuevas regulaciones afecten a situaciones 
anteriormente justas.  
 
Ahora bien, la irretroactividad, entendida como la inaplicación del Derecho 
nuevo a los actos nacidos al amparo de la norma antigua o a los anteriores a la 
aparición de la nueva norma, no tiene un valor absoluto. Existen ocasiones en las que 
motivos o razones de moralidad o justicia indiscutibles o necesidades concretas y 
determinadas, hacen imprescindible que la nueva norma despliegue efectos 
retroactivos.  
 
No faltan en el Derecho Internacional ejemplos de ello como tendremos ocasión 
de comprobar al hacer referencia a los tratados cuya aplicación resulta retroactiva. Se 
trata de supuestos en los que la seguridad jurídica cede ante la  justicia o ante la 
voluntad de los sujetos implicados en la aplicación de la norma. (Orihuela, 2005) 
 
Resulta por tanto que, salvo disposición o intención en contrario, la aplicación 
de las normas convencionales será irretroactiva, Estos principios, irretroactividad o 
retroactividad voluntaria, que rigen la aplicación en el tiempo de los actos y reglas del 
Derecho Internacional Público, concretamente de las normas convencionales, son 
fáciles de enunciar, pero para la jurista Orihuela sugiere plantear las siguientes  
interrogantes: 
 
“¿Son estos los únicos regímenes de aplicación temporal de los tratados? 
¿Siempre que el tratado o alguna de sus disposiciones afecte a hechos anteriores a la 
entrada en vigor debemos considerar que se produce una aplicación retroactiva? 
¿Debemos aplicar el tratado sólo a los hechos, situaciones o relaciones surgidos con 
posterioridad a su entrada en vigor? ¿Debemos aplicar el tratado a los efectos 
producidos con posterioridad a la entrada en vigor pero derivados de hechos, 
situaciones o relaciones anteriores?” (2005, págs. 5-8), ya que sostiene que no se trata 
de un problema exclusivo de los tratos o de las disposiciones convencionales sino que 
se proyecta sobre cualquier norma que ofrezca certidumbre en cuanto al momento 
inicial de su aplicación.  
 
Un ejemplo de Resoluciones, en las que la aplicación de su contenido se va a 
producir con efectos retroactivos lo encontramos en las Resoluciones  del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas por las que se crean los Tribunales Penales 
Internacionales para la Ex - Yugoslavia y Ruanda. La Resolución 827, de 25 de mayo 
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de 1993, por la que se dio vida al Tribunal Penal Internacional, creado en la Resolución 
808, de 22 de febrero de 1993, para el castigo de los crímenes internacionales 
cometidos en la antigua Yugoslavia, prevé la competencia del tribunal para enjuiciar a 
los presuntos responsables de violaciones graves del Derecho Internacional 
Humanitario cometidas en dicho territorio a partir de 1991,  por la que el Consejo de 
Seguridad creó el Tribunal Penal para el enjuiciamiento de los crímenes internacionales 
perpetrados en Ruanda, Suele ocurrir de forma distinta cuando los Tribunales se crean 
a priori, con carácter permanente y sin una vinculación especial con hechos o 
situaciones acaecidos en un momento anterior. En estos casos la irretroactividad suele 
ser la norma que rige la competencia de un tribunal.(Los tratados internacionales y su 
aplicacion en el tiempo , 2005)  
 
El centro de Arbitraje CIADI, interviene con especial énfasis con los países en 
desarrollo,  ya que estos son los principales receptores de la inversión extranjera, lo 
cierto es que respecto de la designación de árbitros sucede el efecto contrario, ya que la 
tendencia se inclina hacia la discriminación de estos Estados, favoreciendo a los países 
desarrollados y para explicar este  comentario nos referimos al autora Vásquez, quien 
sostiene además que: “Estados Unidos concentra por sí solo el 13% de las 
designaciones de árbitros, mientras que de los países en vías de desarrollo solo México 
y Chile han conseguido tales denominaciones”.(Vásquez, 2006, pág. 8) 
 
Este evento perjudica a los países de latino América, ya que los árbitros, son 
personas de una realidad jurídica distinta las que resuelvan los conflictos que se 
presenten sobre inversiones. Además, que la nacionalidad de estos mediadores 
sobreviene de los países a los que pertenece la mayor cantidad de inversores, hecho 
que puede afectar en un futuro la confiabilidad del sistema, así lo ha referido  
Procurador General el Estado, al indicar que el centro de arbitraje CIADI ha emitido 
resolución en contra del Estado Ecuatoriano.  
 
 En términos generales, es preciso manifestar que la irretroactividad constituye 
una de las figuras o instituciones jurídicas con mayor relevancia tanto para los Estados 
como para los agentes internacionales que pretenden generar relaciones con los 
primeros, pues sus derechos quedan perfectamente validados con el conocimiento 
cierto de que imperan condiciones legales vigentes al momento de entablar las 
referidas relaciones, esto es, que bajo ninguna circunstancia podrán ni los Estados ni 
los particulares, aducir la vigencia de un derecho por haber sido considerado en una 
norma ya derogada. 
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 En virtud de lo manifestado anteriormente, es necesario destacar que la figura 
en análisis acarrea ciertamente un condicionamiento tendiente a garantizar la seguridad 
jurídica de los sujetos intervinientes en una relación de inversiones por poner un 
ejemplo, y tutelar de este modo los derechos y garantías que el marco legal confiere a 
cada uno de estos. 
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CAPITULO III 
 
 
3. LA INVERSIÓN EXTRANJERA EN EL ECUADOR 
EN EL MARCO DE LOS TRATADOS DE INVERSIÓN  
 
 Entendida en primera instancia la inversión extranjera como la colocación de 
capitales a mediano y largo plazo en países del Extranjero con la finalidad de generar 
réditos del mismo a través de la creación de empresas en diversos ámbitos de la vida 
social, e internacionalizar a su vez el alcance de la actividad económica de que se trate, 
vale decir que la misma para países como el Ecuador y la generalidad de Estados en 
América Latina constituye uno de los pilares más importantes en las estrategias 
políticas de los gobernantes y la búsqueda del desarrollo y progreso de sus habitantes.  
 
 En virtud de lo manifestado, se torna necesario levar a cabo un resumido 
análisis sobre los factores constitutivos que en doctrina constituyen la noción general 
de inversión extranjera, ya que su entendimiento integral conlleva la posibilidad de 
plantear mejores estrategias de negociación para el país y la capacidad de asegurar las 
regulaciones que se producen a partir de dicha inversión entre Estado e inversionistas, 
determinando para tal efecto la exigencia de someter controversias a regímenes 
jurisdiccionales que preceptúen el interés nacional atendiendo la justica.  
 
 A tal efecto, los temas más relevantes a ser tratados en este numeral son los 
siguientes: 
 
- Atracción de la inversión extranjera. 
 
- Determinantes de la atracción. 
 
- Explotación de mercados. 
- Eficiencia productiva. 
 
- Activos estratégicos.  
 
En relación a la atracción que un Estado en particular debe generar y proyectar 
hacia el exterior con la finalidad de atraer importantes capitales de otros países y 
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fomentar en este sentido, la producción y generación de riqueza interna con los 
consustanciales beneficios sociales, es válido manifestar que se ha institucionalizado 
esta actividad al nivel de que muchos países mantienen operando organismos 
especializados en la materia y esto ha determinado a la vez la configuración de una 
amplia serie de políticas públicas y acciones gubernamentales tendientes a generar 
incentivos y beneficios enfocados a empresas extranjeras que decidan invertir en el 
país de que se trate como cabecera para sus respectivas actividades económicas.  
 
El economista mexicano Enrique Dussel en su obra La Inversión Extranjera en 
México: Desempeño y Potencial, señala que “…la inversión extranjera directa puede 
hacer una contribución muy importante al desarrollo de los países , tal hecho ha sido 
evidente en países industriales y como resultado, la inversión directa extranjera es 
primariamente un asunto trasatlántico, ya que los principales flujos globales de esta 
actividad económica ocurren entre Europa y Norteamérica. Los beneficios de la 
inversión extranjera directa para países en desarrollo y economías en transición se han 
vuelto un tópico mucho más sujeto a controversias”.  
 
La cita propuesta pone de manifiesto claramente la situación en la que 
actualmente han incurrido básicamente países considerado del tercer mundo como el 
Ecuador, cuyas economías y políticas no revisten mayores impactos a nivel global si 
estas son tratadas por separado. 
 
En este sentido, la discusión básica para países subdesarrollados en el ámbito 
económico mundial se centra en la jurisdicción a la cual deben someter sus respectivas 
controversias, siendo hoy en día la posición más aceptada y promovida por las grandes 
potencias mundiales y transnacionales, la de recurrir a centros de arbitraje 
internacional que generalmente se encuentran parcializados a favor de los capitale s y 
no del interés social.  
 
 En cuanto se refiere al segundo punto, es decir el de los factores que determinan 
la inversión extranjera directa en un país, es preciso manifestar que son variados, sin 
embargo de los cual, estos se fundamentan principalmente en la recurrencia de tres 
objetivos fundamentales que son por una parte, el intento empresarial por participar y 
ganar connotación comercial en nuevos nichos de mercado, en segundo lugar está la 
necesidad de establecer el incremento de eficiencia productiva por medio de la 
reducción de costos, y en tercer lugar se tiene el intento de llevar a cabo la explotación 
de determinados activos estratégicos. 
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 En virtud de lo manifestado en el párrafo que antecede, vale decir que la 
explotación de nuevos mercados ofrece posibilidades que en el nicho original de 
comercio no pueden ser factibles, ya sea por la injerencia de leyes, fuerza de la moneda 
local, condiciones laborales y otras de similar connotación, en cuyo caso, la alternativa 
de nuevos ichos de mercado no solo se apega a la capacidad de compra de os 
potenciales clientes, sino también al marco jurídico que regula las relaciones 
comerciales en un país en particular.  
 
 Del mismo modo, la búsqueda de eficiencia productiva relacionada 
intrínsecamente con el punto anterior relativo a la búsqueda de nuevos nichos de 
mercado, se configura mediante la reducción de los costos que los procesos de 
producción originales conllevan, lo cual puede llevar a los empresarios e inversionistas 
a buscar zonas extranjeras en donde los referidos costos y el valor de los insumos 
productivos sean más baratos. 
 
 En este caso, la inversión extranjera directa tal como lo señala Federico Tobar 
en su obra El Imperio del Capital y las Relaciones de Poder, “…transfiere actividades 
intensivas en trabajo a zonas en donde la fuerza laboral es abundante, capacitada y los 
sueldos o salarios son relativamente bajos en comparación a la economía de origen”.     
3.1. RÉGIMEN DE INVERSIÓN EXTRANJERA EN EL DERECHO 
NACIONAL E INTERNACIONAL 
 
En el Ecuador la inversión extranjera ha sido motivo de grandes debates no solo 
económicos sino hasta políticos, cuando los investigadores de estos fenómenos han 
evaluado los montos de inversión y emiten tesis negativas a la forma del manejo 
financiero del país, estos terminan contrastando con los datos oficiales del gobierno,  
desajustes porcentuales que nos ha motivado hacer un levantamiento técnico en los 
montos de inversión nacionales como extranjeros y concluir bajo que parámetros se 
rigen los movimientos del aparato financiero mundial y cuáles son los elementos 
objetivos y subjetivos que los inversores analizan al momento de confiar sus capitales 
en inversiones estatales. 
 
En el concierto internacional, las inversiones extranjeras están consideradas 
como un conjunto de normas que protegen a la inversión y a los inversionistas 
extranjeros, frente a los Estados anfitriones de éstas y  su deseo máximo  es  el 
establecimiento de  solución de controversias que le otorguen seguridad jurídica, razón 
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por la cual la autora Gálvez sostiene que para el inversionista, “…el derecho 
internacional de las inversiones extranjeras son el mecanismo de protección y no sólo 
los estándares del derecho sustantivo expresados  concretamente  en los diversos 
tratados comerciales y acuerdos de promoción y protección recíprocos de las 
inversiones”. (Gálvez, 2009) 
 
 
3.1.1. Derecho Nacional 
 
Las inversiones en nuestra legislación están protegidas por un riguroso marco  
legal,  observando la misma Constitución de la República en su Art. 339 sostiene que:  
 
“Art. 339.- El Estado promoverá las inversiones nacionales y extranjeras, y 
establecerá regulaciones específicas de acuerdo a sus tipos, otorgando prioridad a la 
inversión nacional. Las inversiones se orientarán con criterios de diversificación 
productiva, innovación tecnológica, y generación de equilibrios regionales y 
sectoriales.” (Asamblea Constituyente, 2008, págs. 153-154) 
 
Nótese que este mandato constitucional pone especial énfasis en la inversión, 
dejando al descubierto las intenciones del gobierno de convertir en política pública 
estas transacciones, a la par que fortalece el Convenio Constitutivo del Organismo 
Multilateral de Garantía de Inversiones que fue promulgado el 6 de marzo de 1986, 
publicado en el Registro Oficial No. 389 y, cuando revisamos el denominado Plan 
Nacional para el Buen Vivir 2009 – 2013, que  es el instrumento del Gobierno Nacional 
para articular las políticas públicas con la gestión y la inversión pública, vemos que 
este plan cuenta con 12 estrategias nacionales, siendo uno de los principales 
instrumentos de esta esta estrategia, porque “permite el ahorro, la movilización y 
acumulación de capital hacia los enclaves que potencian las cadenas productivas y 
alcanzar así rendimientos crecientes en la producción”(SENPLADES, 2009, pág. 113)  
 
El Estado del Ecuador ha desarrollado medios jurídicos que le han permitido 
desarrollar el área de la inversión no solo nacional sino también internacional, para lo 
cual ha dispuesto en su marco legal toda una estructura técnica, que permitirá a los 
inversionistas crear confianza, efecto que según el Presidente  de la República Rafael 
Correa se está logrando con grandes resultados, “Estamos promocionando mucho a 
Ecuador en países como Alemania donde hay posibles inversiones a hacerse en el país” 
(Correa, 2013)y que si bien es cierto en el país la inversión pública es muy alta, es 
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porque no existía una base estructural, pero ahora esperamos que las inversiones 
aumenten aún más, así se refirió el Presidente respecto a las inversiones en el país.  
 
Este efecto de esperar que haya una creciente inversión de capitales extranjeros 
en el país, lo lograremos creando un ambiente de confianza jurídica, donde los 
inversionistas aporten al crecimiento económico con sus capitales y su utilidad será 
importante respecto a los montos de la inversión y una de las formas de lograr esa 
confianza serán los Centros de Arbitraje y Mediación que  permitan a los inversores 
agilidad, imparcialidad y justicia en el caso que sus inversiones estén en riesgo,  este 
mecanismo de optar por el arbitraje y mediación en los negocios internacionales y la 
consiguiente necesidad de un sistema mundial uniforme de solución de controversias, 
ubica como única opción junto a la justicia ordinaria para resolver asuntos litigiosos de 
manera obligatoria. (Correa, 2013) 
 
Ecuador por sus políticas públicas requiere de medios de solución de conflictos 
que sean aceptados por la comunidad internacional, la dolarización de la moneda 
requiere de normas jurídicas claras y mecanismos de solución de controversias que 
brinden seguridad jurídica a los inversionistas. Dentro de este escenario, el arbitraje, es 
considerado como el mecanismo más utilizado por ser idóneo, ya que brinda 
neutralidad y flexibilidad de las decisiones arbitrales, confidencialidad, rapidez y 
economía y claro ahorro de recurso para el Estado(Andrade, 2009). 
 
 
3.1.2. Derecho Internacional 
 
En este proceso de globalización comercial, se ha generado un intercambio de 
bienes y servicios entre proveedores que se encuentran en un país y compradores o 
adquirientes que se encuentran en otro, esta transacción en la antigüedad se lo 
realizaba de forma personal, pero hoy con todos los mecanismos de comunicación 
moderna, a obligado a las partes contratantes actuar de buena fe, conforme a la  
prácticas, usos y costumbres internacionalmente aceptadas, es así que en el año de 
1822 inicia el arbitraje moderno en la Corte de Arbitraje Internacional de Londres,  
seguida por la Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara Internacional de Comercio 
del año de 1923 y para los años de 1953 esta Corte se pronuncia ya sobre las sentencias 
arbitrales internacionales, sosteniendo que era preciso darle a la autonomía de la 
voluntad el valor que le corresponde, en otras palabras, toda sentencia o laudo arbitral 
deberá estar exenta de la influencia del derecho interno. (Barrios, 1985) 
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Para otros tratadistas el inicio de la figura del Arbitraje Internacional está en el 
Tratado General de Amistad, Comercio y Navegación, que suscribieron en el año de 
1794 los países del Reino Unido y los EE. UU, al que lo denominaron el Tratado Jay,  
así se han dado una serie de antecedentes  para identificar el origen del arbitraje 
internacional y encontrar el espíritu que impulsa esta figura jurídica, en la misma 
época colonial, se ha observado que se recurría a terceros para zanjar disputas de 
índole comercial,  pero con la conceptualización del Arbitraje que hace el Convenio  de 
la Haya el 18 de octubre de 1907, queda claramente establecido los fines por los que se 
podría recurrir a este proceso, al manifestar en el artículo 37 de este Convenio que: “El 
arbitraje internacional tiene por objeto resolver los litigios entre los Estados, mediante 
jueces por ellos elegidos y sobre la base del respeto del derecho”, pudiendo entenderse 
como el compromiso asumido por las partes  para dar por terminado un juicio. (Soto, 
2011) 
 
 
3.2. SURGIMIENTO DE LOS TRATADOS DE INVERSIÓN  
 
Los Tratados Bilaterales de Inversión (TBI), son aquellos tratados de carácter 
comercial firmados por un Estado con otras naciones, en la mayoría de los casos, bajo 
los conceptos del neoliberalismo cuyas recetas son dictadas bajo el consenso de 
Washington (políticas de desregulación, intervención mínima del Estado en la actividad 
privada, entre otras), fundamentadas en que así se alentarían inversiones en los países 
denominados emergentes, caracterizados por su inestabilidad política e institucional, 
por tanto,  este consenso garantizaría la protección de los capitales invertidos en los 
estados emergentes.  (Peiou, 2009) 
 
El Ecuador ha suscrito un significativo número de tratados de inversión, pero 
bajo el amparo del Tribunal Arbitral Internacional CIADI sólo 25 y estos con los países 
de  Argentina, Países Bajos, Chile, Canadá, Venezuela, España y Estados Unidos, 
Fander Falconí manifestó que solicitó a la Asamblea Nacional derogue los acuerdos de 
inversión firmados con estos países, porque establecen como centro de resolución de 
disputas el CIADI, el tribunal arbitral del Banco Mundial, que siempre favorece capital 
extranjero, haciendo alusión al fallo contra Ecuador en una demanda interpuesta por la 
compañía estadounidense Occidental (Oxy), que se ordenó pagar 1.770 millones de 
dólares más intereses por una supuesta violación del Tratado Bilateral de Inversiones 
con Estados Unidos.(Falconí, 2012) 
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A pesar que la Constitución de la República del Ecuador, aprobada en 2008, 
prohíbe que las disputas comerciales entre el país e inversores extranjeros se diriman 
en instancias de arbitraje fuera de América Latina, lo que excluye al CIADI, cuya sede 
está en Washington: 
 
“Art. 422. Se exceptúan los tratados e instrumentos internacionales que 
establezcan la solución de controversias entre Estados y ciudadanos en Latinoamérica 
por instancias arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de designación de  los 
países signatarios. No podrán intervenir jueces de los Estados que como tales o sus 
nacionales sean parte de la controversia.”(Asamblea Constituyente, 2008)  
 
El Ecuador respecto a los tratados de inversión ha tomado una posición firme y 
valiente o, ideológica y política?, esta interrogante la responde el analista financiero 
Walter Spurrier en el diario el Universo, al manifestar que el gobierno del Presidente 
Correa basa todas sus decisiones políticas con una carga ideológica que en algún 
momento le va  pasar factura a la economía nacional.  
 
Los Tratados de inversión son un mecanismo del mercado y que vienen de la 
doctrina política del libre comercio, que tuvo su origen en el siglo XVIII en oposición 
al sistema mercantilista que se vivía en la época, su premisa básica es que no deben 
existir restricciones por parte de los gobiernos, al intercambio voluntario de bienes y 
servicios, así se han desarrollado distintas formas de libre comercio, entre ellas las 
zonas francas, que motivaron en Europa la creación de la Comunidad Europea. En 
nuestro continente americano el tratado de Libre Comercio de América del Norte o 
TLCAN que involucra a los países de Estados Unidos de Norteamérica, México y 
Canadá, fue uno de los pioneros en este modelo de inversiones.  
 
Otro de los tratados de Libre Comercio que han suscitado una serie de acuerdos 
en nuestro continente es el Área de Libre Comercio de las Américas o ALCA, que es un 
proyecto de integración comercial, que consiste en la reducción de las barreras 
arancelarias a todos los países del continente excepto la isla de Cuba. (EL CIADI Y 
LOS TBIs, 2010) 
 
América del Norte ha tenido una influyente relación comercial con América 
Latina, ya que tiene su mercado posee un producto interno bruto de 8 trillones  de 
dólares,  un comercio total de 2.4 trillones de dólares y una población de 800 millones 
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de personas, mercado que lo hace apetecible para las inversiones de los grandes 
capitales y por esa razón se intentó con este tratado, consagrar la supremacía del 
capital sobre el trabajo, con el llamado estatuto de derechos y libertades para los 
inversionistas, aquí debatieron secretamente la reducción de las barreras arancelarias y 
el acceso a mercados, bienes y servicios de intercambio comercial, inversión 
extranjera, privatización de bienes y servicios públicos, agricultura, derechos de 
propiedad intelectual, subsidios y medidas antidumping, libre competencia y 
resolución de diferendos, en síntesis, se intentó con el ALCA usar los recursos 
naturales y de bienes y servicios de América Latina para favorecer a los grandes 
capitales de los países desarrollados.(Echaide, 2010) 
 
 
3.3. ASPECTOS HISTORICOS DE LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES DE INVERSIÓN  
 
En el año de 1959 se suscribió el primer tratado de protección de inversiones 
extranjeras, que se realizó entre los países de Alemania y Pakistán, este tratado era una 
evolución de los tratados de amistad, comercio y navegación, ya que creó el paradigma 
de lo que después se conoció como el sistema integrado de protección al inversionista 
y a la inversión extranjera, a pesar de que en ese entonces las salvaguardas de 
protección no eran como las que hoy se conocen en los tratados en cuestión, sino muy 
blandas y superficiales.  
 
Existen más de 2.800 tratados de inversiones, la mayoría suscritos entre países 
desarrollados y países en desarrollo, todos con la cláusula de comparecer a un centro 
de Arbitraje si se propiciaran controversias entre los suscriptores, pero esta forma de 
solución de conflictos toma su apogeo en la década de los 90, cuando los inversionistas 
comenzaron a presentar  en promedio cerca de dos casos por año, el estimado en la 
actualidad es de hasta seis por año, una de las razones que motivó el surgimiento de los 
tratados bilaterales de inversión donde se extendía la protección a los inversionista 
extranjeros y se les facultaba la posibilidad de demandar directamente al Estado 
anfitrión,  fue el caso de Barcelona Traction, sustanciado por la Corte Internacional de 
Justicia, compañía que estuvo registrada en Canadá pero cuyas acciones eran propiedad 
de ciudadanos Belgas y que fue expropiada por el Reino de España, Bélgica otorgó 
protección diplomática a sus ciudadanos y demandó a España ante la Corte, a lo que la 
Corte se pronunció que: “el Derecho Internacional reconoce la existencia de la entidad 
corporativa como un asunto del Derecho local ocasionado por la realidad económica” 
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determinando que no podía proteger a una compañía en una acción contra España, 
basando su argumento en que: “bajo el Derecho Internacional consuetudinario, una 
compañía puede reclamar la protección del Estado en el cual está registrada pero no la 
protección del Estado del cual los accionistas son ciudadanos”.  
 
Sin embargo, en ese caso, Canadá rechazó otorgar protección diplomática 
porque para ellos no era suficiente el registro de la compañía en Canadá, sino que 
además se hacía necesario que la compañía hubiera generado un beneficio económico 
sustancial o que la compañía hubiera tenido algún interés económico de carácter 
sustancial.  
 
Para prever estos hechos era inevitable incluir disposiciones  expresas en los 
TBIs para lo cual la subsidiaria de un inversionista extranjero tendría la nacionalidad 
del inversionista extranjero, independientemente del lugar de registro de la subsidiaria 
e incluso si ésta se hubiera registrado en el Estado anfitrión.  
 
Mientras que para el Estado, el derecho internacional de las inversiones consiste 
en el mecanismo de promoción de las inversiones, de atracción de capitales con el 
propósito de fomentar el desarrollo económico y social del país receptor, el autor 
Bolívar García comenta que por los años de 1959, las relaciones entre los 
inversionistas extranjeros se regían única y exclusivamente por el Derecho 
Internacional Público, donde si el inversionista extranjero sentía que sus derechos 
estaban siendo vulnerados por parte del Estado anfitrión, el inversionista tenía dos 
opciones.  
 
“La primera.- demandar al Estado ante los tribunales locales. Ante esa opción el 
argumento ha sido, entre otros, que la protección otorgada por el Derecho local no es 
suficiente. El Estado, en ejercicio de su soberanía, podría modificar o eliminar esa 
protección sin mayor limitación, tomando en consideración que generalmente los 
Estados anfitriones son los conocidos como en desarrollo y que su estabilidad jurídica 
es muy volátil. 
 
La segunda.-Que el inversionista extranjero pueda solicitar al Estado de su 
nacionalidad la protección diplomática, por lo cual el Estado de nacionalidad y el 
anfitrión podían negociar y eventualmente encontrarse como partes de una acción ante 
la Corte Internacional de Justicia o su antecesora la Corte Permanente Internacional de 
Justicia”  (García B. , 2011) 
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Un dato interesante respecto a las Cortes y Tribunales Arbitrales es que si bien 
es cierto que en todos los tratados de inversión existen cláusulas especiales de 
protección, los que más utilizan estas bases jurídicas son los inversionistas de los 
mismos países anfitriones, razones lógicas y justificadas para incentivar la protección 
jurídica de estos centros. 
 
Hasta finales del año 2007, el Ecuador tenía un total de controversias 
internacionales en materia de inversiones de 293, de las cuales 187 se sometieron al 
CIADI, casos que involucraban al menos a 73 Estados, siendo 44 de ellos países en 
desarrollo.  
 
De estos el 78% obedecieron a la motivación jurídica de incumplimiento de los 
Tratados Bilaterales de Inversión; Argentina dentro de la Región es el País que más 
tratados de inversión ha firmado y de igual manera es el país que más demandas 
enfrenta; por otro lado Brasil, es el país que jamás suscribió ningún tratado de 
inversión y por lo tanto no enfrenta demanda alguna.(Machado, 2009)  
 
En la mayoría de los casos, las controversias se suscitan alrededor de las 
inversiones en materia de los recursos naturales de los estados, petróleo, minería, gas, 
alimento, agua y todos con inclinación jurídica a favor de los inversionistas, es así que, 
de los 232 casos resueltos por el CIADI, 230 han sido en contra de los Estados. 
 
Ecuador tiene una carga económica de 13.369 millones de dólares si es que este 
Centro de Arbitraje CIADI resuelve en contra del país, dato tomado de la Procuraduría 
General del Estado que cita el autor Machado en su artículo Ecuador y las inver siones 
bilaterales (2009), este monto superaría el 29% de la deuda pública, carga que se debe 
a las 8 demandas que tiene ante este Organismo,  pero dado el pronunciamiento oficial 
del Gobierno, de salirse del CIADI, aún estará sometido a este centro de Arbitraje hasta 
el año 2020, ya que tiene suscrito 17 tratados y que están vigentes, 13 de los cuales se 
los denuncio de ilegales por no cumplir con su propósito, eso es por no tener niveles 
aceptables de inversión recíproca. (Machado, 2009) 
 
Para restituir este mecanismo de solución de controversias extra judicial, el 
mismo Ecuador plateo en el año 2009, año en que el Presidente Correa ostentaba la 
Presidencia Pro Tempore de la UNASUR, crear una instancia regional que resuelva las 
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controversias existentes entre los inversionistas extranjeros y los Estados de la 
Región.(Machado, 2009) 
 
 
3.4. TRATADOS DE INVERSIÓN Y SUS EFECTOS JURÍDICOS EN EL 
ECUADOR 
 
Los Tratados de inversión en el Ecuador han generado una serie de interrogantes 
técnicas y jurídicas, donde los actores inversionistas por un lado intentan reproducir en 
jugosas utilidades sus capitales y por el otro, el Estado intentando sofocar con esos 
capitales extranjeros el porcentaje interno de desempleo, esta triangulación Estado, 
inversionista y garante (Centro de Arbitraje), han generado sometimiento a una 
normativa jurídica externa y la necesidad de legislación en el Derecho Interno, como 
resultado de esta edificación, tenemos una sociedad vigilante de los procesos de 
inversión de los grandes capitales y por el otro, una comunidad internacional ávida por 
invertir en los países de desarrollo,  justamente por encontrar vías jurídicas objetivas, 
justas e imparciales. 
 
Con la Constitución de la República del 2008, el nuevo lineamiento ideológico 
con el que se empezó a suscribir los Tratados Bilaterales de Inversión, tomaron un 
rumbo diferente a los conceptos que regían en la firma de estos tratados, es así que, en 
su articulado ha dispuesto la igualdad de derechos entre nacionales y extranjeros, por 
lo tanto los inversionistas extranjeros tendrán los mismos derechos y obligaciones 
aplicables a los inversionistas locales, con las excepciones previstas en la legislación y 
por otro lado,  los elementos considerados como fundamentales para la existencia de 
estos convenios, tales como el secretismo, seguridad jurídica, jurisprudencia, plazos, 
entre otros, se les dio una nueva conceptualización.(Corral & Rosales Abogados, 2009)  
 
Los efectos jurídicos que puedan generarse en los TBIs, deben ser abordados y 
analizados desde el antecedente político del 2009, cuando el Presidente Rafael Correa 
denuncia su permanencia en el Centro Arbitral CIADI, creando un escenario a 
desconfianza en el sector inversionista y por eso, las inversiones generadas después de 
este acto del Ejecutivo, deberán someterse  a que órgano de control que Tribunal 
observará las irregularidades que puedan subsistir entre las partes firmantes.  
 
A pesar de que es un acto soberano que le faculta a un gobierno salirse o 
renunciar a permanecer al amparo de un Tribunal extranjero, desde el punto de vista 
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adjetivo, quiere decir que los arbitrajes que actualmente Ecuador mantiene debe rán 
seguir adelante, con la obligación  de acatar las normas de procedimiento y ejecución 
establecidas en la convención CIADI, en estricto apego a la norma de la irretroactividad de 
los efectos de la denuncia.(Pettersson, 2012) 
Fander Falconí manifestó que muchos países con los que Ecuador mantiene 
diálogos comerciales quieren abordar la protección a las inversiones, en vista que 
varios de los tratados vigentes serán derogados, para este propósito específico el 
gobierno plantea suplir el Arbitraje con la elaboración de un convenio para cada  asunto 
y, para lo venidero, se está elaborando un proyecto de disputas donde según Roberto 
Betancourt, Subsecretario de relaciones comerciales internacionales, establecerá en su 
texto que las   para las controversias entre empresas y el Estado las partes deberán 
agotar primero las instancias judiciales ecuatorianas y posteriormente podrán ir a un 
centro de arbitraje en América Latina, adicionalmente manifestó que la Corte 
Constitucional ha emitido informes de inconstitucionalidad sobre 11 tratados de 
inversión (Falconí, 2012) 
 
Para el análisis jurídico transcribimos el dictamen emitido por la Corte 
Constitucional, respecto al convenio suscrito por los Gobiernos del Ecuador con el 
Gobierno del Canadá para el Fomento y la Protección Recíproca de Inversiones:  
 
Registro Oficial Suplemento No. 313  
 
“…La Corte Constitucional, para el periodo de transición, es competente para 
emitir dictamen previo y vinculante de constitucionalidad para la denuncia por parte de 
la Asamblea Nacional,… 
 
Reconociendo que el fomento y la protección de dichas inversiones sobre la 
base de una convención será conducente a estimular las iniciativas económicas 
privadas y aumentará la prosperidad de ambos Estados, es decir, dicho objetivo, para el 
caso ecuatoriano, se encuadra en aspectos económicos del Estado vinculados al Plan 
Nacional de Desarrollo;  
 
El Presidente de la República del Ecuador, mediante Oficio No. T. 4766 -SNJ-
10-21 del 6 de enero del 2010, solicita que la Corte Constitucional emita dictamen 
favorable de constitucionalidad previo y vinculante para la denuncia o terminación del 
Convenio entre el Gobierno del Ecuador y el Gobierno de Canadá Para el Fomento y la 
Protección Recíproca de Inversiones, por cuanto a su criterio contiene cláusulas 
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contrarias a la Constitución y lesivas a los intereses nacionales, tal es el caso de 
aquella que somete al Estado ecuatoriano a arbitrajes internacionales para la solución a 
las controversias que se presentaren, en desmedro y desconocimiento de la jurisdicción 
ecuatoriana; lo que es peor, a pesar de que la mayoría de estos tratados han respetado 
la soberanía tributaria de los países receptores de la inversión, los tribunales arbitrales, 
por su parte, en ocasiones la han desconocido cuando han considerado que una medida 
tributaria es "confiscatoria"… 
 
Así, la Asamblea Nacional requiere de dictamen favorable de constitucionalidad 
previo y vinculante a la denuncia por parte del Presidente de la República. Por lo 
señalado, corresponde efectuar un control de constitucionalidad integral del Convenio 
en mención… 
  
En el caso ecuatoriano, la norma interna de máxima jerarquía es la 
Constitución, instrumento que determina en última instancia la postura del Estado 
frente al compromiso internacional preconstitucional, no obstante que el numeral 2 del 
artículo 42 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados establece que: 
"La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no podrá tener lugar 
sino como resultado de la aplicación de las disposiciones del tratado o de la presente 
Convención" (1). 
 
Efectivamente, el Convenio entre el Gobierno del Ecuador y el Gobierno de 
Canadá para el Fomento y la Protección Recíproca de Inversiones, prevé en su a rtículo 
VXIII, la terminación o denuncia del mismo, al señalar: "Este Convenio permanecerá 
vigente a menos que cualquiera de las Partes Contratantes notifique por escrito su 
intención de terminarlo a la otra Parte Contratante. La terminación de este Conven io 
será efectiva un año después de la recepción de la notificación de terminación por la 
otra Parte Contratante.  
 
Con relación a inversiones o compromisos para invertir contraídos antes de la 
fecha en que la terminación de este Convenio sea efectiva, las disposiciones de los 
artículos I a XVII inclusive de este Convenio permanecerán en vigor durante un 
período de quince años" (2). Es decir, bastaría con la simple notificación de 
terminación por parte del Estado ecuatoriano para que termine el compromiso asumido 
en el Convenio en mención; evidentemente, los compromisos e inversiones adquiridos 
antes de la fecha de terminación quedarían en vigor durante un período de quince años.  
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En efecto, revisado el texto del Convenio se establece que el mismo contiene 
cláusulas contrarias a la Constitución y consecuentemente lesivas para el interés 
nacional, como es el caso de la prevista en el artículo XIII del Acuerdo que somete al 
Estado ecuatoriano al arbitraje internacional para la solución de conflictos…”(Corte 
Constitucional, 2010) 
 
La Corte en este dictamen ha sido muy explícita, al hacer prevalecer los 
principios constitucionales respecto a los tratados de inversión, a pesar de haber 
suscrito tratados como los de Viena, que obligan al Estado ecuatoriano someterse a 
disposiciones internacionales, la soberanía constitucional prevalece, para ello ha 
regulado un procedimiento interno de aprobación y ratificación, que le permitan 
jurídicamente no caer en contradicción de normas, sino que le permitan sostener un 
marco legal interno con supremacía respecto a los tratados y convenios internacionales.  
 
 
3.5. ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LOS CONVENIOS  
 
Para comprender a plenitud los convenios de inversión debemos primero 
determinar el ámbito de aplicación definiendo los términos inversión e inversor, para 
esto vamos a revisar lo que la jurista Ocampo sostiene: 
 
“Que conjuntamente con los  conceptos de ámbito de aplicación territorial y 
temporal, definen un contexto muy amplio, así como los beneficios del acuerdo que 
disfrutará cada parte. En el concepto de inversión se concibe a todo tipo de bienes 
muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, derechos reales como servidumbres, 
hipotecas, préstamos  usufructos, prendas, participación en compañías o derechos 
obtenidos en estas como acciones,  participaciones, títulos, obligaciones comerciales, 
derechos de crédito, obligaciones u otras prestaciones vinculadas directamente con la 
inversión, y  derechos de propiedad intelectual. Dentro de todo este enunciado se 
determinan las concesiones económicas otorgadas por ley o por contrato, que protegen 
al inversionista no solo frente a la decisión del Estado sobre las expropiaciones de 
bienes muebles o inmuebles, sino además frente a posibles incumplimientos de los 
contratos por parte del Estado y que por tanto impliquen una violación al acuerdo. El 
objetivo primordial de emplear una definición sumamente amplia es precisamente 
garantizar y proteger a  todas las formas de la inversión extranjera” (Ocampo, 2007, 
pág. 8) 
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Por otro lado el inversor gozará de todos los beneficios del tratado, 
entendiéndose como inversor a todas las personas naturales y jurídicas que invierten 
sus capitales en el territorio que no sea el suyo, pero, necesariamente el inversionista 
natural debe tener la nacionalidad del país de donde viene la inversión,  y la 
inversionista jurídica deberá regirse bajo las normas y procedimientos de una de las 
partes contratantes y radicar su domicilio en ese territorio.(2007) 
 
Con esta definición jurídica que hace la autora Adriana Ocampo, se debe de 
entender que el ámbito de aplicación territorial se refiere a la extensión territorial del 
Estado receptor de la inversión extranjera, que establece todo el territorio nacional, 
territorio marítimo, incluyendo suelo, subsuelo marino adyacente al mar 
territorial,(Ocampo, 2007). 
 
El Ecuador con los países de América Latina, ha emprendido un nuevo 
horizonte de tratados, determinando su ámbito de aplicación la zona geográfica, como 
el Mercosur, que comprende los países de Sud-América, la Comunidad Andina, el 
Alba, todos ellos suscritos por Estados de una misma jurisdicción territorial, lo que 
llevaría a que las inversiones extranjeras ya no solo estarán sujetas a delimitaciones 
territoriales de los Estados receptores, sino que su ámbito de aplicación estará sujeta a 
la de todos los países miembros de los mismos. (Santana, 2011) 
 
En términos generales, exponer ante la comunidad internacional del resto del 
mundo una postura de unidad regional latinoamericana que tiene por objeto poner de 
manifiesto la vigencia de una nueva corriente ideológica, implica diversos efectos que 
por un lado son capaces de acarrear disminución en los niveles de inversión extranjera 
y por otro, potenciar la inversión extranjera regional gracias al sometimiento de 
condiciones homogéneas entre los países suramericanos.  
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CAPITULO IV 
 
 
4. METODOLOGÍA 
 
Los métodos a ser empleados para el desarrollo de la presente investigación son lo s 
siguientes: 
  
Método Analógico.- Consiste en inferir de la semejanza alguna característica entre 
dos objetos, la probabilidad que las características restantes sean también semejantes. Los 
razonamientos analógicos no son siempre válidos.  
 
Método Científico.- Llamamos método a una serie ordenada de procedimientos de 
que hace uso la investigación científica para observar la extensión de nuestros 
conocimientos. Podemos concebir el método científico como una estructura, un armazón 
formados por reglas y principios coherentemente concatenados. Además, este método se 
ayudará en la investigación por sus cinco pasos principales que son la observación, 
hipótesis, experimentación, teoría y por último la ley.  
 
Método Inductivo.- “Es un proceso de análisis de aspectos, situaciones, ideas, 
hechos particulares, para llegar al principio o ley general que los determina; se toman los 
casos particulares para llegar a conclusiones generales. Tenemos que colegir que, para ello, 
ha existido un contrato directo del investigador con esos hechos particulares a través de la 
experiencia, la observación, la experimentación, la comprobación en base de lo cual, le 
será posible llevar determinados aspectos específicos del conocimiento a unificarlos en 
conceptos y categorías generales; en un proceso similar al que se realiza con los métodos 
analítico-sintético; de la parte al todo, de los hechos a las leyes, en un proceso de 
generalización a la abstracción”. 
 
Método Deductivo.- “Es el proceso de análisis contrario al individuo, se parte de 
los aspectos o principios generales conocidos, aceptados como válidos por la ciencia, los 
que por medio del razonamiento lógico, la síntesis, se pueden deducir suposiciones o 
explicar los hechos particulares; significa que sacamos determinadas consecuencias de algo 
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generalmente aceptado, por medio de la comparación y demostración en un proceso 
sintético-analítico del todo a la parte”.  
 
Método Analítico.- “Este método se utiliza para descomponer o desintegrar el 
hecho que se investiga, un problema, una entidad jurídica, una norma vigente; en sus 
diferentes elementos, “partes” que hacen el todo, explicando sus implicaciones con este 
todo, sin perder la visión que la hace parte del todo, pues cada parte tiene sus propias 
características y estructura, dentro de la estructura que hace parte del todo. El método se 
concreta por medio del siguiente proceso: observación de la problemática, descripción, 
crítica; se descompone en partes, se enumera, ordenan y clasifican; acciones estas que 
permiten un proceso de conocimiento claro profundo, después de lo cual se pasa al 
siguiente método”. 
 
Método Exegético.- “Consiste en la interpretación y explicación de la norma; se 
explica el contenido, se expone el sentido y se determina el alcance de la letra de la Ley y 
las expresiones que la originaron en la forma como el legislador la elaboró, tratando de 
desentrañar la intención y voluntad del autor, su autenticidad e intencionalidad, para su 
aplicación por parte del juez o la administración de las entidades y el Estado”.  
 
Método Participativo.- Se fundamentan en la concepción histórico-cultural, 
vinculando la actividad, la comunicación y el desarrollo psíquico. La comunicación es a la 
vez producto del grado de desarrollo alcanzado por el hombre en el proceso de dominio de  
la naturaleza y transformación de ésta y de sí mismo en base del trabajo, juega un papel 
preponderante en el proceso de aprendizaje de conocimientos, habilidades, destrezas, 
valores, la transmisión de experiencias de generación en generación.  
 
Método de Discusión.- Pone énfasis en la capacidad de análisis del grupo, se utiliza 
para problemas que suscitan intercambio de ideas, experiencias con el fin de clarificar la 
base teórica que permita obtener una visión integral de la problemática y la vía de 
solución.  
 
Propicia la búsqueda colectiva de solución del problema estudiado, permitiendo las 
aportaciones creativas y se puede ejecutar a través de diferentes técnicas como: la 
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discusión plenaria, discusión en pequeños grupos, discusión reiterada, (Phillips, 
Conferencia confrontación, Mesa Redonda y el Panel). 
 
Método de Situaciones o Estudio de Casos.- Este método permite que el estudiante 
desarrolle habilidades, particularmente su expresión oral, el poder de síntesis, posibilita el 
intercambio interpersonal y el manejo de conocimientos. 
 
Método de Simulación.- Es un método más estructurado y complejo que el juego de 
roles, pero que se ajusta en mayor medida a la realidad y desempeño profesional ya que 
tiene como fin enfrentar a los estudiantes con una situación profesional simulada o 
representada, lo que  les prepara para el enfrentamiento de su futuro trabajo profesional. Se 
preparan acciones, que reproducen la práctica con alguna simplificación. Así se produce un 
entrenamiento práctico con la menor cantidad de riesgos. 
 
 
4.1. DETERMINACIÓN DE LOS MEDIOS A UTILIZAR  
 
Para que la investigación sea la más adecuada se realizara encuestas a los 
abogados en libre ejercicio en la ciudad de Quito sobre las inversiones extranjeras 
dirigidas al país, considerando el mejoramiento respectivo y soluciones para 
perfeccionar las relaciones bilaterales que mantiene el Ecuador. 
 
El tema de investigación tiene un enfoque crítico y propositivo porque se 
diagnosticó y analizó la problemática que se produce en el estado ecuatorianos como 
efecto de las inversiones extranjeras en el sector laboral, en la economía y en los 
insumos de servicios, siendo que los montos millonarios que conllevan un tratado de 
inversión son considerables en relación a la producción interna que maneja el país, 
donde el enfoque no se lo realiza bajo el análisis técnico sino que la influencia 
ideológica repercute al momento diseñar estrategias de inversión.  
 
En este enfoque existe la interpretación, comprensión y explicación de la 
problemática que es de tipo técnico y respecto de los datos obtenidos se pretende 
analizarlos e interpretarlos para generar cambios específicos. 
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4.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
4.2.1. Investigación de campo 
 
Se empleará la investigación de campo a través de encuestas, que nos  permitan 
identificar datos relevantes sobre las inversiones extranjeras y sus efectos colaterales 
tanto en la sociedad como en la administración pública, obteniendo datos que valoricen 
el efecto que producen en la economía local.  
 
También se analizará la compleja relación jurídica que mantiene el Ecuador al 
momento de ser suscriptor de un tratado bilateral de inversión, recurriendo al sector de 
profesionales del derecho,  quienes respondan y evalúen los efectos que enmarcan estas 
relaciones económicas internacionales.  
 
 
4.3. POBLACIÓN Y MUESTRA 
 
 
4.3.1. Población 
  
La población objetiva para la ejecución de la presente investigación son los 
abogados. Según la información proporcionada por el Colegio de Abogados hasta el 
2012 existen un total de 6.930que ejercen en libre ejercicio en la ciudad de Quito.  
  
 
4.3.2 Muestra 
 
La muestra es un subgrupo de elementos de la población seleccionada para 
realizar el estudio. Al conocer la población objetivo, el cálculo del tamaño de la 
muestra se determinara mediante la aplicación de la muestra aleatoria de cada 
elemento, aplicando la siguiente fórmula:  
 
   112 

NE
N
n
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De donde: 
 
n = tamaño de la muestra 
N = tamaño de la población  
E = error máximo admisible en cálculo muestra  
Para el caso los datos son:  
N = 6.930 
E = 0.1 
 
Reemplazando datos:     
   2970
6930
116930010
6930
,.
n 


 
       
      n = 99 
 
 
4.4. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 
 
Variables Dimensiones Indicadores Ítems No. Instrumentos 
Variable 
dependiente: 
Transferencia 
ilícita de 
capitales, 
Vulneración de 
Principios 
Constitucionales. 
Inseguridad 
Jurídica. 
Aplicación 
diferenciada de 
la ley. 
Jurídica Causas 
judiciales en 
trámite arbitral 
internacional.  
1 
2 
3 
4 
 
5 
Cuestionario 
Social Consecuencias 
individuales y 
sociales 
generadas por 
la 
inobservancia 
de la ley en 
cuestiones del 
arbitraje 
internacional. 
6 
7 
8 
Cuestionario 
Económica Recursos que se 
pierden por la 
desprotección 
jurídica de los 
inversionistas 
extranjeros en 
el Ecuador. 
9 
 
10 
 
11 
Cuestionario 
Variables Dimensiones Indicadores Ítems No. Instrumentos 
Variable 
independiente: 
Factibilidad - Científica 
-Técnica 
12 
13 
Cuestionario 
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Vulneración de 
la soberanía 
nacional como 
consecuencia 
tratados 
internacionales 
en el ámbito de 
inversiones 
extranjeras. 
 
- Metodológica 
- Apoyo 
- Aplicación 
14 
15 
16 
 
 
4.5. TÉCNICAS E INSTRUMENTO DE INVESTIGACIÓN  
 
La técnica utilizada para la recolección de la información de la presente 
investigación será la encuesta, dirigida a los abogados en libre ejercicio  de la ciudad 
de Quito, para conocer sobre las conclusiones y opiniones de la inversión del capital 
extranjero con el fin de generar utilidades e ingresos económicos a través de los 
empleos.  
 
 
4.6. VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS INSTRUMENTOS  
  
La Encuesta 
 
Para obtener datos concretos y que ilustren adecuadamente la realidad 
imperante en la que se desarrolla el marco jurídico nacional respecto a las inversiones 
extranjeras, se plantea una encuesta enfocada a cubrir los aspectos más relevantes de la 
temática estudiada.  
 
Respecto a la investigación planteada  se obtiene una población de 6.930 
abogados en la ciudad de Quito desglosados anteriormente, mediante la cual se obtuvo 
una muestra de 99 abogados a los cuales se les realizara las encuestas.  
 
4.7. TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS  
 
Como anteriormente se indica la investigación se realizará mediante un modelo 
de encuesta dirigido a los abogados de la provincia de Pichincha de la Ciudad de 
Quito. A continuación se observa lo siguiente:  
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Modelo de la encuesta 
 
Marque con una X 
 
¿Considera que los tratados bilaterales de inversión extranjera se han suscrito 
bajo la norma constitucional?  
 
Sí (  )  No (  )   Parcialmente (  ) 
 
 
¿Cree usted que la disposición del presidente Correa de denunciar al CIADI en el 
año 2010 ha ahuyentado a la inversión extranjera?  
 
En su totalidad (  )  Parcialmente (  )   Nada (  ) 
 
 
¿Cree usted que las inversiones extranjeras dinamizan el sector produc tivo del 
país? 
 
Totalmente (  )  Medianamente (  ) 
Poco  (  )   Nada  (  ) 
 
¿Cree usted que los miembros del tribunal CIADI resolvieron mediante laudos 
arbitrales favorecer el capital de los inversionistas?  
 
Siempre  (  ) Casi siempre (  )    Ninguna de las anteriores (  ) 
 
¿Las nuevas propuestas económicas que plantea el Ecuador es rentable para los 
inversionistas? 
 
Si (  )  No (  )  Parcialmente (  ) 
 
 
Considera usted que los montos penados por  CIADI para el Ecuador son: 
 
Justos  (  )   Indebidos (  ) 
Legales (  )   Ilegales     (  ) 
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 ¿Cómo percibe usted los montos de la inversión extranjera en el país en los 
últimos años? 
 
Mal majeo diplomático (  )  Inseguridad jurídica (  ) 
Incongruencia ideológica (  ) 
 
 
De las siguientes opciones cuál considera usted que ha beneficiado al país a través 
de la  inversión extranjera  
 
Innovación de los procesos de producción  (  ) Generar empleo (  ) 
Modernizar tecnología (  )    Todas las anteriores (  ) 
Ninguna de las anteriores (  )  
 
 
¿Cree usted que un tribunal arbitral paralelo  al CIADI como la UNASUR 
otorgará al inversionista seguridad jurídica?  
 
Parcialmente (  )  Absolutamente  (  )  Nunca  (  ) 
 
 
¿Considera usted que los tratados bilaterales de inversión tendrían la misma 
convocatoria al suscribirse únicamente bajo la norma jurídica local del estado 
receptor? 
 
Siempre  (  )  Casi siempre (  )  Nunca  (  ) 
 
¡GRACIAS POR LA COLABORACIÓN! 
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4.7.1. Análisis e Interpretación de los Resultados 
 
La información recopilada en el proceso de investigación se la procesará por 
medio del empleo de las diversas técnicas de la estadística descriptiva, esto es:  
 
- Tabulación de datos pregunta por pregunta.  
 
- Elaboración de tablas o cuadros estadísticos porcentuales por cada una de las 
preguntas así como también, gráficos que permitan comprender de mejor 
manera los resultados obtenidos.  
 
Por otra parte, en lo que se refiere a los instrumentos empleados para la 
recolección de datos vale decir que se utilizará la encuesta, en cuyo caso, cabe 
manifestar que para obtener datos concretos y que ilustren adecuadamente la realidad 
imperante en la problemática analizada en la presente investigación, se la aplicó en los 
ámbitos de mayor relación e injerencia con el tema.  
 
La encuesta desarrollada se encuentra sustentada en base al planteamiento de las 
siguientes interrogantes:  
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¿Considera que los tratados bilaterales de inversión extranjera se han suscrito 
bajo la norma constitucional?  
 
 
Tabla 1. Tratados bilaterales 
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Si 60 61% 
No 15 15% 
Parcialmente 24 24% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
 
Gráfico 1. Tratados bilaterales 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
Se puede observar que el 61% de los abogados encuestados afirman que los tratados 
están suscritos bajo la norma constitucional, mientras que el 24% testifican que los 
tratados bilaterales son suscritos parcialmente  y el 15% manifiesta que la inversión 
extranjera no está registrado bajo la norma constitucional. 
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¿Cree usted que la disposición del presidente Correa de denunciar al CIADI en el 
año 2010 ha ahuyentado a la inversión extranjera?  
 
Tabla 2. Inversión extranjera 
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
En su totalidad 10 10% 
Parcialmente 69 70% 
Nada  20 20% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
Gráfico 2. Inversión extranjera 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
Con las disposiciones tomadas por el presidente Correa, el 70% considera que 
parcialmente ha ahuyentado a la inversión extranjera, sin embargo el 20% indica  que 
no han surgido temores al conocer sobre la denuncia y el restante 10% señala que al 
mencionar sobre la denuncia al CIADI, ha ahuyentado en su totalidad las inversiones. 
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¿Cree usted que las inversiones extranjeras dinamizan el sector productivo del 
país? 
 
Tabla 3. Dinamizar el sector productivo  
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Totalmente 54 55% 
Medianamente 20 20% 
Poco 15 15% 
Nada  10 10% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Gráfico 3. Dinamizar el sector productivo  
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
El 55% manifiesta que las inversiones extranjeras son totalmente favorables para el 
país dado que sus capitales inyectan movilidad financiera y esto repercute en un 
desarrollo productivo interno, el 20% sostiene que medianamente estas inversiones 
desarrollan el aparato productivo, el 15% cree que su aporte es poco y el 10% se 
pronuncia que el aporte de estas inversiones no producen ningún desarrollo interno por  
capitales de inversión. 
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¿Cree usted que los miembros del tribunal CIADI resolvieron mediante laudos 
arbitrales favorecer el capital de los inversionistas?  
 
Tabla 4. Favorecer a los inversionistas 
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Siempre 15 15% 
Casi siempre 74 75% 
Ninguna de las 
anteriores  10 10% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Gráfico 4. Favorecer a los inversionistas 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Como se puede apreciar en el gráfico el 75% de los abogados encuestados consideran 
que  los miembros del CIADI casi siempre favorecen el capital de los inversionistas 
mediante los laudos arbitrales, el 15% manifiesta que siempre ha favorecido a los 
inversionistas, mientras que el 10% concluye que ninguna de las anteriores.  
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¿Las nuevas propuestas económicas que plantea el Ecuador es rentable para los 
inversionistas? 
 
Tabla 5. Rentabilidad para el país  
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Si 30 30% 
No 10 10% 
Parcialmente 59 60% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
Gráfico 5. Rentabilidad para el país 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
El 60% de los profesionales que ejercen en libre ejercicio consideran que las 
propuestas planteadas parcialmente son  rentables para los inversionistas, el 30% 
indica que son convenientes  las propuestas planteadas en el país en beneficio de los 
inversionistas y el restante señala que no hay ningún beneficio. 
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Considera usted que los montos penados por el CIADI para el Ecuador son: 
 
Tabla 6. Montos del CIADI 
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Justos 0 0% 
Indebidos  70 71% 
Legales 0 0% 
Ilegales 29 29% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
 
Gráfico 6. Montos del CIADI 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Los montos penados por el CIADI para el país el 71% de los encuestados consideran 
que son indebidos por considerar sumas exorbitantes, mientras que el 29% manifiestan 
que los montos hacia el Ecuador son ilegales por no estar sujetos a la realidad de la 
norma internacional. 
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 ¿Cómo percibe usted los montos de la inversión extranjera en el país en los 
últimos años? 
 
Tabla 7. Montos de inversión 
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Mal majeo diplomático 64 65% 
Inseguridad jurídica  20 20% 
Incongruencia 
ideológica  15 15% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Gráfico 7. Montos de inversión 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
Las inversiones extranjeras en los últimos años para el 65% son considerados como un  
mal manejo diplomático, mientras que el 20% indica que  es inseguridad jurídica y el 
15% manifiesta que son incongruencias ideológicas. 
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De las siguientes opciones cuál considera usted que ha beneficiado al país a través 
de la  inversión extranjera  
Tabla 8. Beneficios en el país  
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Innovación de los procesos de 
producción 15 15% 
Generar empleo 10 10% 
Modernizar tecnología  15 15% 
Todas las anteriores 59 60% 
Ninguna de las anteriores  0 0% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Gráfico 8. Beneficios en el país 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Las inversiones extranjeras que han beneficiado en el país el 10% consideran que 
únicamente ha generado empleos por lo que gran parte de personas tienen mejores 
sustentos económicos, mientras que el 15% manifiesta que se ha modernizado la 
tecnología y mediante este se ha innovado los procesos de producción, la mayor parte 
de los abogados encuestados toman en consideración todas las anteriores. 
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¿Cree usted que un tribunal arbitral paralelo  al CIADI como la UNASUR 
otorgará al inversionista seguridad jurídica?  
 
Tabla 9. Seguridad jurídica  
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Parcialmente  35 35% 
Absolutamente  20 20% 
Nunca  44 44% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Gráfico 9. Seguridad jurídica 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
El 44% establece que la UNASUR nunca generara confianza a los inversionistas por 
estar influenciada de una carga ideológica negativa hacia los países de Occidente, 
mientras que el 35% considera que otorgará parcialmente seguridad jurídica a los 
inversionistas por el mismo hecho que se encuentran asignados al CIAI  y apenas un 
20% cree absolutamente en la seguridad hacia los inversionistas.  
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¿Considera usted que los tratados bilaterales de inversión tendrían la misma 
convocatoria al suscribirse únicamente bajo la norma jurídica local de l estado 
receptor? 
 
 
Tabla 10. Tratados bilaterales 
DESCRIPCIÓN ENCUESTADOS PORCENTAJE 
Siempre 0 0% 
Casi siempre 20 20% 
Nunca 79 80% 
TOTAL 99 100% 
Fuente: Encuesta 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
 
Gráfico 10. Tratados bilaterales 
 
Autor: Ramiro Vallejo 
 
Al parecer el 80% de los encuestados manifiestan que los capitales de inversión nunca 
confiarían en países que no sometieran sus controversias a tribunales extranjeros de 
arbitraje por la inseguridad jurídica, el restante  20% cree que casi siempre confiaría ya 
que los mercados de Latinoamérica han sido cotizados para el inversionista extranjero.  
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CAPITULO V 
 
 
5. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
5.1. CONCLUSIONES 
 
- La salida de Ecuador del CIADI, más que un acto con trascendencia jurídica, es 
un acto político e ideológico con incuestionables consecuencias económicas.  
 
En ese sentido, apartarse del sistema estándar para la resolución de disputas 
influirá en la seguridad jurídica de los inversionistas extranjeros en el Ecuador 
y se condicionará las inversiones de capitales extranjeros en el país, lo cual 
genera a su vez un debate muy marcado sobre las actuaciones gubernamentales, 
puesto que por una parte se defiende la posición del país argumentando entre 
otras cosas la soberanía del Ecuador para auto determinarse y mantener en este 
sentido la capacidad de imponerse reglas claras y coherentes con la realidad 
económica nacional y generar por esta vía seguridad para aquellos empresarios 
que pretendan invertir localmente.  
 
Por otra parte, la otra posición que también cobra fuerza es la de mantener al 
Ecuador bajo parámetros jurisdiccionales de carácter internacional, con la 
finalidad de allanarse a las normas y tratados internacionales sobre inversión y 
garantizar de este modo la seguridad jurídica de los inversionistas.  
 
- La incipiente jurisprudencia CIADI en relación a la interpretación de los TBIs 
tiende a generar una brecha cada vez más amplia entre las ópticas del derecho 
nacional e internacional en materia de controversias sobre inversiones, 
derrumbando la confianza en este centro de arbitraje por mas países del 
continente, por la visible política que mantiene de favorecer a la inversión 
extranjera sobre la soberanía de un Estado.  
 
Vale decir que este tipo de arbitrajes si bien surge a partir de coincidencias 
políticas e ideológicas de carácter internacional entre los diferentes Estados 
suscriptores y que se han acogido al mismo, con el transcurrir del tiempo ha ido 
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degenerando en posturas irreconciliables con las necesidades sociales sobre 
todo de los pueblos latinoamericanos, puesto que la función principal de este 
organismo tal como se lo ha determinado en el desarrollo de la investigación, ha 
sido el de beneficiar los intereses del capital extranjero por sobre el de los 
intereses generales de los habitantes de los diferentes países.  
 
- Si el arbitraje internacional en temas de inversión extranjera no se admite  como 
un sistema, que se vincule por un lado, con otros arbitrajes comerciales 
planteados contra el mismo Estado soberano y por otro lado,  con el orden 
normativo nacional, la consecuencia será desproporcionada en el resultado de 
beneficios, ya que queda vulnerado el principio de la seguridad jurídica para los 
inversionistas. 
 
- Frente a la creciente desconfianza de los Estados frente a los Centros de 
Arbitraje internacionales, debido principalmente a los graves errores que han 
sido cometidos por estos al nombrar árbitros con mentalidad únicamente 
mercantilista y no con responsabilidad social ni buena fe jurídica, se ha 
generado una reacción social y política casi generalizada por lo menos en la 
región suramericana, que tiende cada vez más a estructurar una tendencia de 
carácter más localista y organizar de esta forma, una institucionalidad arbitral 
que proyecte el cumplimiento efectivo de las normas y la justicia, atendiendo el 
interés de los involucrados en las diferentes controversias  que como producto 
de inversiones se presenten. 
 
En este caso, cabe señalar y aclarar que lo correcto no siempre será inclinarse a 
favor de los beneficios de un Estado, pero si debe cambiarse las prácticas 
actuales que se llevan adelante con el objeto de favorecer flagrantemente a los 
inversionistas aunque no prime la justicia. 
 
- Los Tratados bilaterales de inversión, como los tratados, debe ser interpretado 
conforme a la ley de las naciones y no según la visión de los gobiernos de 
turno, siendo la ley aplicable para la interpretación del tratado así es la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (Convención de Viena, 
ya sea porque las dos partes del Estado son signatarios de la Convención de 
Viena) o porque las reglas de interpretación que ofrece representan el derecho 
consuetudinario internacional. 
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En este sentido, es preciso manifestar que las reglas internacionales para forjar 
relaciones de carácter económico derivadas de inversión extranjera en un país 
determinado, aún no han podido ser clarificadas y establecidas de manera 
integral, puesto que intervienen en este caso intereses extremadamente 
poderosos que dificultan la labor operativa de representantes estatales.  
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5.2. RECOMENDACIONES 
 
- La participación de terceros para solucionar diferencias debe hacerse tratando 
de lograr la máxima satisfacción y el mínimo sacrificio de  los participantes, 
por ello el clima del accionar debe ser lo más amplio, colaborativo, flexible y 
receptivo que resulte razonable para las partes. 
 
A tal efecto, es imperativo para os intereses del Ecuador así como del resto de 
países de América Latina, comenzar a formular prácticas políticas que coincidan 
en la defensa de intereses nacionales por sobre el de particulares, en cuyo caso, 
deberá recurrirse a la generación de políticas públicas destinadas a 
compatibilizar los mercados entre los diferentes países, atendiendo siempre en 
este caso a los efectos que emana cada legislación.  
 
Partiendo de esta premisa, el intento principal por lograr armonizar tanto las 
legislaciones como el balance económico que reportan las inversiones 
extranjeras en los diversos sistemas estatales de la región latinoamericana, debe 
estar sujeto a estudios profundos y particularizados sobre la situación de cada 
país y obtener datos reales sobre las condiciones en las que opera cada mercado.  
 
Hecho esto, deberá estructurarse un marco legal internacional de alcance 
regional con la finalidad de someter a todos los países e inversionistas a reglas 
de juego claras y correctamente adaptadas a la realidad y necesidad de la 
región, para posteriormente dar paso a la formación de una institucionalidad 
pública internacional que regente el imperio de la justicia y aplique de manera 
adecuada las normas, sin que para tal efecto medie la injerencia de intereses 
particulares o estatales y se perjudique a terceros.  
 
- Es necesario la concientización de todos los países de la región  sobre la 
necesidad de contar con un tribunal arbitral que garantice imparcialidad, 
legalidad, equidad e igualdad, un adecuado marco conceptual de los recursos 
posibles dentro del litigio; el tribunal arbitral del Mercosur, sería una 
alternativa seria ante las controversias existentes en los TBIs, por tanto es 
imperioso lograr que todos los países de la región legislen internamente en pro 
de este tipo de tribunal. 
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- Al ser la Ley de Arbitraje y Mediación beneficiaria en su mayoría a la persona 
interpelante, se debe procurar obtener el reconocimiento y la ejecución de un 
laudo extranjero, al disponer en esta ley que los laudos extranjeros deban 
ejecutarse de la misma manera que los dictados en el Ecuador, está limitando al 
máximo la posibilidad del ejecutado de oponerse a tal proceso forzoso.  
 
- Al ser un elemento intrínseco de los árbitros, el cumplir con responsabilidad sus 
obligaciones, dado que es una garantía para la validez del laudo, por tal razón 
es imperioso disponer de un Código de conducta y guías aprobadas por 
organizaciones internacionales serias, y poder unificar sus procederes. 
 
En este caso en particular, la implementación del referido código debe estar 
marcado por lineamientos independientes al influjo o intromisión de cualquier 
interés sea público o privado, para cuyo efecto, se ha de tomar en cuenta la 
participación de agentes extranjeros capacitados adecuadamente para el 
cumplimiento de sus funciones, así como también la promoción de intervención 
respecto de veedores que permitan garantizar la perfecta y adecuada ejecución 
de un proceso con el consustancial cumplimiento de las normas legales que 
versan sobre inversión extranjera.  
 
- Proponer la factibilidad que un tribunal arbitral pueda extender  los efectos de 
un convenio arbitral a una parte no signataria, cuando se pueda inferir de 
manera inequívoca el consentimiento de la parte no signataria con respecto del 
negocio jurídico; y que, si el no extender los efectos del convenio arbitral a la 
parte no signataria, dará como resultado una vulneración al principio de buena 
fe. Sin embargo, cabe resaltar que esta teoría es de aplicación excepcional y 
requiere, necesariamente, de un estándar extremadamente elevado de prueba, 
por lo que su configuración debe envolver una complejidad tal, que garantice 
que ningún tercero verdadero sea inmiscuido en un proceso arbitral con el cual 
no tiene ningún vínculo jurídico económico real.  
 
 
 
 
 
 
 
110 
 
 
BIBLIOGRAFÍA 
 
Alarcón, L. (2010). Los medios alternativos de solución de conflictos.  Mexico: Sista. 
Andrade, X. (2009). Reflexiones sobre el arbitraje en la nueva Constitución 
ecuatoriana. Arbitragem e Mediaçao,, 3-10. 
Asamblea Constituyente. (2008). Constitución de la República del Ecuador.  Quito: 
Ediciones Legales. 
Asamblea General de las Naciones Unidas. (1948). Declaración Universal de los 
Derechos Humanos. San Francisco: Ediciones Ecuador.  
Asamblea Nacional. (2009). Ley de Arbitraje y Mediación. Quito: Ediciones Legales. 
Asamblea Nacional. (2012). Código Civil. Quito: Ediciones Legales. 
Asamblea, C. (2008). Constitucióin Política de la República del Ecuador. Quito: 
Ediciones Legales. 
Baca, C. (2010). La Estructura Neoconstitucionalista del Estado Ecuatoriano.  Quito: 
Jurídica del Ecuador. 
Barba, J. (2011). Formas de negociación. México: Universidad de Hidalgo.  
Barberis, J. (2010). El concepto del Tratado Internacional. Barcelona: ATP. 
Barrios, D. (1985). El arbitraje histórico o primitivo. Madrid: Legua. 
Borjas, N. (16 de Agosto de 2012). Mercosur, fomenta la productividad. Recuperado el 
23 de Febrero de 2013, de Emprésate: http://www.empresate.org  
Brian, D. (2011). Cesión y nacionalidad en el arbitraje de inversión.  Quito: Cevallos 
Editora Juridica. 
Comité Internacional Geneve. (29 de Octubre de 2010). Tratados y derecho 
Consuetudinario. Recuperado el 14 de Febrero de 2013, de http://www.icrc.org  
Congreso Nacional. (2012). Código Civil. Quito: Ediciones Legales. 
Corral & Rosales Abogados. (22 de Septiembre de 2009). ESTRUCTURAS 
SOCIETARIAS E INVERSION EXTRANJERA.  Recuperado el 20 de Febrero de 2013, de 
Corral & Rosales: http://www.corralrosales.com  
Correa, R. (2013). Una buena inversión pública alienta inversión extranjera. Ekos, 5. 
Corredor, C. (2005). Arbitraje y Mediación. Servilex, 10-13. 
Corte Constitucional. (2010). Dictámen de inconstitucionalidad. Quito: Registro 
Oficial . 
Corte Constitucional. (2011). Dictamen Convenios Bilaterales. Quito: Ediciones 
Legales. 
111 
 
Criollo, G. (11 de Septiembre de 2009). Los centros de arbitraje y mediación como 
servicio público. Recuperado el 14 de Febrero de 2013, de Revista Judicial: 
http://derechoecuador.com  
D'Agostino, H. (2010). Confrontación o negociación positiva. NEGO&CIO 
COMMUNITY, 3. 
Donoso, A. C. (2011). Análisis de derecho comparado. Ius Humani, 158-169. 
Echaide, J. (10 de Noviembre de 2010). EL CIADI Y LOS TBIs. Recuperado el 20 de 
Febrero de 2013, de Slideshare: http://www.slideshare.net  
Echeverría, J. (2009). El Estado de la nueva constitución.  Quito: Universidad Andina. 
Ecuador Actual. (27 de Enero de 2013). Ecuador será la segunda economía más 
dinámica de Sudamérica, según estudios publicados en Folha. Recuperado el 21 de 
Febrero de 29, de Ecuador actual: http://www.ecuadoractual.com  
Ejecutivo. (1964). Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Quito: 
Ediciones Legales. 
Ejecutivo. (2010). Registro Oficial Suplemento No.342.  Quito: Ediciones Legales. 
El Comercio. (22 de Noviembre de 2012). Liga Árabe da la bienvenida a la tregua 
entre milicias palestinas e Israel. El comercio.com, pág. 1. 
El Comercio. (21 de Junio de 2012). Los pedidos de asilo político más famosos de 
América Latina. El Comercio.com, pág. 1. 
El comercio. (22 de Enero de 2013). Embajador venezolano en OEA participa en 
diálogo de paz colombiano en Cuba. El comercio.com, pág. 1. 
El Hoy. (26 de Enero de 2013). Reducida inversión extranjera en el Ecuador. El Hoy, 
pág. 7. 
Esquinca, R. (1 de Junio de 2005). Fuentes del derecho internacional. Recuperado el 
15 de Febrero de 2013, de emagister: http://www.emagister.com  
Falconí, F. (27 de Noviembre de 2012). Gobierno insta a derogar tratados de inversión. 
El Universo, pág. 6. 
Foros Perú. (9 de Noviembre de 2009). Inversión extranjera baja. Recuperado el 26 de 
Febrero de 2013, de Foros Perú: http://www.forosperu.net  
Gálvez, M. (2009). HACIA LA CONTRUCCIÓN DE UN REGIMEN JURÍDICO 
INTERNACIONAL. México: Porrúa. 
García, B. (2011). Nociones básicas del arbitraje internacional de inversiones.  
Argentina: Juris. 
García, E. (2008). El Arbitraje. Lima: La Ley. 
García, V. (2010). Qué es la negociación? Coyuntura económica, 2. 
González, F. (2010). Arbitraje en materia de inversiones.  México: Universidad 
autónoma de México.  
112 
 
Gozaíni, O. (2005). Formas alternativs para la resolución de conflictos.  Buenos Aires: 
Depalma. 
Grande, I., & Abascal, E. (2005). Análisis de encuestas. España: ESIC. 
ICTSD. (3 de JULIO de 2009). Ecuador agita foros internacionales. ICTSD, pág. 3. 
Jiménez, M., & saldarriaga, A. (2010). Arbitralidad, inversión e ilegalidad. Arbitraje, 
149-155. 
Lantos, N. (27 de Enero de 2013). Buena onda y diferencias por el libre comerc io. El 
País, pág. 12. 
Loayza, J. (2012). Se puede declarar inconstitucional un tratado internacional... Revista 
Jurídica, 8-11. 
Machado, D. (7 de Diciembre de 2009). Ecuador y la denuncia de los tratados de 
inversión. Recuperado el 20 de Febrero de 2013, de CADTM: http://cadtm.org 
Marshall, P. (2010). La soberanía popular como fundamento del orden estatal y 
principio constitucional. de Derecho, 210-245. 
Martín, m. A. (2009). Negociación y administración de conflictos. Negocyar, 1-6. 
MERCOSUR. (12 de Agosto de 2010). Tratados Internacionales. Recuperado el 14 de 
Febrero de 2013, de SICSUR: http://www.sicsur.org/  
Montesdeoca, T. (2009). Tratados comerciales Mundiales. México: Legaxis. 
Montory, M. E. (2012). Los disímiles efectos de las inversiones extraterritoriales. 
Equitierra, 30-35. 
Naciones Unidas. (25 de Enero de 2007). Declaración Universal de Derechos 
Humanos y Pactos. Recuperado el 14 de Febrero de 2013, de Naciones Unidas - centro 
de información: http://search.sweetim.com  
Naciones Unidas. (14 de Marzo de 2008). Derechos Humanos. Recuperado el 14 de 
Febrero de 2013, de ONU: http://www.un.org  
Ocampo, A. (2007). Análisis Crítico del Arbitraje como Método de Resolución .  Quito: 
Universidad Andina Simón Bolívar.  
Orihuela, E. (2005). Los tratados internacionales y su aplicacion en el tiempo . 
México: Dykinson. 
Peiou, A. (2009). Los Tratados Bilaterales de proteccción y promoción de Inversiones.  
Mendoza: EDIUNC. 
Pettersson, R. (10 de Febrero de 2012). La Salida de Venezuela del CIADI. Recuperado 
el 20 de Febrero de 2013, de Badell Grau: http://www.badellgrau.com  
Pfeffer, E. (2013). LOS TRATADOS INTERNACIONALES SOBRE DERECHOS 
HUMANOS. Ius et Praxis, 7-10. 
Pinedo, M. (2011). El principio de la autonomia de la voluntad y .  Lima: Grijley. 
113 
 
Quiroga, M. (2001). NORMAS IMPERATIVAS Y ORDEN PÚBLICO EN EL 
ARBITRAJE. Madrid: Universidad Complutense de Madrid.  
Ruiz, A. (8 de Agosto de 2011). Principales efectos de la inversión extranjera directa . 
Recuperado el 26 de Febrero de 2013, de Gestio polis:  http://www.gestiopolis.com 
Santana, V. (2011). La IED se trepa en los países andinos. Suma, 5. 
SENPLADES. (2009). Plan Nacional del buen vivir. Quito: Senplades. 
Silva, F. (10 de Septiembre de 2008). Libertad de configuración legislativa e 
irretroactividad de las leyes. Recuperado el 15 de Febrero de 2013, de Gerencie: 
http://www.gerencie.com 
Soler, J. J. (2012). Enciclopedia Jurídica Omeba. México D.F.: Omeba. 
Soto, C. (2011). Tratado de Derecho Arbitral. Lima: Ibañez. 
Suárez, I. (2010). Arbitraje Internacional en los Tratados Bilaterales. ARBITRAJE, 61-
64. 
Trejo, E. (2006). Los tratados internacionales como fuentes del derecho nacional.  
México: SIID. 
Tribunal Constitucional. (1999). Resolución. Quito: Ediciones Legales. 
Universidad ICESI. (5 de Mayo de 2011). Negociasión internacional. Recuperado el 21 
de Febrero de 2013, de ICESI: http://www.icesi.edu.co  
Valencia, A. (1989). Derecho Civil. Bogotá: Alvear. 
Vásquez, M. F. (2006). Arbitraje ante el CIADI. Legis, 25. 
Vázquez, S. M. (1983). Derecho Internacional Público. México: Porrúa. 
Vidal, F. (2003). Manual del derecho arbitral. Lima: Gaceta Jurídica. 
Wikipedia. (27 de Junio de 2012). Convención de Viena sobre el derecho de los 
tratados. Recuperado el 14 de Febrero de 2013, de Wikipedia: http://es.wikipedia.org  
 
 
